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MARK A. TORRES, por mi propio derecho, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, las Listas y los Estrados de este H. Juzgado, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935 respectivamente, autorizando de igual forma a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADOS CORRALES, JULIO DE LA VEGA LUNA, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 265 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, ADD CAUTELAM vengo a dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

I.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

II.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

III.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

CONTESTACION AL CAPÍTULO DE HECHOS

PRIMERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto.

SEGUNDO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente forma:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto.

El párrafo segundo del correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, ya que si bien es cierto que se repite en dos puntos cardinales la misma colindancia con la carretera Costera Sur, también lo es que dicha situación no es trascendental como lo manifiestan los actores, ya que existe plena identificación del predio fideicomitido.

De igual forma, y por lo que respecta a lo manifestado por los coactores en el párrafo segundo del correlativo que se contesta, referente a un error en cuanto a la superficie del terreno fideicomitido, me permito hacer notar a su Señoría, que el error a que hace referencia la contraria, no es cuestión que se deba demandar al suscrito así como a los demás copropietarios de los derechos fideicomisarios, en virtud de que los actores al celebrar el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, con unos terceros que no son parte en el presente juicio, manifestaron su conformidad, consentimiento y su voluntad con el contenido de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, amén de que en dicha escritura, manifestaron los actores que no existía error en el contenido de la misma.
Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo manifestado por los actores les causara perjuicio, también lo es que debieron de haber demandado a los fideicomisarios cedentes con los que celebró el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, ya que en todo caso si existió un error en dicha escritura, el mismo es un error de hecho atribuible a los cedentes con los que contrataron los accionantes, sin embargo, cabe resaltar a su Señoría que la acción de nulidad fundada en error, se encuentra prescrita según lo dispone la legislación civil aplicable al estado.

Por lo que respecta al tercer párrafo de correlativo que en este acto se contesta, es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Usía, que el hecho de que una autoridad administrativa como lo es la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el predio fideicomitido, dicha situación no quiere decir que modifique y mucho menos anule el contenido de una escritura pública que contiene el contrato de cesión de derechos fideicomisarios del predio objeto de fideicomiso, escritura que ya ha sido mencionada en párrafos anteriores y que obra en autos del presente juicio, al haber sido exhibida como ANEXO DOS por los actores en su escrito inicial de demanda, en atención a que en dicho contrato se encuentra el consentimiento y la voluntad de los contratantes, siendo la ley suprema en los contratos, la voluntad de las partes.
 es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Señoría, que el hecho de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado no quiere decir que dicho trámite que resulta meramente administrativo, sea suficiente para modificar o dejar sin efectos lo estipulado y convenido en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, referente a la medida del terreno denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.
TERCERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando que el número de la clave catastral del inmueble ya mencionado, es 4011800228, y no como de forma errónea lo manifiesta la actora.
CUARTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:
Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto, debiendo su Señoría de tomar en consideración la CONFESIÓN que realiza la parte actora, consistente en que el predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, fue subdividido a CONVENIENCIA DE LOS ACTUALES COPROPIETARIOS DE LOS DERECHOS FIDEICOMISARIOS, aclarando que los ACTORES en el presente juicio, son copropietarios de los derechos antes mencionados, confesión que hace prueba plena, sin necesidad de ratificación de la misma, tal y como lo dispone el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles de Quintana Roo, el cual a la letra dice:

“Artículo 399.- La confesión hecha en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto de juicio, hará prueba plena sin necesidad de ratificación ni ser ofrecida como prueba.”

Con lo anterior se acredita de forma fehaciente e idónea, que los actores en el presente juicio, intervinieron y manifestaron su voluntad y consentimiento de manera tácita y verbal, con la subdivisión que se realizó entre los fideicomisarios (copropietarios) del terreno fideicomitido, ya que como se ha mencionado en párrafos anteriores, en el escrito inicial de demanda, en específico en el primer párrafo del hecho “CUARTO”, CONFIESAN haber intervenido en la subdivisión, amén de confesar que dicha división se realizó a CONVENIENCIA de los copropietarios del predio ya referido; razón por la cual resulta incongruente y contradictorio que los hoy actores, ahora pretendan de forma dolosa y contraria a derecho, anular de cierta forma el acuerdo de voluntades tomada entre los copropietarios del Inmueble en cita, copropietarios dentro de los cuales se encuentran mis contrario, tal y como se acredita con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, la cual fue exhibida por los demandantes en su escrito de demanda como ANEXO DOS, los mismos adquieren el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios del Inmueble mencionado en párrafos anteriores, esto es el 8% de dichos derechos para cada uno de los coactores.
Amén de lo anterior, cabe manifestar que efectivamente los actores les corresponde la Fracción cuatro del predio fideicomitido, fracción que han venido ocupando derivado del porcentaje de los derechos fideicomisarios que adquirieron mediante la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro ya antes citada, aclarando que el predio en comento, se encuentra dividido en seis fracciones, decisión que se tomó de común acuerdo por todos y cada uno de los copropietarios o titulares de los derechos fideicomisarios sobre dicho predio, por ser la forma mas conveniente de división, en virtud de que a las seis fracciones del terreno de referencia, tienen los metros proporcionales de frente, con relación al porcentaje que a cada uno de los copropietarios les corresponde, refiriéndose el suscrito al decir “metros de frente”, a la colindancia OESTE del multicitado predio, la cual colinda con la carretera costera sur.
Ahora bien, y por lo que respecta al segundo párrafo del correlativo que en este apartado se contesta, por una parte ni se afirma ni se niega por no ser un hecho propio lo referente a que supuestamente la Institución Fiduciaria no dejó claro a los actores, cuantos metros cuadrados le correspondería a cada copropietario de los derechos fideicomisarios del bien fideicomitido, de acuerdo al porcentaje que cada copropietario había adquirido, manifestando que resulta FALSO lo referente a que según la actora, existe la necesidad de que la autoridad judicial determine cuantos metros cuadrados corresponde a cada copropietario, en virtud de que como se ha mencionado y como lo han CONFESADO los actores en su demanda, los copropietario incluyendo a mis contrarios, realizamos de común acuerdo y en conveniencia de todos los copropietarios de los derechos fideicomisarios, la división del predio fideicomitido, la cual consistió en dividir dicho bien en seis fracciones, aclarando que los actores se encuentran utilizando la fracción cuatro, tan es así que los mismos han construido una casa en dicha fracción, tal y como se acreditará con la inspección que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.
Por lo anterior, resulta contradictorio, incongruente e improcedente, que los actores después de haber dividido de común acuerdo junto con los demás copropietarios el predio fideicomitido, pretendan obtener una declaración judicial de algo que ya existe, situación que ha quedado debidamente acreditado con la confesión que realizan los actores a través de sus apoderados en el escrito inicial de demanda, en específico en el párrafo uno del hecho correlativo que se contesta.

Asimismo, resulta falso el hecho de que supuestamente no existe consenso en cuanto a los metros que le corresponde a cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios, ya que como se ha manifestado con anterioridad, y sin intención de ser repetitivo, los actores confiesan en el hecho cuatro de su demanda, que los actuales copropietarios (siendo los actores actuales copropietarios) subdividieron el predio fideicomitido en seis fracciones, lo que se traduce en que SI EXISTE CONSENSO en cuanto a la división y metros que a cada copropietario le corresponde con relación al porcentaje de los derechos fideicomisarios del que son titulares cada uno, tan es así, que actualmente cada fideicomisario tiene su respectiva fracción.

QUINTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando a su Señoría que los metros cuadrados del predio fideicomitido, se tomaron de la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que mediante dicha escritura, se constituyó el Fideicomiso traslativo de dominio, respecto al predio denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), en la cual se estableció que dicho predio tenía una superficie de ocho mil veintisiete metros cuarenta y seis centímetros cuadrados (8,027.46m2), siendo de ésta escritura, de donde se han ido generando las cesiones de los derechos fideicomisarios respectivas a cada uno de los actuales copropietarios.

Sin embargo, cabe manifestar a su Usía, que dentro del antecedente I de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS en su escrito inicial de demanda, se hace mención a la escritura citada en el párrafo anterior.
En otro orden de ideas, es menester hacer notar a su Señoría, que la división del predio fideicomitido, tiene que hacerse tomando en consideración la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, en virtud de que por dicha escritura, se dio en fideicomiso el predio antes referido, en la cual como se ha manifestado, se estipuló que el terreno mencionado en párrafos atrás, tenía una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual se hizo la división de esa forma, amén de que como se ha mencionado a lo largo del presente libelo y como lo confiesan los actores en su demanda, la división o subdivisión se llevó a cabo por los copropietarios de los derechos fideicomisarios, formando parte de éstos los accionantes.
En otro orden de ideas, cabe manifestar que estando en el supuesto sin conceder de que le causara perjuicio alguno a los actores el hecho de que la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, se mencione como superficie del predio fideicomitido la de 8,027.46 metros cuadrados, dicha situación no es imputable al suscrito, así como a ninguno de los demás codemandados en el presente juicio, ya que los actores celebraron contrato de cesión de derechos fideicomisarios respecto al predio multicitado (predio fideicomitido), con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de “Fideicomisarios Cedentes”, y los actores en carácter de “Fideicomisarios Cesionarios”, habiendo manifestado su voluntad y consentimiento con el contenido de la escritura mencionada al principio del presente párrafo, recordando que la voluntad, es la ley suprema en materia de contratos, habiendo aceptado desde ése entonces, el hecho de que el predio fideicomitido tiene la superficie antes citada.
Ahora bien, si el hecho de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados del predio fideicomitido en la escritura pública antes citada, los demandantes debieron de haber demandado la nulidad parcial de la multicitada escritura, por un error de hecho, consistente en no hacer mención de forma correcta a los metros que en realidad tiene el predio materia del fideicomiso, acción que debieron de haber ejercitado en contra de los fideicomisarios cedentes, que les cedieron el porcentaje con el que actualmente cuentan los accionantes, pero en ningún momento el suscrito es responsable del error del instrumento público referido.

En efecto, la parte actora debió de haber demandado la nulidad fundada en un error de hecho, como lo es la incorrecta determinación de los metros cuadrados con los que cuenta el terreno fideicomitido, sin embargo la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado, el cual a la letra dice:

“Artículo 398.- La acción de nulidad fundada en error prescribe en el lapso de dos años, a no ser que el que incurrió en él lo conozca antes de que expire ese término, pues en este caso la acción prescribe a los noventa días contados desde aquél en que el error fue conocido.”

Por lo anterior, es por lo que todos y cada uno de los actuales copropietarios, realizamos la subdivisión del inmueble materia del fideicomiso sobre la cantidad de 8,027.46 metros cuadrados, ya que es la superficie señalada desde el instrumento notarial por el cual se constituyó el fideicomiso que ha dado origen a que los actuales copropietarios tengamos la calidad de fideicomisarios, habiendo manifestado los mismos su consentimiento, voluntad y aceptación con la superficie del terreno fideicomitido, en los contratos respectivos de cesión de derechos fideicomisarios por medio de los cuales, cada uno adquirió los derechos con los que actualmente cuentan.

Aunado a lo anterior, y con independencia de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el bien objeto del fideicomiso, dicho documento no es suficiente para nulificar o modificar el contenido de la escritura originaria, por medio de la cual se constituyó el fideicomiso, así como el de la escritura que adjunta mi contraria a su demanda como ANEXO DOS, ya que como se ha mencionado, la ley suprema en materia de contratos es la voluntad, y los accionantes quisieron obligarse y contratar en dichos términos, esto es como fideicomisarios Cesionarios en un 8% cada uno de los derechos respectivos, sobre la superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no así sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, con independencia de que para el caso de que les causara perjuicio alguno a mis contrarios, como se ha mencionado con antelación, debieron de haber ejercitado la acción correspondiente en contra de las personas que les cedieron los derecho del 16% que en conjunto tienen, de los derechos fideicomisarios, pero no al suscrito y a los demás codemandados, ya que carecen de acción y derecho para hacerlo.

SEXTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:


Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente los actores han venido ocupando la fracción cuatro del predio fideicomitido, derivado de la subdivisión que de forma voluntaria y de común acuerdo se realizó entre todos y cada uno de los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del inmueble antes citado, dentro de los que se encontraban los demandantes, tal y como los actores lo CONFIESAN en el hecho cuatro de su escrito de demanda, sin embargo, resulta falso el hecho de que la construcción realizada por mis contrarios, sea de dominio y complacencia de los demás copropietarios entre los que se encuentra el suscrito.

Ahora bien, y en cuanto al segundo párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente falso, en virtud de que la fracción cuatro del predio fideicomitido que ocupan los coactores, no cuenta con una superficie menor al 16% que les corresponde, como de forma dolosa pretenden hacer creer a su Señoría los demandantes, ya que como se acredita de forma fehaciente con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de este Estado, los mismos contrataron y celebraron una cesión de derechos fideicomisarios con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de Fideicomisarios Cedentes, respecto del 8% de los derechos fideicomisarios sobre el predio fideicomitido, para cada uno de los actores, obteniendo en conjunto el 16% de los derechos en cita, porcentaje que fue sobre una superficie total de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la propia escritura en comento, y no sobre una superficie de 8,615.75 metros cuadrados como de forma dolosa pretende hacerlo mi contraria.

Por lo anterior, cabe manifestar a su Señoría que la parte actora manifestó su voluntad y consentimiento con el contenido y los términos de la escritura pública de mérito, con el simple hecho de haber firmado la misma, razón por la cual no puede alegar situación al respecto; sin embargo y estando en el supuesto sin conceder de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados de la superficie del predio fideicomitido en el instrumento notarial antes mencionado, también lo es que dicho error no es culpa del suscrito ni de los demás codemandados, sino que en todo caso, la parte actora debió de haber demandado a los Fideicomisarios Cedentes con los que celebró la cesión respectiva, derivado de un error de hecho en cuanto al objeto indirecto del contrato, situación que omite realizar la actora.

En efecto, los actores debieron de haber demandado a los cedentes de los derechos, por existir un error en la cantidad de metros de superficie del predio fideicomitido, ya que el hecho de que exhiban en su escrito inicial de demanda como ANEXO TRES, certificado de medidas y colindancias, con oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto del 2007, dicho documento de ninguna manera puede  modificar y mucho menos dejar sin efectos el contenido de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, exhibida por mi contraria como ANEXO DOS, en la cual consta el acto jurídico por medio del cual, los actores adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios que actualmente poseen, recordando que en materia de contratos, la ley suprema lo es la voluntad de las partes, habiendo existido en la escritura ya mencionada, el consentimiento y voluntad de los actores, para adquirir el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual resulta FALSO que los actores tengan una superficie menor al porcentaje que adquirieron en el Instrumento ya mencionado.

Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta FALSO, ya que en ningún momento el suscrito en compañía de los demás copropietarios, hemos privado a los actores de la superficie que refieren, ya que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, los actores adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la multicitada escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, misma que fue exhibida en copia certificada por mi contraria en su demanda inicial, como ANEXO DOS. Por lo anterior es que resulta improcedente que pretendan los accionantes demandar que les corresponde un porcentaje sobre una superficie mayor a la que contrataron y estipularon en la escritura antes mencionada, y mas aún al demandar al suscrito y a los demás copropietarios, ya que éstos últimos no tienen relación contractual con los hoy actores.


Amén de lo anterior, es importante manifestar a su Señoría, que por lo que respecta a la supuesta privación de los copropietarios del predio fideicomitido, hacia el porcentaje de los actores, situación que es falsa como ya se ha mencionado en líneas anteriores, tan es así, que los actores de forma dolosa y sin consentimiento y consenso de los demás copropietarios, se encuentran invadiendo de forma ilegal una fracción de terreno que no les corresponde, habiéndose  hecho Justicia por su propia mano, ya que en principio, los actores normalmente habitan en la fracción que les corresponde del predio objeto de fideicomiso, y los demás copropietarios lo utilizamos dicho predio en las fracciones que a cada uno le corresponde, como un lugar para vacacionar y descansar, pero no es nuestro domicilio habitual, teniendo los actores, todas las facilidades para haber invadido una fracción que no es la suya, situación que se hará valer en la vía y ante la autoridad competente. Lo anterior, se acreditará con la inspección judicial que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.

SEPTIMO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, el mismo resulta parcialmente FALSO, en atención a que si existe consenso con respecto a los metros cuadrados que le corresponden a cada copropietario, y no como de forma dolosa y con la intención de confundir la buena fe de su Señoría los actores lo manifiestan, ya que como se desprende del propio escrito de demanda de mis contrarios, se desprende y acredita de forma idónea, a través de las confesiones que realizan, respecto a que los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del predio fideicomitido, de común acuerdo realizaron la subdivisión de dicho terreno conforme al porcentaje que a cada uno le corresponde, siendo dichos copropietarios los actores, razón por la cual resulta absurdo e improcedente, que ahora pre6tendan obtener una superficie de terreno mayor a la que se estableció en su contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra dentro de la escritura pública nueve mil novecientos cuatro, exhibida por la contraria en su demanda como ANEXO DOS.

Por lo anterior, es que resulta improcedente lo demandado por mis contrarios, ya que al existir un acuerdo de voluntades entre los copropietarios, dentro de los cuales se encuentran los actores, respecto a la subdivisión del predio fideicomitido, resulta absurdo que ahora pretendan alegar un error en la escritura pública ya mencionada, y mas aún cuando en la misma se manifestó y las partes que en ella intervinieron declararon que en el contrato que obra en el instrumento notarial antes referido, no existe dolo, ERROR, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo, tal y como se desprende de la cláusula QUINTA, que obra a foja 34 –treinta y cuatro- de dicha escritura, cláusula que en su parte conducente a la letra dice:


“QUINTA.- Las partes contratantes, declaran: que en este contrato no existe dolo, error, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo…”


De igual forma, de la cláusula sexta (foja 34 –treinta y cuatro-) de la escritura referida con anterioridad, se desprende que los contratantes revisaron escrupulosamente y realizaron el estudio respectivo de los títulos de propiedad correspondientes al inmueble fideicomitido, habiendo asumiendo el Fideicomitente y los fideicomisarios cedentes, la responsabilidad de cualquier reclamación o controversia que surja sobre el título del inmueble, razón por la cual y al ser los actores fideicomisarios cedentes en dicha escritura, los mismos manifestaron que no existía error.

CAPITULO DE DERECHO.

Por lo que respecta al capítulo de derecho invocado por mis contrarios, su Señoría es el competente para resolver sobre el mismo, debiendo de tomar en consideración todo lo manifestado en el cuerpo del presente libelo.

EXCEPCIONES Y DEFENSAS

1.- LA EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA VIA.- En virtud de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda no se desprende el nombre de una acción en específico, también lo es que de las prestaciones si es que se les puede llamar así, al igual que de los hechos narrados en la misma, se desprende que lo que pretenden los actores es un APEO y DESLINDE, el cual está contemplado en los artículos 874 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, precepto legal que a la letra dice:
“Artículo 874.- El apeo y deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separen un predio de otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos, ya que porque naturalmente se hayan confundido, ora que se haya destruido las señales que lo marcaban, bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo.”

De lo anterior se desprende, que la vía ordinaria civil elegida por los actores para tramitar el presente juicio, resulta IMPROCEDENTE, ya que lo que pretende mi contraria es un apeo y deslinde, con independencia de que el mismo no resulte fundado y procedente, en atención a que los mismos manifestaron su voluntad y consentimiento en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, escritura que exhibió la actora en su demanda inicial como ANEXO DOS, razón por la cual no es dable admitir a trámite el presente juicio ordinario civil, así como tampoco en vía de Jurisdicción Voluntaria (apeo y deslinde), ya que no acredita la necesidad de promover la misma, amén a que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 876 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en que se actúa. 
Por lo anterior, resulta conforme a derecho que su Señoría se sirva declarar procedente la presente excepción, y en su caso se dejen a salvo los derechos y se ordene la tramitación por la vía correcta, siendo ésta la de Jurisdicción Voluntaria y no así la vía ordinaria civil como de forma errónea lo hacen valer los actores, con independencia de que la jurisdicción de apeo y deslinde, no es procedente por no contener los requisitos establecidos por la legislación civil aplicable, aunado a que desde éste momento, el suscrito se OPONE a que se lleve a cabo las diligencias de apeo y deslinde sobre el predio fideicomitido, en virtud de que de la propia escritura pública con la que los actores acreditan la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre el predio de referencia, se acredita de forma fehaciente, que los mismos contrataron y adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual carece de acción y derecho para intentar adquirir noventa metros mas de forma contraria a derecho, no respetando el documento público que les da el carácter de fideicomisarios cesionarios, siendo dicho documento, el instrumento notarial antes mencionado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y Jurisprudencias:

No. Registro: 181,381

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Junio de 2004

Tesis: XXIX.2o.1 C

Página: 1410

APEO Y DESLINDE. SI EXISTE OPOSICIÓN DE ALGUNO DE LOS COLINDANTES PARA QUE SE LLEVEN A CABO ESTAS DILIGENCIAS, EL JUZGADOR DEBE ABSTENERSE DE HACER DECLARACIÓN RESPECTO A LA POSESIÓN, Y RESERVAR LOS DERECHOS DEL INTERESADO PARA QUE LOS HAGA VALER EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE HIDALGO).

En términos del artículo 922, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo, si existe oposición de alguno de los colindantes respecto de un punto determinado y las partes no logran ponerse de acuerdo para que se lleven a cabo las diligencias de apeo y deslinde, el juzgador debe abstenerse de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión y reservar los derechos del interesado para que los haga valer en el juicio correspondiente, pero no lo faculta para sustanciar el pleito conforme a los trámites establecidos para el juicio contencioso respectivo, ni aplicar las disposiciones generales respecto a la jurisdicción voluntaria, particularmente la prevista en el artículo 882 del código adjetivo civil que contiene una norma general, pues lo establecido en el citado numeral 922 es la regla específica respecto al procedimiento a seguir en las diligencias de apeo y deslinde, siendo ésta la norma aplicable ya que, en la especie, opera el principio de especialidad de la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 292/2003. Ernestina Herculana Aranda San Román. 9 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Silvestre Fidel Ávalos Ramírez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 24, tesis de rubro: "APEO Y DESLINDE, OPOSICIÓN A LAS DILIGENCIAS DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."

No. Registro: 173,759

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Diciembre de 2006

Tesis: VI.2o.C.522 C

Página: 1348

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE RADICACIÓN.

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los derechos del actor para que los deduzca en la forma adecuada, pero de ninguna manera está facultada para ordenar la reposición del procedimiento desde el auto de radicación, ya que en materia civil no puede constituirse un proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, cuando el propio actor pidió de manera expresa que se siguiera en una diversa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo.

No. Registro: 177,529

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Agosto de 2005

Tesis: 1a./J. 74/2005

Página: 107

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.

La existencia de diversas vías para lograr el acceso a la justicia responde a la intención del Constituyente de facultar al legislador para que establezca mecanismos que aseguren el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la cual se manifiesta como la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su situación jurídica será modificada sólo a través de procedimientos regulares, establecidos previamente en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente procedente, causa agravio al demandado y, por ende, constituye una violación a sus derechos sustantivos al contravenir la referida garantía constitucional que inspira a todo el sistema jurídico mexicano, ya que no se está administrando justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 180,419

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: VI.2o.C. J/245

Página: 1921

ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON CONCEPTOS DIVERSOS.

No debe confundirse la improcedencia de la acción con la falta de acreditación de sus elementos, pues la primera versa sobre su no procedibilidad por no haber sido idónea para deducir los derechos de la parte actora, o bien, por haberse tramitado en la vía incorrecta, casos en los que la autoridad de instancia se encuentra impedida para efectuar pronunciamiento alguno sobre la sustancia del negocio en la sentencia definitiva, en cambio, la justificación de la acción implica el reconocimiento de su procedencia por ser la idónea y por haberse tramitado por la vía adecuada, y de que se satisficieron los elementos de la misma, circunstancia que conlleva necesariamente una decisión sobre el fondo de la controversia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 50/2003. Juan Villaseñor Barragán y otra. 6 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 117/2004. Cementos Atoyac, S.A. de C.V., hoy Cemex México, S.A. de C.V. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 206/2004. María Remedios Islas Muñoz. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 288/2004. Pedro Pancracio Irineo González. 21 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 321/2004. Manuel Alejandro Delgado y Salazar. 30 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

No. Registro: 178,665

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 25/2005

Página: 576

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

2.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que los actores, carecen de acción y derecho de demandar del suscrito, así como de los demás copropietarios, las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en  virtud de que el suscrito no fue el que le cedió los derechos fideicomisarios que actualmente tienen los actores, siendo los errores y las prestaciones que pretenden subsanar y obtener respectivamente, derivados de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, escritura en la cual si bien es cierto que el suscrito intervino o contrató en la misma, también lo es que lo hice en carácter de Fideicomisario Cesionario, esto es que el suscrito contrató en el mismo carácter que los actores, pero en ningún momento el promovente les cedió o realizó contrato alguno con los actores, por medio del cual les cediera o reconociera y transmitiera algún derecho, lo que se traduce en que no existe relación contractual con mis contrarios, y por ende carecen de acción y derecho de demandarme las prestaciones que reclaman en su demanda, cuando el derecho obtenido por los demandantes, es derivado del contrato que obra en la escritura antes citada, contrato que celebraron con unos terceros que actualmente no son parte en el presente juicio.
Amén de lo anterior, y estando en el supuesto sin conceder, de que los actores si tuvieran acción y derecho para demandar del suscrito las prestaciones que los actores mencionan en su escrito inicial de demanda, también lo es que dichas prestaciones resultarían infundadas e improcedentes, al igual que la acción que intentan, ya que en primer lugar, se trata de un documento público que hace prueba plena y que consiste en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores (en carácter de Fideicomisarios Cesionarios) con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos, en carácter de Fideicomisarios Cedentes, en el cual los actores manifestaron su consentimiento y voluntad, siendo ésta última la ley suprema en materia de contratos, amén de que como se desprende del artículo 149 y 150 del Código Civil del Estado de Quintana Roo, las partes deben de cumplir lo expresamente pactado, mejor conocido como el principio “Pacta Sunt Servanda”, ya que los contratantes se obligan en los términos que aparece que quisieron obligarse y deben de responder en el mismo sentido, aunado a que la validez y el cumplimiento de un negocio jurídico, no puede dejarse al arbitrio de una de las partes si son bilaterales como resulta en el caso en concreto.
En efecto, los actores deben de estarse a lo expresamente estipulado en su contrato antes referido, consistente en que los accionantes adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios del predio materia de fideicomiso mencionado a lo largo del presente escrito, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no sobre la superficie que pretenden los actores que su Señoría les reconozca, amén de que carecen de título que justifique el derecho que pretenden ejercitar, para demandar sobre una superficie mayor a la que se estipula en la escritura pública ya referida, aunado a que por lo que respecta a la medida total de la superficie del predio fideicomitido y del cual adquirieron los actores el porcentaje de los derechos antes citados, resulta ser muy claro el contenido, motivo por el cual se debe de interpretar literalmente el contenido del mismo, tal y como lo dispone el artículo 164 del Código Sustantivo, el cual a la letra dice:
“Artículo 164.- Si los términos de un negocio jurídico son claros y no dejan duda sobre la intención de quienes lo celebran, se estará al sentido literal de sus cláusulas.”

De lo anterior se desprende, que los demandantes carecen de acción y derecho de demandar las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en virtud de que los mismos adquirieron el porcentaje de derechos que les corresponden, sobre una superficie determinada y específica, la cual como se ha mencionado, es de 8,027.46 metros cuadrados, aunado a que si existe el error que precisan los actores en cuanto a los metros de la superficie, en todo caso debieron de haber demandado a las personas que les cedieron los derechos fideicomisarios, esto es a los Fideicomisarios Cedentes los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, mas no así al suscrito como a los demás copropietarios.
Lo anterior es así, en virtud de que como se ha mencionado, los actores no justifican que tengan derecho para demandar las prestaciones que precisan en su demanda, así como tampoco para llevar a cabo un apeo y deslinde en el predio fideicomitido, ya que el contrato por medio del cual adquieren la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios, habla sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados mas no de una superficie de 8,615.75 metros cuadrados. Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que los actores tuvieran acción y derecho para solicitar se decrete judicialmente cuantos metros les corresponden sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, en primer lugar deben de realizar los trámites necesarios para corregir su contrato de cesión de derechos fideicomisarios que obra en la escritura pública antes mencionada, la cual fue exhibido como ANEXO DOS en el escrito inicial de demanda, y una vez corregida dicha escritura en cuanto a los metros de la superficie del terreno fideicomitido, podría hablarse de una demanda en contra del suscrito y los demás codemandados, o en su caso de un apeo y deslinde, aclarando que en el caso en concreto no es dable, en atención a que no justifican derecho alguno para adquirir una superficie mayor, con el pretexto de que la cantidad de metros del predio fideicomitido no es correcta, aunado a que la certificación de medidas y colindancias realizado por la Dirección de Catastro de Cozumel Quintana Roo, si bien es cierto es un documento público, también lo es que dicho documento no da derecho alguno a los actores para demandar las prestaciones solicitadas en su demanda, ya que como su Señoría sabe, un trámite administrativo como lo es la certificación antes citada, no puede pasar por encima de un contrato y mucho menos modificarlo, mas aún cuando el contrato es bilateral y no acude a la rectificación administrativa, así como tampoco al juicio, los Fideicomisarios cedentes, que cedieron a los actores el porcentaje con el que actualmente cuentan.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

No. Registro: 180,917

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Agosto de 2004

Tesis: I.4o.C. J/18

Página: 1430

CONTRATOS. INTERPRETACIÓN. LA CONDUCTA QUE OBSERVAN LAS PARTES FRENTE A LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS ES ELEMENTO FUNDAMENTAL.

La conducta observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este "comportamiento interpretativo" arroja luz sobre la verdadera intención de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: "Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.". Este precepto confirma la superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa fuente de interpretación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 5224/2001. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Leticia Araceli López Espíndola.

Amparo directo 10244/2002. Miguel González Larriba. 20 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz.

Amparo directo 4044/2003. Banco Nacional de México, S.A. 30 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 15584/2003. Sergio Linares Van Hasselt. 19 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 16284/2003. Linda Yasmín Rich Rodríguez. 2 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.


De la anterior Jurisprudencia se acredita, que de forma dolosa los actores pretenden obtener un porcentaje mayor al que contrataron, mas aún si tomamos en cuenta, que la conducta adoptada por mis contrarios, durante y después del contrato, consistente en utilizar la fracción cuatro del predio fideicomitido, la cual se encuentra subdividida, tomando en consideración la superficie de metros cuadrados que se refiere en la escritura pública ya mencionada.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION PASIVA.- Consistente en que el suscrito, así como los demás codemandados, carecemos de legitimación pasiva, en virtud de que tanto el suscrito como los demás copropietarios, no cedimos ni tenemos relación contractual alguna con los actores, respecto al predio fideicomitido, aclarando que si el hecho de que los accionantes hayan contratado sobre una superficie supuestamente menor, y dicha situación les causa perjuicio, debieron de haber demandado a las personas con las que contrataron, refiriéndome a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, quienes cedieron a los actores, el porcentaje de los derechos fideicomisarios de los que actualmente son titulares.
En efecto, la actora erróneamente demanda al suscrito y a los demás codemandados, ya que como se ha manifestado no existe relación contractual alguna, respecto a los derechos fideicomisarios de los cuales, los demandantes son titulares, aclarando que el error que precisan los actores en su demanda, no pueden ser subsanables por los codemandados en el presente juicio, ya que los mismos no cedieron derecho alguno a los actores, razón por la cual resulta IMPROCEDENTE el presente juicio, ya sea en la vía ordinaria civil, así como para el caso de que su Señoría determine que la acción que intentan los accionantes es un apeo y deslinde, la cual se tramita vía jurisdicción voluntaria, misma que de igual forma resulta improcedente.

Asimismo, y a título de aclaración, es menester mencionar a su Usía, que por lo que respecta a la acción de nulidad por error que los actores debieron de haber demandado a los antiguos fideicomisarios cedentes, la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado de Quintana Roo.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

4.- EXCEPCION DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.- Consistente en que los actores omiten demandar o llamar a juicio a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, los cuales intervinieron en el negocio jurídico por medio del cual los demandantes adquieren el porcentaje de derechos fideicomisarios que actualmente tienen, a los cuales sin duda alguna les para perjuicio la sentencia que se pudiere dictar en el presente juicio, ya que los mismos  cedieron un porcentaje de sus derechos fideicomisarios respecto de una superficie determinada, pretendiendo los actores modificar dicha superficie.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir los siguientes criterios jurisprudenciales:

No. Registro: 174,230

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Tesis: 1a./J. 47/2006

Página: 125

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002).

El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."

No. Registro: 176,245

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: IV.2o.C.39 C

Página: 2408

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL Y NO UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN.

Si se atiende a que las condiciones de la acción son "los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado" (Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, vigésimo sexta edición, Editorial Porrúa, 2001, página 173); y los presupuestos procesales "son los requisitos o condiciones que deben cumplirse para la iniciación o el desarrollo válido de un proceso, o en su caso, para que pueda pronunciarse sentencia de fondo" (Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, décimo cuarta edición, página 2524); se concluye que mientras los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni seguirse válidamente un juicio, las condiciones de la acción son los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado, es decir, si faltan las condiciones de la acción, no hay inconveniente en que el Juez falle el juicio, lo que no sucede cuando no se satisface algún presupuesto procesal, como el litisconsorcio pasivo necesario, que se traduce en la falta de emplazamiento a juicio, de personas a las cuales la sentencia les perjudicará.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 553/2004. Rosalinda Mercado Díaz de Garza y coags. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretario: Fernando Ureña Moreno.

No. Registro: 176,529

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Diciembre de 2005

Tesis: 1a./J. 144/2005

Página: 190

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).

El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

5.- EXCEPCION DE OBSCURIDAD E IRREGULARIDAD DE LA DEMANDA.- Consistente en que resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda incoada en mi contra, en virtud de que por un lado, los actores reconocen y confiesan por un lado, que los mismos celebraron el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, por medio del cual adquirieron cada uno de los actores el 8% (16% en conjunto) de dichos derechos, respecto al predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab); contrato que celebraron con los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, contrato que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, y por otro lado de forma contradictoria, pretenden los demandantes obtener una porción mayor de terreno, al que se estableció en el contrato antes referido, con el cual manifestaron su consentimiento y voluntad con el contenido del multicitado negocio jurídico, amén de que omiten justificar el derecho que supuestamente tienen para reclamar una porción mayor de terreno, a la que actualmente tienen.
En tal orden de ideas, también resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda de los actores, en atención a que como se desprende del hecho cuarto de la demanda, los mismos confiesan que el predio fideicomitido fue subdividido de común acuerdo y a conveniencia de los actuales copropietarios, entre los que se encuentran los actores, situación que resulta cierta, resultando absurdo que por otro lado, manifiesten en el hecho séptimo de la demanda, que no existe consenso respecto a la cantidad de metros cuadrados que le corresponde a cada uno de los copropietarios tomando en consideración el porcentaje del que tienen la titularidad, lo que denota la mala fe y el dolo con el que se conducen los demandantes, ya que al haber existido acuerdo de voluntades entre los copropietarios incluyendo a los actores, para subdividir el predio fideicomitido, ahora no pueden alegar que no existe consenso sobre el particular, y mas aún cuando llevan ocupando por un periodo de tiempo bastante amplio, la fracción cuatro que como se ha manifestado de común acuerdo les corresponde.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

6.- LA DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 149, 150 y 164 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO.- Consistente en que los actores se obligaron y contrataron en términos de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, encontrándose obligados a cumplir con lo contratado en dicha escritura, razón por la cual no es dable que ahora pretendan modificar el contenido de la misma, por lo que respecta a los metros cuadrados de superficie del predio fideicomitido, estando obligados los contrarios a cumplir con lo pactado dentro del contrato de referencia.
Asimismo, los actores conocían el contenido del contrato que obra dentro de la escritura en cita, aclarando que como se desprende de la misma, las cláusulas y en si todo el contenido es muy claro, razón por la cual se debe de interpretar literalmente el contenido del ya referido contrato, aunado de que para el caso de que existiera un error en el mismo, no es procedente se aclare o convalide en el presente juicio por no ser la vía correspondiente, así como por no tener los codemandados legitimación pasiva en el presente juicio.

De igual forma, el contrato ya mencionado no puede quedar al arbitrio de uno de los contratantes como pretenden hacerlo los actores, ya que los fideicomisarios cedentes, no fueron demandados por los supuestos errores que alegan los accionantes en el contrato aludido, debiendo por tal razón, demandar los actores a dichos cedentes y no así al suscrito, ya que si bien es cierto que el promovente participa en el contrato multicitado, también lo es que lo hago en carácter de fideicomisario cesionario, esto es en el mismo carácter que contrataron los actores, no teniendo el suscrito relación contractual alguna con los mismos.

7.- EXCEPCION DE SINE ACTIONE AGIS.- opongo la presente defensa que en sí no tiene el carácter de excepción, pero tiene el efecto de arrojar a la parte contraria la carga de la prueba para acreditar los hechos constitutivos de sus pretensiones, debiendo de acreditar en primer término, que los actores contrataron sobre la superficie que reclaman, esto es la de 8,615.75 metros cuadrados, y en consecuencia acreditar el derecho que supuestamente tienen para reclamar las prestaciones que demandan, con independencia de que la presente vía sea improcedente.

 La presente excepción deberá de declararse procedente, en virtud de que la parte actora es la que está afirmando que tiene derecho a mas metros de superficie, y por ende los mismos son los que deben de probar tal situación.
8.- EXCEPCION NON MUTATI LIBELI.- opongo la presente excepción a efecto de que mi contraria no modifique o altere el escrito de su demanda en los términos precisados. 

9.- EXCEPCION INOMINADA.- que se hace valer de conformidad con todo lo expuesto a lo largo de la presente contestación de demanda, mismas que deberán ser valoradas en beneficio de los intereses de los suscritos. 


Por todo lo anterior, es procedente que su Señoría se sirva declarar fundadas y procedentes, todas y cada una de las excepciones y defensas vertidas en el cuerpo del presente ocurso.

OBJECION DE DOCUMENTOS
En este acto, vengo a objetar en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle los actores, al oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro de Cozumel, signado por la Arquitecta Patricia Cardeña Martínez, así como la cédula catastral número 0000029697 de fecha 26 de febrero de 2007, signada por la persona antes citada, objeción que se realiza por las siguientes consideraciones:
Cabe manifestar a su Señoría, que los actores con los documentos mencionados en el párrafo anterior, pretenden hacerle creer que tienen derecho de demandar las prestaciones que reclaman en su escrito inicial de demanda, tratando de confundir la buena fe de su Usía, al hacerle creer que por exhibir dichos documentos, se va a poder modificar y pasar por alto el contenido del contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores así como el suscrito, el cual obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, aclarando que el suscrito contrato en dicha escritura en el mismo carácter que los actores, esto es como fideicomisarios cedentes, lo cual no puede traducirse en que exista alguna relación contractual entre el suscrito y mis contrarios, referente al predio fideicomitido.

En efecto, los actores pretenden fundar un derecho inexistente, como lo es el hecho de demandar a efecto de que se declare judicialmente que el porcentaje del 16% que en conjunto adquirieron, debe de ser determinada sobre una superficie mayor a la que se estipuló y pactó en el contrato de cesión ya referido, respecto al predio objeto del fideicomiso.
Lo anterior es así, en virtud de que con independencia de que los documentos que en este acto se objetan sean documentos públicos, los mismos no pueden modificar el contenido de un contrato bilateral que obra en escritura pública, ya que el mismo fue celebrado conforme a derecho y el contenido del mismo es la voluntad de los contratantes, razón por la cual su Señoría no deberá de otorgar valor probatorio alguno a los documentos antes citados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma hábil, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los términos precisados en el cuerpo del presente libelo.

SEGUNDO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que menciono, para los fines precisados.

TERCERO.- Tener por opuestas las excepciones y defensas que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo declarar procedentes las mismas.

CUARTO.- Tener por objetados en cuanto al alcance y valor probatorio, los documentos precisados en el capítulo respectivo, por los razonamientos vertidos en el presente escrito.

QUINTO.- Con las copias simples de traslado que se exhiben, se sirva correr traslado a los actores, a efecto de que en el término de ley, manifiesten lo que a su derecho corresponda.

SEXTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, en la cual se absuelva al suscrito, de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

MARK A. TORRES

Cozumel, Quintana Roo, a seis de mayo de dos mil ocho.
GABRIEL EDGARDO ORLANDO Y

SILVINA MARIANA ORLANDO.

VS

JOCELYN DEWOLF TORRES,

MARK A. TORRES,

TAMARA WARNER MINTON,

RANDALL W. MINTON,

LAUREL KADING TORRES,

MARSHA WILL TATE.

JUICIO ORDINARIO CIVIL

EXPEDIENTE: 158/2008-C

C. JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE COZUMEL, QUINTANA ROO.


JOCELYN DEWOLF TORRES, por mi propio derecho, aclarando desde éste momento que la suscrita es de nacionalidad Norte Americana, no contando con FM3, ya que la promovente acude a esta Isla de Cozumel en carácter de Turista (Extranjera), tan es así que la titularidad del bien fideicomitido sobre el que versa el presente juicio, lo adquirí mediante fideicomiso por ser extranjera, acreditando desde éste momento mi calidad migratoria en México con copia certificada de mi pasaporte, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, las Listas y los Estrados de este H. Juzgado, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935 respectivamente, autorizando de igual forma a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADOS CORRALES, JULIO DE LA VEGA LUNA, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 265 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, ADD CAUTELAM vengo a dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

I.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

II.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

III.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

CONTESTACION AL CAPÍTULO DE HECHOS

PRIMERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto.

SEGUNDO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente forma:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto.

El párrafo segundo del correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, ya que si bien es cierto que se repite en dos puntos cardinales la misma colindancia con la carretera Costera Sur, también lo es que dicha situación no es trascendental como lo manifiestan los actores, ya que existe plena identificación del predio fideicomitido.

De igual forma, y por lo que respecta a lo manifestado por los coactores en el párrafo segundo del correlativo que se contesta, referente a un error en cuanto a la superficie del terreno fideicomitido, me permito hacer notar a su Señoría, que el error a que hace referencia la contraria, no es cuestión que se deba demandar al suscrito así como a los demás copropietarios de los derechos fideicomisarios, en virtud de que los actores al celebrar el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, con unos terceros que no son parte en el presente juicio, manifestaron su conformidad, consentimiento y su voluntad con el contenido de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, amén de que en dicha escritura, manifestaron los actores que no existía error en el contenido de la misma.

Es importante mencionar a su Señoría, que tal y como se desprende del oficio número DCM/JP-0000000451/07 de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, por medio del cual se realiza una certificación de los linderos y colindancias del bien fideicomitido, documento que fue exhibido por los coactores en su escrito inicial de demanda como anexo tres, se observa que si bien es cierto se corrigió los metros totales de la superficie, también lo es que las medidas y colindancias de dicho certificado, son las mismas que se detallan en la escritura número 9,904, en específico en el antecedente marcado con el número I de la escritura antes citada, misma que fue exhibida por mi contraria como anexo dos en su demanda inicial;  esto es que tanto en el documento expedido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel antes mencionado, como en la escritura de referencia, son los mismos metros por cada colindancia. Para una mejor comprensión, me permito insertar una tabla comparativa de los linderos y colindancias ya mencionados:

	Escritura Pública número 9,904 de fecha 25 de Junio de 2004, pasada ante la fe del Notario Público número 9 de Cozumel.
	Certificación de Medidas y Colindancias de la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel.

Oficio DCM/JP-0000000451/07

	Al Norte en 81 metros
	Al Norte en 81 metros

	Al Sur en 76.30 metros
	Al Sur en 76.30 metros

	Al Este en 110 metros
	Al Este en 110 metros

	Al Oeste en 110 metros
	Al Oeste en 110 metros

	Superficie total  8,027.46 metros cuadrados
	Superficie total 8,615.75 metros cuadrados.


De lo anterior se desprende y se acredita de forma fehaciente, que si bien es cierto que existe un error en los metros de la superficie total detallada en la escritura antes mencionada, también lo es que se trata de errores de dedo, que de ninguna manera afecta la fracción de terreno que cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios detenta, en virtud de que son los mismos metros en las colindancias con independencia de que el total de la superficie total no sea la misma en los documentos antes comparados, ya que dicha situación se debe a un simple error al sacar el total de la superficie, pero en ningún momento los actores tienen una superficie menor de terreno a la que les corresponde, con lo que su Usía se percata del dolo y mala fe con la que se conducen los accionantes en el presente juicio, ya que el error de la superficie no afecta en lo absoluto los metros de cada copropietario. 
Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo manifestado por los actores les causara perjuicio, también lo es que debieron de haber demandado a los fideicomisarios cedentes con los que celebró el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, ya que en todo caso si existió un error en dicha escritura, el mismo es un error de hecho atribuible a los cedentes con los que contrataron los accionantes, sin embargo, cabe resaltar a su Señoría que la acción de nulidad fundada en error, se encuentra prescrita según lo dispone la legislación civil aplicable al estado.

Por lo que respecta al tercer párrafo de correlativo que en este acto se contesta, es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Usía, que el hecho de que una autoridad administrativa como lo es la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el predio fideicomitido, dicha situación no quiere decir que modifique y mucho menos anule el contenido de una escritura pública que contiene el contrato de cesión de derechos fideicomisarios del predio objeto de fideicomiso, escritura que ya ha sido mencionada en párrafos anteriores y que obra en autos del presente juicio, al haber sido exhibida como ANEXO DOS por los actores en su escrito inicial de demanda, en atención a que en dicho contrato se encuentra el consentimiento y la voluntad de los contratantes, siendo la ley suprema en los contratos, la voluntad de las partes, amén de que como se ha mencionado con anterioridad, sigue siendo los mismos metros en los linderos y colindancias, mencionados tanto en la escritura en cita, como en la certificación emitida por catastro.
Sin embargo cabe manifestar a su Señoría, que el hecho de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de linderos y colindancias, no quiere decir que dicho trámite que resulta meramente administrativo, sea suficiente para modificar o dejar sin efectos lo estipulado y convenido en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, referente a la medida del terreno denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

TERCERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando que el número de la clave catastral del inmueble ya mencionado, es 4011800228, y no como de forma errónea lo manifiesta la actora.

CUARTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto, debiendo su Señoría de tomar en consideración la CONFESIÓN que realiza la parte actora, consistente en que el predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, fue subdividido a CONVENIENCIA DE LOS ACTUALES COPROPIETARIOS DE LOS DERECHOS FIDEICOMISARIOS, aclarando que los ACTORES en el presente juicio, son copropietarios de los derechos antes mencionados, confesión que hace prueba plena, sin necesidad de ratificación de la misma, tal y como lo dispone el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles de Quintana Roo, el cual a la letra dice:

“Artículo 399.- La confesión hecha en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto de juicio, hará prueba plena sin necesidad de ratificación ni ser ofrecida como prueba.”

Con lo anterior se acredita de forma fehaciente e idónea, que los actores en el presente juicio, intervinieron y manifestaron su voluntad y consentimiento de manera tácita y verbal, con la subdivisión que se realizó entre los fideicomisarios (copropietarios) del terreno fideicomitido, ya que como se ha mencionado en párrafos anteriores, en el escrito inicial de demanda, en específico en el primer párrafo del hecho “CUARTO”, CONFIESAN haber intervenido en la subdivisión, amén de confesar que dicha división se realizó a CONVENIENCIA de los copropietarios del predio ya referido; razón por la cual resulta incongruente y contradictorio que los hoy actores, ahora pretendan de forma dolosa y contraria a derecho, anular de cierta forma el acuerdo de voluntades tomada entre los copropietarios del Inmueble en cita, copropietarios dentro de los cuales se encuentran mis contrarios, tal y como se acredita con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, la cual fue exhibida por los demandantes en su escrito de demanda como ANEXO DOS, los mismos adquieren el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios del Inmueble mencionado en párrafos anteriores, esto es el 8% de dichos derechos para cada uno de los coactores.

Amén de lo anterior, cabe manifestar que efectivamente los actores les corresponde la Fracción cuatro del predio fideicomitido, fracción que han venido ocupando derivado del porcentaje de los derechos fideicomisarios que adquirieron mediante la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro ya antes citada, aclarando que el predio en comento, se encuentra dividido en seis fracciones, decisión que se tomó de común acuerdo por todos y cada uno de los copropietarios o titulares de los derechos fideicomisarios sobre dicho predio, por ser la forma mas conveniente de división, en virtud de que a las seis fracciones del terreno de referencia, tienen los metros proporcionales de frente, con relación al porcentaje que a cada uno de los copropietarios les corresponde, refiriéndose el suscrito al decir “metros de frente”, a la colindancia OESTE del multicitado predio, la cual colinda con la carretera costera sur.

Ahora bien, y por lo que respecta al segundo párrafo del correlativo que en este apartado se contesta, por una parte ni se afirma ni se niega por no ser un hecho propio lo referente a que supuestamente la Institución Fiduciaria no dejó claro a los actores, cuantos metros cuadrados le correspondería a cada copropietario de los derechos fideicomisarios del bien fideicomitido, de acuerdo al porcentaje que cada copropietario había adquirido, manifestando que resulta FALSO lo referente a que según la actora, existe la necesidad de que la autoridad judicial determine cuantos metros cuadrados corresponde a cada copropietario, en virtud de que como se ha mencionado y como lo han CONFESADO los actores en su demanda, los copropietario incluyendo a mis contrarios, realizamos de común acuerdo y en conveniencia de todos los copropietarios de los derechos fideicomisarios, la división del predio fideicomitido, la cual consistió en dividir dicho bien en seis fracciones, aclarando que los actores se encuentran utilizando la fracción cuatro, tan es así que los mismos han construido una casa en dicha fracción, tal y como se acreditará con la inspección que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.

Por lo anterior, resulta contradictorio, incongruente e improcedente, que los actores después de haber dividido de común acuerdo junto con los demás copropietarios el predio fideicomitido, pretendan obtener una declaración judicial de algo que ya existe, situación que ha quedado debidamente acreditado con la confesión que realizan los actores a través de sus apoderados en el escrito inicial de demanda, en específico en el párrafo uno del hecho correlativo que se contesta.

Asimismo, resulta falso el hecho de que supuestamente no existe consenso en cuanto a los metros que le corresponde a cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios, ya que como se ha manifestado con anterioridad, y sin intención de ser repetitivo, los actores confiesan en el hecho cuatro de su demanda, que los actuales copropietarios (siendo los actores actuales copropietarios) subdividieron el predio fideicomitido en seis fracciones, lo que se traduce en que SI EXISTE CONSENSO en cuanto a la división y metros que a cada copropietario le corresponde con relación al porcentaje de los derechos fideicomisarios del que son titulares cada uno, tan es así, que actualmente cada fideicomisario tiene su respectiva fracción.

Aunado a lo anterior, cabe mencionar a su Señoría que el presente juicio resulta improcedente, en atención a que como se ha mencionado con antelación, los metros de los linderos y colindancias detallados tanto en la escritura pública número 9,904 exhibida por los actores como anexo dos de su demanda, y los detallados en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (documento exhibido por los actores), resultan ser EXACTAMENTE los mismos metros, por lo que resulta absurdo que el hecho de que exista un error involuntario en el total de los metros de la superficie, pretendan los actores alegar a su favor que les corresponden determinados metros mas de la fracción cuatro que actualmente tienen, ya que al ser los mismos metros, la subdivisión realizada entre todos los copropietarios y a conveniencia de los mismos, está realizada sobre los metros correctos de los linderos y colindancias.

QUINTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando a su Señoría que los metros cuadrados del predio fideicomitido, se tomaron de la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que mediante dicha escritura, se constituyó el Fideicomiso traslativo de dominio, respecto al predio denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), en la cual se estableció que dicho predio tenía una superficie de ocho mil veintisiete metros cuarenta y seis centímetros cuadrados (8,027.46m2), siendo de ésta escritura, de donde se han ido generando las cesiones de los derechos fideicomisarios respectivas a cada uno de los actuales copropietarios.

Sin embargo, cabe manifestar a su Usía, que dentro del antecedente I de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS en su escrito inicial de demanda, se hace mención a la escritura citada en el párrafo anterior.

En otro orden de ideas, es menester hacer notar a su Señoría, que la división del predio fideicomitido, tiene que hacerse tomando en consideración la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, en virtud de que por dicha escritura, se dio en fideicomiso el predio antes referido, en la cual como se ha manifestado, se estipuló que el terreno mencionado en párrafos atrás, tenía una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual se hizo la división de esa forma, sin que esto se traduzca en que se subdividió en una porción menor, ya que como se ha manifestado a lo largo del presente escrito, los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública número 9,904 y la certificación de linderos y colindancias emitida por la Dirección de Catastro, son exactamente los mismos, aunado a que los actores confiesan en su demanda, que  la división o subdivisión se llevó a cabo por los copropietarios de los derechos fideicomisarios, formando parte de éstos los accionantes.

En otro orden de ideas, cabe manifestar que estando en el supuesto sin conceder de que le causara perjuicio alguno a los actores el hecho de que la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, se mencione como superficie del predio fideicomitido la de 8,027.46 metros cuadrados, dicha situación no es imputable a la suscrita, así como a ninguno de los demás codemandados en el presente juicio, ya que los actores celebraron contrato de cesión de derechos fideicomisarios respecto al predio multicitado (predio fideicomitido), con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de “Fideicomisarios Cedentes”, y los actores en carácter de “Fideicomisarios Cesionarios”, habiendo manifestado su voluntad y consentimiento con el contenido de la escritura mencionada al principio del presente párrafo, recordando que la voluntad, es la ley suprema en materia de contratos, habiendo aceptado desde ése entonces, el hecho de que el predio fideicomitido tiene la superficie antes citada.

Ahora bien, si el hecho de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados del predio fideicomitido en la escritura pública antes citada, los demandantes debieron de haber demandado la nulidad parcial de la multicitada escritura, por un error de hecho, consistente en no hacer mención de forma correcta a los metros que en realidad tiene el predio materia del fideicomiso, acción que debieron de haber ejercitado en contra de los fideicomisarios cedentes, que les cedieron el porcentaje con el que actualmente cuentan los accionantes, pero en ningún momento el suscrito es responsable del error del instrumento público referido.

En efecto, la parte actora debió de haber demandado la nulidad fundada en un error de hecho, como lo es la incorrecta determinación de los metros cuadrados con los que cuenta el terreno fideicomitido, sin embargo la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado, el cual a la letra dice:

“Artículo 398.- La acción de nulidad fundada en error prescribe en el lapso de dos años, a no ser que el que incurrió en él lo conozca antes de que expire ese término, pues en este caso la acción prescribe a los noventa días contados desde aquél en que el error fue conocido.”

Sin embrago y a pesar del error que existe en la escritura pública multicitada, físicamente cada copropietario tiene los metros cuadrados que le corresponden de acuerdo al porcentaje adquirido por cada uno sobre la superficie total correcta (8,615.75 m2), ya que los linderos y colindancias son los mismos y el error de la superficie es simplemente un error al momento de sacar el total de metros del bien fideicomitido, pero en ningún momento afecta el total de metros del Inmueble materia del fideicomiso.
Por lo anterior, es por lo que todos y cada uno de los actuales copropietarios, realizamos la subdivisión del inmueble materia del fideicomiso sobre la cantidad de 8,027.46 metros cuadrados, ya que es la superficie señalada desde el instrumento notarial por el cual se constituyó el fideicomiso que ha dado origen a que los actuales copropietarios tengamos la calidad de fideicomisarios, habiendo manifestado los mismos su consentimiento, voluntad y aceptación con la superficie del terreno fideicomitido, en los contratos respectivos de cesión de derechos fideicomisarios por medio de los cuales, cada uno adquirió los derechos con los que actualmente cuentan, sin que esto se traduzca en que la división se realizó sobre una cantidad menor de metros cuadrados, ya que físicamente y sin la intención de ser repetitivo, el predio fideicomitido cuenta con 8,615.75, con independencia del error ya aludido, el cual simplemente es un error de números que no afecta en lo absoluto la copropiedad de cada fideicomisario.
Aunado a lo anterior, y con independencia de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el bien objeto del fideicomiso, dicho documento no es suficiente para nulificar o modificar el contenido de la escritura originaria, por medio de la cual se constituyó el fideicomiso, así como el de la escritura que adjunta mi contraria a su demanda como ANEXO DOS, ya que como se ha mencionado, la ley suprema en materia de contratos es la voluntad, y los accionantes quisieron obligarse y contratar en dichos términos, esto es como fideicomisarios Cesionarios en un 8% cada uno de los derechos respectivos, sobre la superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no así sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, con independencia de que para el caso de que les causara perjuicio alguno a mis contrarios, como se ha mencionado con antelación, debieron de haber ejercitado la acción correspondiente en contra de las personas que les cedieron los derecho del 16% que en conjunto tienen, de los derechos fideicomisarios, pero no a la suscrita y a los demás codemandados, ya que carecen de acción y derecho para hacerlo.


SEXTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:


Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente los actores han venido ocupando la fracción cuatro del predio fideicomitido, derivado de la subdivisión que de forma voluntaria y de común acuerdo se realizó entre todos y cada uno de los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del inmueble antes citado, dentro de los que se encontraban los demandantes, tal y como los actores lo CONFIESAN en el hecho cuatro de su escrito de demanda, sin embargo, resulta falso el hecho de que la construcción realizada por mis contrarios, sea de dominio y complacencia de los demás copropietarios entre los que se encuentra la suscrita.


Ahora bien, y en cuanto al segundo párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente falso, en virtud de que la fracción cuatro del predio fideicomitido que ocupan los coactores, no cuenta con una superficie menor al 16% que les corresponde, como de forma dolosa pretenden hacer creer a su Señoría los demandantes, ya que como se acredita de forma fehaciente con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de este Estado, los mismos contrataron y celebraron una cesión de derechos fideicomisarios con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de Fideicomisarios Cedentes, respecto del 8% de los derechos fideicomisarios sobre el predio fideicomitido, para cada uno de los actores, obteniendo en conjunto el 16% de los derechos en cita, porcentaje que fue sobre una superficie total de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la propia escritura en comento, y no sobre una superficie de 8,615.75 metros cuadrados como de forma dolosa pretende hacerlo mi contraria.


Por lo anterior, cabe manifestar a su Señoría que la parte actora manifestó su voluntad y consentimiento con el contenido y los términos de la escritura pública de mérito, con el simple hecho de haber firmado la misma, razón por la cual no puede alegar situación al respecto; sin embargo y estando en el supuesto sin conceder de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados de la superficie del predio fideicomitido en el instrumento notarial antes mencionado, también lo es que dicho error no es culpa de la suscrita ni de los demás codemandados, sino que en todo caso, la parte actora debió de haber demandado a los Fideicomisarios Cedentes con los que celebró la cesión respectiva, derivado de un error de hecho en cuanto al objeto indirecto del contrato, situación que omite realizar la actora.


En efecto, los actores debieron de haber demandado a los cedentes de los derechos, por existir un error en la cantidad de metros de superficie del predio fideicomitido, ya que el hecho de que exhiban en su escrito inicial de demanda como ANEXO TRES, certificado de medidas y colindancias, con oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto del 2007, dicho documento de ninguna manera puede  modificar y mucho menos dejar sin efectos el contenido de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, exhibida por mi contraria como ANEXO DOS, en la cual consta el acto jurídico por medio del cual, los actores adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios que actualmente poseen, recordando que en materia de contratos, la ley suprema lo es la voluntad de las partes, habiendo existido en la escritura ya mencionada, el consentimiento y voluntad de los actores, para adquirir el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual resulta FALSO que los actores tengan una superficie menor al porcentaje que adquirieron en el Instrumento ya mencionado.


Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta FALSO, ya que en ningún momento el suscrito en compañía de los demás copropietarios, hemos privado a los actores de la superficie que refieren, ya que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, los actores adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la multicitada escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, misma que fue exhibida en copia certificada por mi contraria en su demanda inicial, como ANEXO DOS. Por lo anterior es que resulta improcedente que pretendan los accionantes demandar que les corresponde un porcentaje sobre una superficie mayor a la que contrataron y estipularon en la escritura antes mencionada, y mas aún al demandar al suscrito y a los demás copropietarios, ya que éstos últimos no tienen relación contractual con los hoy actores.


Amén de lo anterior, es importante manifestar a su Señoría, que por lo que respecta a la supuesta privación de los copropietarios del predio fideicomitido, hacia el porcentaje de los actores, situación que es falsa como ya se ha mencionado en líneas anteriores, tan es así, que los actores de forma dolosa y sin consentimiento y consenso de los demás copropietarios, se encuentran invadiendo de forma ilegal una fracción de terreno que no les corresponde, habiéndose  hecho Justicia por su propia mano, ya que en principio, los actores normalmente habitan en la fracción que les corresponde del predio objeto de fideicomiso, y los demás copropietarios lo utilizamos dicho predio en las fracciones que a cada uno le corresponde, como un lugar para vacacionar y descansar, pero no es nuestro domicilio habitual, teniendo los actores, todas las facilidades para haber invadido una fracción que no es la suya, situación que se hará valer en la vía y ante la autoridad competente. Lo anterior, se acreditará con la inspección judicial que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.


Amén de lo anterior, y sin la intención de ser reiterativa, me permito recalcar a su Señoría que si bien es cierto que existe un error de número en el total de metros de la superficie del predio fideicomitido, también lo es que dicho error no afecta en lo absoluto la cantidad de metros cuadrados a los que cada copropietario fideicomisario tiene derecho de acuerdo al porcentaje que cada uno adquirió, ya que como se ha mencionado, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores.

SEPTIMO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, el mismo resulta parcialmente FALSO, en atención a que si existe consenso con respecto a los metros cuadrados que le corresponden a cada copropietario, y no como de forma dolosa y con la intención de confundir la buena fe de su Señoría los actores lo manifiestan, ya que como se desprende del propio escrito de demanda de mis contrarios, se desprende y acredita de forma idónea, a través de las confesiones que realizan, respecto a que los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del predio fideicomitido, de común acuerdo realizaron la subdivisión de dicho terreno conforme al porcentaje que a cada uno le corresponde, siendo dichos copropietarios los actores, razón por la cual resulta absurdo e improcedente, que ahora pretendan obtener una superficie de terreno mayor a la que se estableció en su contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra dentro de la escritura pública nueve mil novecientos cuatro, exhibida por la contraria en su demanda como ANEXO DOS.


Por lo anterior, es que resulta improcedente lo demandado por mis contrarios, ya que al existir un acuerdo de voluntades entre los copropietarios, dentro de los cuales se encuentran los actores, respecto a la subdivisión del predio fideicomitido, resulta absurdo que ahora pretendan alegar un error en la escritura pública ya mencionada, y mas aún cuando en la misma se manifestó y las partes que en ella intervinieron declararon que en el contrato que obra en el instrumento notarial antes referido, no existe dolo, ERROR, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo, tal y como se desprende de la cláusula QUINTA, que obra a foja 34 –treinta y cuatro- de dicha escritura, cláusula que en su parte conducente a la letra dice:


“QUINTA.- Las partes contratantes, declaran: que en este contrato no existe dolo, error, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo…”


De igual forma, de la cláusula sexta (foja 34 –treinta y cuatro-) de la escritura referida con anterioridad, se desprende que los contratantes revisaron escrupulosamente y realizaron el estudio respectivo de los títulos de propiedad correspondientes al inmueble fideicomitido, habiendo asumiendo el Fideicomitente y los fideicomisarios cedentes, la responsabilidad de cualquier reclamación o controversia que surja sobre el título del inmueble, razón por la cual y al ser los actores fideicomisarios cedentes en dicha escritura, los mismos manifestaron que no existía error.

CAPITULO DE DERECHO.

Por lo que respecta al capítulo de derecho invocado por mis contrarios, su Señoría es el competente para resolver sobre el mismo, debiendo de tomar en consideración todo lo manifestado en el cuerpo del presente libelo.

EXCEPCIONES Y DEFENSAS

1.- LA EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA VIA.- En virtud de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda no se desprende el nombre de una acción en específico, también lo es que de las prestaciones si es que se les puede llamar así, al igual que de los hechos narrados en la misma, se desprende que lo que pretenden los actores es un APEO y DESLINDE, el cual está contemplado en los artículos 874 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, precepto legal que a la letra dice:

“Artículo 874.- El apeo y deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separen un predio de otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos, ya que porque naturalmente se hayan confundido, ora que se haya destruido las señales que lo marcaban, bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo.”

De lo anterior se desprende, que la vía ordinaria civil elegida por los actores para tramitar el presente juicio, resulta IMPROCEDENTE, ya que lo que pretende mi contraria es un apeo y deslinde, con independencia de que el mismo no resulte fundado y procedente, en atención a que los mismos manifestaron su voluntad y consentimiento en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, escritura que exhibió la actora en su demanda inicial como ANEXO DOS, razón por la cual no es dable admitir a trámite el presente juicio ordinario civil, así como tampoco en vía de Jurisdicción Voluntaria (apeo y deslinde), ya que no acredita la necesidad de promover la misma, amén a que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 876 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en que se actúa. 

Por lo anterior, resulta conforme a derecho que su Señoría se sirva declarar procedente la presente excepción, y en su caso se dejen a salvo los derechos y se ordene la tramitación por la vía correcta, siendo ésta la de Jurisdicción Voluntaria y no así la vía ordinaria civil como de forma errónea lo hacen valer los actores, con independencia de que la jurisdicción de apeo y deslinde, no es procedente por no contener los requisitos establecidos por la legislación civil aplicable, aunado a que desde éste momento, el suscrito se OPONE a que se lleve a cabo las diligencias de apeo y deslinde sobre el predio fideicomitido, en virtud de que de la propia escritura pública con la que los actores acreditan la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre el predio de referencia, se acredita de forma fehaciente, que los mismos contrataron y adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual carece de acción y derecho para intentar adquirir noventa metros mas de forma contraria a derecho, no respetando el documento público que les da el carácter de fideicomisarios cesionarios, siendo dicho documento, el instrumento notarial antes mencionado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y Jurisprudencias:

No. Registro: 181,381

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Junio de 2004

Tesis: XXIX.2o.1 C

Página: 1410

APEO Y DESLINDE. SI EXISTE OPOSICIÓN DE ALGUNO DE LOS COLINDANTES PARA QUE SE LLEVEN A CABO ESTAS DILIGENCIAS, EL JUZGADOR DEBE ABSTENERSE DE HACER DECLARACIÓN RESPECTO A LA POSESIÓN, Y RESERVAR LOS DERECHOS DEL INTERESADO PARA QUE LOS HAGA VALER EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE HIDALGO).

En términos del artículo 922, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo, si existe oposición de alguno de los colindantes respecto de un punto determinado y las partes no logran ponerse de acuerdo para que se lleven a cabo las diligencias de apeo y deslinde, el juzgador debe abstenerse de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión y reservar los derechos del interesado para que los haga valer en el juicio correspondiente, pero no lo faculta para sustanciar el pleito conforme a los trámites establecidos para el juicio contencioso respectivo, ni aplicar las disposiciones generales respecto a la jurisdicción voluntaria, particularmente la prevista en el artículo 882 del código adjetivo civil que contiene una norma general, pues lo establecido en el citado numeral 922 es la regla específica respecto al procedimiento a seguir en las diligencias de apeo y deslinde, siendo ésta la norma aplicable ya que, en la especie, opera el principio de especialidad de la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 292/2003. Ernestina Herculana Aranda San Román. 9 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Silvestre Fidel Ávalos Ramírez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 24, tesis de rubro: "APEO Y DESLINDE, OPOSICIÓN A LAS DILIGENCIAS DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."

No. Registro: 173,759

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Diciembre de 2006

Tesis: VI.2o.C.522 C

Página: 1348

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE RADICACIÓN.

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los derechos del actor para que los deduzca en la forma adecuada, pero de ninguna manera está facultada para ordenar la reposición del procedimiento desde el auto de radicación, ya que en materia civil no puede constituirse un proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, cuando el propio actor pidió de manera expresa que se siguiera en una diversa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo.

No. Registro: 177,529

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Agosto de 2005

Tesis: 1a./J. 74/2005

Página: 107

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.

La existencia de diversas vías para lograr el acceso a la justicia responde a la intención del Constituyente de facultar al legislador para que establezca mecanismos que aseguren el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la cual se manifiesta como la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su situación jurídica será modificada sólo a través de procedimientos regulares, establecidos previamente en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente procedente, causa agravio al demandado y, por ende, constituye una violación a sus derechos sustantivos al contravenir la referida garantía constitucional que inspira a todo el sistema jurídico mexicano, ya que no se está administrando justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 180,419

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: VI.2o.C. J/245

Página: 1921

ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON CONCEPTOS DIVERSOS.

No debe confundirse la improcedencia de la acción con la falta de acreditación de sus elementos, pues la primera versa sobre su no procedibilidad por no haber sido idónea para deducir los derechos de la parte actora, o bien, por haberse tramitado en la vía incorrecta, casos en los que la autoridad de instancia se encuentra impedida para efectuar pronunciamiento alguno sobre la sustancia del negocio en la sentencia definitiva, en cambio, la justificación de la acción implica el reconocimiento de su procedencia por ser la idónea y por haberse tramitado por la vía adecuada, y de que se satisficieron los elementos de la misma, circunstancia que conlleva necesariamente una decisión sobre el fondo de la controversia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 50/2003. Juan Villaseñor Barragán y otra. 6 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 117/2004. Cementos Atoyac, S.A. de C.V., hoy Cemex México, S.A. de C.V. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 206/2004. María Remedios Islas Muñoz. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 288/2004. Pedro Pancracio Irineo González. 21 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 321/2004. Manuel Alejandro Delgado y Salazar. 30 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

No. Registro: 178,665

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 25/2005

Página: 576

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

2.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que los actores, carecen de acción y derecho de demandar de la suscrita, así como de los demás copropietarios, las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en  virtud de que la suscrita no fue la que le cedió los derechos fideicomisarios que actualmente tienen los actores, siendo los errores y las prestaciones que pretenden subsanar y obtener respectivamente, derivados de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, lo que se traduce en que no existe relación contractual con mis contrarios, y por ende carecen de acción y derecho de demandarme las prestaciones que reclaman en su demanda, cuando el derecho obtenido por los demandantes, es derivado del contrato que obra en la escritura antes citada, contrato que celebraron con unos terceros que actualmente no son parte en el presente juicio.

Amén de lo anterior, y estando en el supuesto sin conceder, de que los actores si tuvieran acción y derecho para demandar de la suscrita las prestaciones que los actores mencionan en su escrito inicial de demanda, también lo es que dichas prestaciones resultarían infundadas e improcedentes, al igual que la acción que intentan, ya que en primer lugar, se trata de un documento público que hace prueba plena y que consiste en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores (en carácter de Fideicomisarios Cesionarios) con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos, en carácter de Fideicomisarios Cedentes, en el cual los actores manifestaron su consentimiento y voluntad, siendo ésta última la ley suprema en materia de contratos, amén de que como se desprende del artículo 149 y 150 del Código Civil del Estado de Quintana Roo, las partes deben de cumplir lo expresamente pactado, mejor conocido como el principio “Pacta Sunt Servanda”, ya que los contratantes se obligan en los términos que aparece que quisieron obligarse y deben de responder en el mismo sentido, aunado a que la validez y el cumplimiento de un negocio jurídico, no puede dejarse al arbitrio de una de las partes si son bilaterales como resulta en el caso en concreto.

En efecto, los actores deben de estarse a lo expresamente estipulado en su contrato antes referido, consistente en que los accionantes adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios del predio materia de fideicomiso mencionado a lo largo del presente escrito, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no sobre la superficie que pretenden los actores que su Señoría les reconozca, amén de que carecen de título que justifique el derecho que pretenden ejercitar, para demandar sobre una superficie mayor a la que se estipula en la escritura pública ya referida, aunado a que por lo que respecta a la medida total de la superficie del predio fideicomitido y del cual adquirieron los actores el porcentaje de los derechos antes citados, resulta ser muy claro el contenido, motivo por el cual se debe de interpretar literalmente el contenido del mismo, tal y como lo dispone el artículo 164 del Código Sustantivo, el cual a la letra dice:

“Artículo 164.- Si los términos de un negocio jurídico son claros y no dejan duda sobre la intención de quienes lo celebran, se estará al sentido literal de sus cláusulas.”

De lo anterior se desprende, que los demandantes carecen de acción y derecho de demandar las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en virtud de que los mismos adquirieron el porcentaje de derechos que les corresponden, sobre una superficie determinada y específica, la cual como se ha mencionado, es de 8,027.46 metros cuadrados, aunado a que si existe el error que precisan los actores en cuanto a los metros de la superficie, en todo caso debieron de haber demandado a las personas que les cedieron los derechos fideicomisarios, esto es a los Fideicomisarios Cedentes los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, mas no así a la suscrita como a los demás copropietarios.

Lo anterior es así, en virtud de que como se ha mencionado, los actores no justifican que tengan derecho para demandar las prestaciones que precisan en su demanda, así como tampoco para llevar a cabo un apeo y deslinde en el predio fideicomitido, ya que el contrato por medio del cual adquieren la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios, habla sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados mas no de una superficie de 8,615.75 metros cuadrados. Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que los actores tuvieran acción y derecho para solicitar se decrete judicialmente cuantos metros les corresponden sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, en primer lugar deben de realizar los trámites necesarios para corregir su contrato de cesión de derechos fideicomisarios que obra en la escritura pública antes mencionada, la cual fue exhibido como ANEXO DOS en el escrito inicial de demanda, y una vez corregida dicha escritura en cuanto a los metros de la superficie del terreno fideicomitido, podría hablarse de una demanda en contra de la suscrita y los demás codemandados, o en su caso de un apeo y deslinde, aclarando que en el caso en concreto no es dable, en atención a que no justifican derecho alguno para adquirir una superficie mayor, con el pretexto de que la cantidad de metros del predio fideicomitido no es correcta, aunado a que la certificación de medidas y colindancias realizado por la Dirección de Catastro de Cozumel Quintana Roo, si bien es cierto es un documento público, también lo es que dicho documento no da derecho alguno a los actores para demandar las prestaciones solicitadas en su demanda, ya que como su Señoría sabe, un trámite administrativo como lo es la certificación antes citada, no puede pasar por encima de un contrato y mucho menos modificarlo, mas aún cuando el contrato es bilateral y no acude a la rectificación administrativa, así como tampoco al juicio, los Fideicomisarios cedentes, que cedieron a los actores el porcentaje con el que actualmente cuentan.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

No. Registro: 180,917

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Agosto de 2004

Tesis: I.4o.C. J/18

Página: 1430

CONTRATOS. INTERPRETACIÓN. LA CONDUCTA QUE OBSERVAN LAS PARTES FRENTE A LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS ES ELEMENTO FUNDAMENTAL.

La conducta observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este "comportamiento interpretativo" arroja luz sobre la verdadera intención de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: "Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.". Este precepto confirma la superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa fuente de interpretación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 5224/2001. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Leticia Araceli López Espíndola.

Amparo directo 10244/2002. Miguel González Larriba. 20 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz.

Amparo directo 4044/2003. Banco Nacional de México, S.A. 30 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 15584/2003. Sergio Linares Van Hasselt. 19 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 16284/2003. Linda Yasmín Rich Rodríguez. 2 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.


De la anterior Jurisprudencia se acredita, que de forma dolosa los actores pretenden obtener un porcentaje mayor al que contrataron, mas aún si tomamos en cuenta, que la conducta adoptada por mis contrarios, durante y después del contrato, consistente en utilizar la fracción cuatro del predio fideicomitido, la cual se encuentra subdividida, tomando en consideración la superficie de metros cuadrados que se refiere en la escritura pública ya mencionada.


Amén de lo anterior, y como se ha manifestado a lo largo de la presente contestación de demanda, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores, de lo que se acredita que si bien es cierto existe una diferencia de metros en el total de la superficie detallada en los documentos antes mencionados, también lo es que dicha cuestión es un error de dedo o numérico, ya que los linderos y colindancias son exactamente iguales.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION PASIVA.- Consistente en que la suscrita, así como los demás codemandados, carecemos de legitimación pasiva, en virtud de que tanto la suscrita como los demás copropietarios, no cedimos ni tenemos relación contractual alguna con los actores, respecto al predio fideicomitido, aclarando que si el hecho de que los accionantes hayan contratado sobre una superficie supuestamente menor, y dicha situación les causa perjuicio, debieron de haber demandado a las personas con las que contrataron, refiriéndome a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, quienes cedieron a los actores, el porcentaje de los derechos fideicomisarios de los que actualmente son titulares.

En efecto, la actora erróneamente demanda a la suscrita y a los demás codemandados, ya que como se ha manifestado no existe relación contractual alguna, respecto a los derechos fideicomisarios de los cuales los demandantes son titulares, aclarando que el error que precisan los actores en su demanda, no pueden ser subsanables por los codemandados en el presente juicio, ya que los mismos no cedieron derecho alguno a los actores, razón por la cual resulta IMPROCEDENTE el presente juicio, ya sea en la vía ordinaria civil, así como para el caso de que su Señoría determine que la acción que intentan los accionantes es un apeo y deslinde, la cual se tramita vía jurisdicción voluntaria, misma que de igual forma resulta improcedente.

Asimismo, y a título de aclaración, es menester mencionar a su Usía, que por lo que respecta a la acción de nulidad por error que los actores debieron de haber demandado a los antiguos fideicomisarios cedentes, la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado de Quintana Roo.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

4.- EXCEPCION DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.- Consistente en que los actores omiten demandar o llamar a juicio a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, los cuales intervinieron en el negocio jurídico por medio del cual los demandantes adquieren el porcentaje de derechos fideicomisarios que actualmente tienen, a los cuales sin duda alguna les para perjuicio la sentencia que se pudiere dictar en el presente juicio, ya que los mismos  cedieron un porcentaje de sus derechos fideicomisarios respecto de una superficie determinada, pretendiendo los actores modificar dicha superficie.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir los siguientes criterios jurisprudenciales:

No. Registro: 174,230

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Tesis: 1a./J. 47/2006

Página: 125

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002).

El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."

No. Registro: 176,245

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: IV.2o.C.39 C

Página: 2408

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL Y NO UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN.

Si se atiende a que las condiciones de la acción son "los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado" (Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, vigésimo sexta edición, Editorial Porrúa, 2001, página 173); y los presupuestos procesales "son los requisitos o condiciones que deben cumplirse para la iniciación o el desarrollo válido de un proceso, o en su caso, para que pueda pronunciarse sentencia de fondo" (Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, décimo cuarta edición, página 2524); se concluye que mientras los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni seguirse válidamente un juicio, las condiciones de la acción son los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado, es decir, si faltan las condiciones de la acción, no hay inconveniente en que el Juez falle el juicio, lo que no sucede cuando no se satisface algún presupuesto procesal, como el litisconsorcio pasivo necesario, que se traduce en la falta de emplazamiento a juicio, de personas a las cuales la sentencia les perjudicará.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 553/2004. Rosalinda Mercado Díaz de Garza y coags. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretario: Fernando Ureña Moreno.

No. Registro: 176,529

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Diciembre de 2005

Tesis: 1a./J. 144/2005

Página: 190

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).

El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

5.- EXCEPCION DE OBSCURIDAD E IRREGULARIDAD DE LA DEMANDA.- Consistente en que resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda incoada en mi contra, en virtud de que por un lado, los actores reconocen y confiesan por un lado, que los mismos celebraron el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, por medio del cual adquirieron cada uno de los actores el 8% (16% en conjunto) de dichos derechos, respecto al predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab); contrato que celebraron con los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, contrato que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, y por otro lado de forma contradictoria, pretenden los demandantes obtener una porción mayor de terreno, al que se estableció en el contrato antes referido, con el cual manifestaron su consentimiento y voluntad con el contenido del multicitado negocio jurídico, amén de que omiten justificar el derecho que supuestamente tienen para reclamar una porción mayor de terreno, a la que actualmente tienen.

En tal orden de ideas, también resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda de los actores, en atención a que como se desprende del hecho cuarto de la demanda, los mismos confiesan que el predio fideicomitido fue subdividido de común acuerdo y a conveniencia de los actuales copropietarios, entre los que se encuentran los actores, situación que resulta cierta, resultando absurdo que por otro lado, manifiesten en el hecho séptimo de la demanda, que no existe consenso respecto a la cantidad de metros cuadrados que le corresponde a cada uno de los copropietarios tomando en consideración el porcentaje del que tienen la titularidad, lo que denota la mala fe y el dolo con el que se conducen los demandantes, ya que al haber existido acuerdo de voluntades entre los copropietarios incluyendo a los actores, para subdividir el predio fideicomitido, ahora no pueden alegar que no existe consenso sobre el particular, y mas aún cuando llevan ocupando por un periodo de tiempo bastante amplio, la fracción cuatro que como se ha manifestado de común acuerdo les corresponde.


De igual forma resulta contradictorio el escrito inicial de demanda, en virtud de que como se ha manifestado con antelación, los actores pretenden acreditar el supuesto derecho que tienen a una superficie mayor de la que actualmente detentan en la fracción del predio fideicomitido que les corresponde, con la Certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catstro del Municipio de Cozumel, aclarando que dicha certificación coincide exactamente con los metros de los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública exhibida por mis contrarios como ANEXO DOS, razón por la cual no existe error alguno en cuanto a los metros cuadrados que le corresponden a cada uno de los copropietarios del bien materia del fideicomiso.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

6.- LA DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 149, 150 y 164 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO.- Consistente en que los actores se obligaron y contrataron en términos de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, encontrándose obligados a cumplir con lo contratado en dicha escritura, razón por la cual no es dable que ahora pretendan modificar el contenido de la misma, por lo que respecta a los metros cuadrados de superficie del predio fideicomitido, estando obligados los contrarios a cumplir con lo pactado dentro del contrato de referencia.

Asimismo, los actores conocían el contenido del contrato que obra dentro de la escritura en cita, aclarando que como se desprende de la misma, las cláusulas y en si todo el contenido es muy claro, razón por la cual se debe de interpretar literalmente el contenido del ya referido contrato, aunado de que para el caso de que existiera un error en el mismo, no es procedente se aclare o convalide en el presente juicio por no ser la vía correspondiente, así como por no tener los codemandados legitimación pasiva en el presente juicio.

De igual forma, el contrato ya mencionado no puede quedar al arbitrio de uno de los contratantes como pretenden hacerlo los actores, ya que los fideicomisarios cedentes, no fueron demandados por los supuestos errores que alegan los accionantes en el contrato aludido, debiendo por tal razón, demandar los actores a dichos cedentes y no así a la suscrita, ya que la suscrita no tiene relación contractual alguna con los mismos.

7.- EXCEPCION DE SINE ACTIONE AGIS.- opongo la presente defensa que en sí no tiene el carácter de excepción, pero tiene el efecto de arrojar a la parte contraria la carga de la prueba para acreditar los hechos constitutivos de sus pretensiones, debiendo de acreditar en primer término, que los actores contrataron sobre la superficie que reclaman, esto es la de 8,615.75 metros cuadrados, y en consecuencia acreditar el derecho que supuestamente tienen para reclamar las prestaciones que demandan, con independencia de que la presente vía sea improcedente.

 La presente excepción deberá de declararse procedente, en virtud de que la parte actora es la que está afirmando que tiene derecho a mas metros de superficie, y por ende los mismos son los que deben de probar tal situación.
8.- EXCEPCION NON MUTATI LIBELI.- opongo la presente excepción a efecto de que mi contraria no modifique o altere el escrito de su demanda en los términos precisados. 

9.- EXCEPCION INOMINADA.- que se hace valer de conformidad con todo lo expuesto a lo largo de la presente contestación de demanda, mismas que deberán ser valoradas en beneficio de los intereses de los suscritos. 


Por todo lo anterior, es procedente que su Señoría se sirva declarar fundadas y procedentes, todas y cada una de las excepciones y defensas vertidas en el cuerpo del presente ocurso.

OBJECION DE DOCUMENTOS

En este acto, vengo a objetar en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle los actores, al oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro de Cozumel, signado por la Arquitecta Patricia Cardeña Martínez, así como la cédula catastral número 0000029697 de fecha 26 de febrero de 2007, signada por la persona antes citada, objeción que se realiza por las siguientes consideraciones:

Cabe manifestar a su Señoría, que los actores con los documentos mencionados en el párrafo anterior, pretenden hacerle creer que tienen derecho de demandar las prestaciones que reclaman en su escrito inicial de demanda, tratando de confundir la buena fe de su Usía, al hacerle creer que por exhibir dichos documentos, se va a poder modificar y pasar por alto el contenido del contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores, el cual obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

En efecto, los actores pretenden fundar un derecho inexistente, como lo es el hecho de demandar a efecto de que se declare judicialmente que el porcentaje del 16% que en conjunto adquirieron, debe de ser determinada sobre una superficie mayor a la que se estipuló y pactó en el contrato de cesión ya referido, respecto al predio objeto del fideicomiso.

Lo anterior es así, en virtud de que con independencia de que los documentos que en este acto se objetan sean documentos públicos, los mismos no pueden modificar el contenido de un contrato bilateral que obra en escritura pública, ya que el mismo fue celebrado conforme a derecho y el contenido del mismo es la voluntad de los contratantes, razón por la cual su Señoría no deberá de otorgar valor probatorio alguno a los documentos antes citados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los términos precisados en el cuerpo del presente libelo.

SEGUNDO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que menciono, para los fines precisados.

TERCERO.- Tener por opuestas las excepciones y defensas que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo declarar procedentes las mismas.

CUARTO.- Tener por objetados en cuanto al alcance y valor probatorio, los documentos precisados en el capítulo respectivo, por los razonamientos vertidos en el presente escrito.

QUINTO.- Con las copias simples de traslado que se exhiben, se sirva correr traslado a los actores, a efecto de que en el término de ley, manifiesten lo que a su derecho corresponda.

SEXTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, en la cual se absuelva a la suscrita, de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

JOCELYN DEWOLF TORRES 
Cozumel, Quintana Roo, a seis de agosto de dos mil ocho.

GABRIEL EDGARDO ORLANDO Y

SILVINA MARIANA ORLANDO.

VS

JOCELYN DEWOLF TORRES,

MARK A. TORRES,

TAMARA WARNER MINTON,

RANDALL W. MINTON,

LAUREL KADING TORRES,

MARSHA WILL TATE.

JUICIO ORDINARIO CIVIL

EXPEDIENTE: 158/2008-C

C. JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE COZUMEL, QUINTANA ROO.


MARSHA WILL TATE, por mi propio derecho, aclarando desde éste momento que la suscrita es de nacionalidad Norte Americana, no contando con FM3, ya que la promovente acude a esta Isla de Cozumel en carácter de Turista (Extranjera), tan es así que la titularidad del bien fideicomitido sobre el que versa el presente juicio, lo adquirí mediante fideicomiso por ser extranjera, acreditando desde éste momento mi calidad migratoria en México con copia certificada de mi pasaporte, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, las Listas y los Estrados de este H. Juzgado, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935 respectivamente, autorizando de igual forma a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADOS CORRALES, JULIO DE LA VEGA LUNA, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 265 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, ADD CAUTELAM vengo a dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

I.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

II.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

III.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

CONTESTACION AL CAPÍTULO DE HECHOS

PRIMERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto.

SEGUNDO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente forma:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto.

El párrafo segundo del correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, ya que si bien es cierto que se repite en dos puntos cardinales la misma colindancia con la carretera Costera Sur, también lo es que dicha situación no es trascendental como lo manifiestan los actores, ya que existe plena identificación del predio fideicomitido.

De igual forma, y por lo que respecta a lo manifestado por los coactores en el párrafo segundo del correlativo que se contesta, referente a un error en cuanto a la superficie del terreno fideicomitido, me permito hacer notar a su Señoría, que el error a que hace referencia la contraria, no es cuestión que se deba demandar al suscrito así como a los demás copropietarios de los derechos fideicomisarios, en virtud de que los actores al celebrar el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, con unos terceros que no son parte en el presente juicio, manifestaron su conformidad, consentimiento y su voluntad con el contenido de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, amén de que en dicha escritura, manifestaron los actores que no existía error en el contenido de la misma.

Es importante mencionar a su Señoría, que tal y como se desprende del oficio número DCM/JP-0000000451/07 de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, por medio del cual se realiza una certificación de los linderos y colindancias del bien fideicomitido, documento que fue exhibido por los coactores en su escrito inicial de demanda como anexo tres, se observa que si bien es cierto se corrigió los metros totales de la superficie, también lo es que las medidas y colindancias de dicho certificado, son las mismas que se detallan en la escritura número 9,904, en específico en el antecedente marcado con el número I de la escritura antes citada, misma que fue exhibida por mi contraria como anexo dos en su demanda inicial;  esto es que tanto en el documento expedido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel antes mencionado, como en la escritura de referencia, son los mismos metros por cada colindancia. Para una mejor comprensión, me permito insertar una tabla comparativa de los linderos y colindancias ya mencionados:

	Escritura Pública número 9,904 de fecha 25 de Junio de 2004, pasada ante la fe del Notario Público número 9 de Cozumel.
	Certificación de Medidas y Colindancias de la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel.

Oficio DCM/JP-0000000451/07

	Al Norte en 81 metros
	Al Norte en 81 metros

	Al Sur en 76.30 metros
	Al Sur en 76.30 metros

	Al Este en 110 metros
	Al Este en 110 metros

	Al Oeste en 110 metros
	Al Oeste en 110 metros

	Superficie total  8,027.46 metros cuadrados
	Superficie total 8,615.75 metros cuadrados.


De lo anterior se desprende y se acredita de forma fehaciente, que si bien es cierto que existe un error en los metros de la superficie total detallada en la escritura antes mencionada, también lo es que se trata de errores de dedo, que de ninguna manera afecta la fracción de terreno que cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios detenta, en virtud de que son los mismos metros en las colindancias con independencia de que el total de la superficie total no sea la misma en los documentos antes comparados, ya que dicha situación se debe a un simple error al sacar el total de la superficie, pero en ningún momento los actores tienen una superficie menor de terreno a la que les corresponde, con lo que su Usía se percata del dolo y mala fe con la que se conducen los accionantes en el presente juicio, ya que el error de la superficie no afecta en lo absoluto los metros de cada copropietario. 

Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo manifestado por los actores les causara perjuicio, también lo es que debieron de haber demandado a los fideicomisarios cedentes con los que celebró el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, ya que en todo caso si existió un error en dicha escritura, el mismo es un error de hecho atribuible a los cedentes con los que contrataron los accionantes, sin embargo, cabe resaltar a su Señoría que la acción de nulidad fundada en error, se encuentra prescrita según lo dispone la legislación civil aplicable al estado.

Por lo que respecta al tercer párrafo de correlativo que en este acto se contesta, es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Usía, que el hecho de que una autoridad administrativa como lo es la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el predio fideicomitido, dicha situación no quiere decir que modifique y mucho menos anule el contenido de una escritura pública que contiene el contrato de cesión de derechos fideicomisarios del predio objeto de fideicomiso, escritura que ya ha sido mencionada en párrafos anteriores y que obra en autos del presente juicio, al haber sido exhibida como ANEXO DOS por los actores en su escrito inicial de demanda, en atención a que en dicho contrato se encuentra el consentimiento y la voluntad de los contratantes, siendo la ley suprema en los contratos, la voluntad de las partes, amén de que como se ha mencionado con anterioridad, sigue siendo los mismos metros en los linderos y colindancias, mencionados tanto en la escritura en cita, como en la certificación emitida por catastro.
Sin embargo cabe manifestar a su Señoría, que el hecho de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de linderos y colindancias, no quiere decir que dicho trámite que resulta meramente administrativo, sea suficiente para modificar o dejar sin efectos lo estipulado y convenido en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, referente a la medida del terreno denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

TERCERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando que el número de la clave catastral del inmueble ya mencionado, es 4011800228, y no como de forma errónea lo manifiesta la actora.

CUARTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto, debiendo su Señoría de tomar en consideración la CONFESIÓN que realiza la parte actora, consistente en que el predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, fue subdividido a CONVENIENCIA DE LOS ACTUALES COPROPIETARIOS DE LOS DERECHOS FIDEICOMISARIOS, aclarando que los ACTORES en el presente juicio, son copropietarios de los derechos antes mencionados, confesión que hace prueba plena, sin necesidad de ratificación de la misma, tal y como lo dispone el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles de Quintana Roo, el cual a la letra dice:

“Artículo 399.- La confesión hecha en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto de juicio, hará prueba plena sin necesidad de ratificación ni ser ofrecida como prueba.”

Con lo anterior se acredita de forma fehaciente e idónea, que los actores en el presente juicio, intervinieron y manifestaron su voluntad y consentimiento de manera tácita y verbal, con la subdivisión que se realizó entre los fideicomisarios (copropietarios) del terreno fideicomitido, ya que como se ha mencionado en párrafos anteriores, en el escrito inicial de demanda, en específico en el primer párrafo del hecho “CUARTO”, CONFIESAN haber intervenido en la subdivisión, amén de confesar que dicha división se realizó a CONVENIENCIA de los copropietarios del predio ya referido; razón por la cual resulta incongruente y contradictorio que los hoy actores, ahora pretendan de forma dolosa y contraria a derecho, anular de cierta forma el acuerdo de voluntades tomada entre los copropietarios del Inmueble en cita, copropietarios dentro de los cuales se encuentran mis contrarios, tal y como se acredita con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, la cual fue exhibida por los demandantes en su escrito de demanda como ANEXO DOS, los mismos adquieren el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios del Inmueble mencionado en párrafos anteriores, esto es el 8% de dichos derechos para cada uno de los coactores.

Amén de lo anterior, cabe manifestar que efectivamente los actores les corresponde la Fracción cuatro del predio fideicomitido, fracción que han venido ocupando derivado del porcentaje de los derechos fideicomisarios que adquirieron mediante la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro ya antes citada, aclarando que el predio en comento, se encuentra dividido en seis fracciones, decisión que se tomó de común acuerdo por todos y cada uno de los copropietarios o titulares de los derechos fideicomisarios sobre dicho predio, por ser la forma mas conveniente de división, en virtud de que a las seis fracciones del terreno de referencia, tienen los metros proporcionales de frente, con relación al porcentaje que a cada uno de los copropietarios les corresponde, refiriéndose el suscrito al decir “metros de frente”, a la colindancia OESTE del multicitado predio, la cual colinda con la carretera costera sur.

Ahora bien, y por lo que respecta al segundo párrafo del correlativo que en este apartado se contesta, por una parte ni se afirma ni se niega por no ser un hecho propio lo referente a que supuestamente la Institución Fiduciaria no dejó claro a los actores, cuantos metros cuadrados le correspondería a cada copropietario de los derechos fideicomisarios del bien fideicomitido, de acuerdo al porcentaje que cada copropietario había adquirido, manifestando que resulta FALSO lo referente a que según la actora, existe la necesidad de que la autoridad judicial determine cuantos metros cuadrados corresponde a cada copropietario, en virtud de que como se ha mencionado y como lo han CONFESADO los actores en su demanda, los copropietario incluyendo a mis contrarios, realizamos de común acuerdo y en conveniencia de todos los copropietarios de los derechos fideicomisarios, la división del predio fideicomitido, la cual consistió en dividir dicho bien en seis fracciones, aclarando que los actores se encuentran utilizando la fracción cuatro, tan es así que los mismos han construido una casa en dicha fracción, tal y como se acreditará con la inspección que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.

Por lo anterior, resulta contradictorio, incongruente e improcedente, que los actores después de haber dividido de común acuerdo junto con los demás copropietarios el predio fideicomitido, pretendan obtener una declaración judicial de algo que ya existe, situación que ha quedado debidamente acreditado con la confesión que realizan los actores a través de sus apoderados en el escrito inicial de demanda, en específico en el párrafo uno del hecho correlativo que se contesta.

Asimismo, resulta falso el hecho de que supuestamente no existe consenso en cuanto a los metros que le corresponde a cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios, ya que como se ha manifestado con anterioridad, y sin intención de ser repetitivo, los actores confiesan en el hecho cuatro de su demanda, que los actuales copropietarios (siendo los actores actuales copropietarios) subdividieron el predio fideicomitido en seis fracciones, lo que se traduce en que SI EXISTE CONSENSO en cuanto a la división y metros que a cada copropietario le corresponde con relación al porcentaje de los derechos fideicomisarios del que son titulares cada uno, tan es así, que actualmente cada fideicomisario tiene su respectiva fracción.

Aunado a lo anterior, cabe mencionar a su Señoría que el presente juicio resulta improcedente, en atención a que como se ha mencionado con antelación, los metros de los linderos y colindancias detallados tanto en la escritura pública número 9,904 exhibida por los actores como anexo dos de su demanda, y los detallados en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (documento exhibido por los actores), resultan ser EXACTAMENTE los mismos metros, por lo que resulta absurdo que el hecho de que exista un error involuntario en el total de los metros de la superficie, pretendan los actores alegar a su favor que les corresponden determinados metros mas de la fracción cuatro que actualmente tienen, ya que al ser los mismos metros, la subdivisión realizada entre todos los copropietarios y a conveniencia de los mismos, está realizada sobre los metros correctos de los linderos y colindancias.

QUINTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando a su Señoría que los metros cuadrados del predio fideicomitido, se tomaron de la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que mediante dicha escritura, se constituyó el Fideicomiso traslativo de dominio, respecto al predio denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), en la cual se estableció que dicho predio tenía una superficie de ocho mil veintisiete metros cuarenta y seis centímetros cuadrados (8,027.46m2), siendo de ésta escritura, de donde se han ido generando las cesiones de los derechos fideicomisarios respectivas a cada uno de los actuales copropietarios.

Sin embargo, cabe manifestar a su Usía, que dentro del antecedente I de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS en su escrito inicial de demanda, se hace mención a la escritura citada en el párrafo anterior.

En otro orden de ideas, es menester hacer notar a su Señoría, que la división del predio fideicomitido, tiene que hacerse tomando en consideración la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, en virtud de que por dicha escritura, se dio en fideicomiso el predio antes referido, en la cual como se ha manifestado, se estipuló que el terreno mencionado en párrafos atrás, tenía una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual se hizo la división de esa forma, sin que esto se traduzca en que se subdividió en una porción menor, ya que como se ha manifestado a lo largo del presente escrito, los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública número 9,904 y la certificación de linderos y colindancias emitida por la Dirección de Catastro, son exactamente los mismos, aunado a que los actores confiesan en su demanda, que  la división o subdivisión se llevó a cabo por los copropietarios de los derechos fideicomisarios, formando parte de éstos los accionantes.

En otro orden de ideas, cabe manifestar que estando en el supuesto sin conceder de que le causara perjuicio alguno a los actores el hecho de que la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, se mencione como superficie del predio fideicomitido la de 8,027.46 metros cuadrados, dicha situación no es imputable a la suscrita, así como a ninguno de los demás codemandados en el presente juicio, ya que los actores celebraron contrato de cesión de derechos fideicomisarios respecto al predio multicitado (predio fideicomitido), con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de “Fideicomisarios Cedentes”, y los actores en carácter de “Fideicomisarios Cesionarios”, habiendo manifestado su voluntad y consentimiento con el contenido de la escritura mencionada al principio del presente párrafo, recordando que la voluntad, es la ley suprema en materia de contratos, habiendo aceptado desde ése entonces, el hecho de que el predio fideicomitido tiene la superficie antes citada.

Ahora bien, si el hecho de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados del predio fideicomitido en la escritura pública antes citada, los demandantes debieron de haber demandado la nulidad parcial de la multicitada escritura, por un error de hecho, consistente en no hacer mención de forma correcta a los metros que en realidad tiene el predio materia del fideicomiso, acción que debieron de haber ejercitado en contra de los fideicomisarios cedentes, que les cedieron el porcentaje con el que actualmente cuentan los accionantes, pero en ningún momento el suscrito es responsable del error del instrumento público referido.

En efecto, la parte actora debió de haber demandado la nulidad fundada en un error de hecho, como lo es la incorrecta determinación de los metros cuadrados con los que cuenta el terreno fideicomitido, sin embargo la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado, el cual a la letra dice:

“Artículo 398.- La acción de nulidad fundada en error prescribe en el lapso de dos años, a no ser que el que incurrió en él lo conozca antes de que expire ese término, pues en este caso la acción prescribe a los noventa días contados desde aquél en que el error fue conocido.”

Sin embrago y a pesar del error que existe en la escritura pública multicitada, físicamente cada copropietario tiene los metros cuadrados que le corresponden de acuerdo al porcentaje adquirido por cada uno sobre la superficie total correcta (8,615.75 m2), ya que los linderos y colindancias son los mismos y el error de la superficie es simplemente un error al momento de sacar el total de metros del bien fideicomitido, pero en ningún momento afecta el total de metros del Inmueble materia del fideicomiso.

Por lo anterior, es por lo que todos y cada uno de los actuales copropietarios, realizamos la subdivisión del inmueble materia del fideicomiso sobre la cantidad de 8,027.46 metros cuadrados, ya que es la superficie señalada desde el instrumento notarial por el cual se constituyó el fideicomiso que ha dado origen a que los actuales copropietarios tengamos la calidad de fideicomisarios, habiendo manifestado los mismos su consentimiento, voluntad y aceptación con la superficie del terreno fideicomitido, en los contratos respectivos de cesión de derechos fideicomisarios por medio de los cuales, cada uno adquirió los derechos con los que actualmente cuentan, sin que esto se traduzca en que la división se realizó sobre una cantidad menor de metros cuadrados, ya que físicamente y sin la intención de ser repetitivo, el predio fideicomitido cuenta con 8,615.75, con independencia del error ya aludido, el cual simplemente es un error de números que no afecta en lo absoluto la copropiedad de cada fideicomisario.
Aunado a lo anterior, y con independencia de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el bien objeto del fideicomiso, dicho documento no es suficiente para nulificar o modificar el contenido de la escritura originaria, por medio de la cual se constituyó el fideicomiso, así como el de la escritura que adjunta mi contraria a su demanda como ANEXO DOS, ya que como se ha mencionado, la ley suprema en materia de contratos es la voluntad, y los accionantes quisieron obligarse y contratar en dichos términos, esto es como fideicomisarios Cesionarios en un 8% cada uno de los derechos respectivos, sobre la superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no así sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, con independencia de que para el caso de que les causara perjuicio alguno a mis contrarios, como se ha mencionado con antelación, debieron de haber ejercitado la acción correspondiente en contra de las personas que les cedieron los derecho del 16% que en conjunto tienen, de los derechos fideicomisarios, pero no a la suscrita y a los demás codemandados, ya que carecen de acción y derecho para hacerlo.


SEXTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:


Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente los actores han venido ocupando la fracción cuatro del predio fideicomitido, derivado de la subdivisión que de forma voluntaria y de común acuerdo se realizó entre todos y cada uno de los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del inmueble antes citado, dentro de los que se encontraban los demandantes, tal y como los actores lo CONFIESAN en el hecho cuatro de su escrito de demanda, sin embargo, resulta falso el hecho de que la construcción realizada por mis contrarios, sea de dominio y complacencia de los demás copropietarios entre los que se encuentra la suscrita.


Ahora bien, y en cuanto al segundo párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente falso, en virtud de que la fracción cuatro del predio fideicomitido que ocupan los coactores, no cuenta con una superficie menor al 16% que les corresponde, como de forma dolosa pretenden hacer creer a su Señoría los demandantes, ya que como se acredita de forma fehaciente con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de este Estado, los mismos contrataron y celebraron una cesión de derechos fideicomisarios con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de Fideicomisarios Cedentes, respecto del 8% de los derechos fideicomisarios sobre el predio fideicomitido, para cada uno de los actores, obteniendo en conjunto el 16% de los derechos en cita, porcentaje que fue sobre una superficie total de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la propia escritura en comento, y no sobre una superficie de 8,615.75 metros cuadrados como de forma dolosa pretende hacerlo mi contraria.


Por lo anterior, cabe manifestar a su Señoría que la parte actora manifestó su voluntad y consentimiento con el contenido y los términos de la escritura pública de mérito, con el simple hecho de haber firmado la misma, razón por la cual no puede alegar situación al respecto; sin embargo y estando en el supuesto sin conceder de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados de la superficie del predio fideicomitido en el instrumento notarial antes mencionado, también lo es que dicho error no es culpa de la suscrita ni de los demás codemandados, sino que en todo caso, la parte actora debió de haber demandado a los Fideicomisarios Cedentes con los que celebró la cesión respectiva, derivado de un error de hecho en cuanto al objeto indirecto del contrato, situación que omite realizar la actora.


En efecto, los actores debieron de haber demandado a los cedentes de los derechos, por existir un error en la cantidad de metros de superficie del predio fideicomitido, ya que el hecho de que exhiban en su escrito inicial de demanda como ANEXO TRES, certificado de medidas y colindancias, con oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto del 2007, dicho documento de ninguna manera puede  modificar y mucho menos dejar sin efectos el contenido de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, exhibida por mi contraria como ANEXO DOS, en la cual consta el acto jurídico por medio del cual, los actores adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios que actualmente poseen, recordando que en materia de contratos, la ley suprema lo es la voluntad de las partes, habiendo existido en la escritura ya mencionada, el consentimiento y voluntad de los actores, para adquirir el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual resulta FALSO que los actores tengan una superficie menor al porcentaje que adquirieron en el Instrumento ya mencionado.


Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta FALSO, ya que en ningún momento el suscrito en compañía de los demás copropietarios, hemos privado a los actores de la superficie que refieren, ya que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, los actores adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la multicitada escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, misma que fue exhibida en copia certificada por mi contraria en su demanda inicial, como ANEXO DOS. Por lo anterior es que resulta improcedente que pretendan los accionantes demandar que les corresponde un porcentaje sobre una superficie mayor a la que contrataron y estipularon en la escritura antes mencionada, y mas aún al demandar al suscrito y a los demás copropietarios, ya que éstos últimos no tienen relación contractual con los hoy actores.


Amén de lo anterior, es importante manifestar a su Señoría, que por lo que respecta a la supuesta privación de los copropietarios del predio fideicomitido, hacia el porcentaje de los actores, situación que es falsa como ya se ha mencionado en líneas anteriores, tan es así, que los actores de forma dolosa y sin consentimiento y consenso de los demás copropietarios, se encuentran invadiendo de forma ilegal una fracción de terreno que no les corresponde, habiéndose  hecho Justicia por su propia mano, ya que en principio, los actores normalmente habitan en la fracción que les corresponde del predio objeto de fideicomiso, y los demás copropietarios lo utilizamos dicho predio en las fracciones que a cada uno le corresponde, como un lugar para vacacionar y descansar, pero no es nuestro domicilio habitual, teniendo los actores, todas las facilidades para haber invadido una fracción que no es la suya, situación que se hará valer en la vía y ante la autoridad competente. Lo anterior, se acreditará con la inspección judicial que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.


Amén de lo anterior, y sin la intención de ser reiterativa, me permito recalcar a su Señoría que si bien es cierto que existe un error de número en el total de metros de la superficie del predio fideicomitido, también lo es que dicho error no afecta en lo absoluto la cantidad de metros cuadrados a los que cada copropietario fideicomisario tiene derecho de acuerdo al porcentaje que cada uno adquirió, ya que como se ha mencionado, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores.


SEPTIMO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, el mismo resulta parcialmente FALSO, en atención a que si existe consenso con respecto a los metros cuadrados que le corresponden a cada copropietario, y no como de forma dolosa y con la intención de confundir la buena fe de su Señoría los actores lo manifiestan, ya que como se desprende del propio escrito de demanda de mis contrarios, se desprende y acredita de forma idónea, a través de las confesiones que realizan, respecto a que los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del predio fideicomitido, de común acuerdo realizaron la subdivisión de dicho terreno conforme al porcentaje que a cada uno le corresponde, siendo dichos copropietarios los actores, razón por la cual resulta absurdo e improcedente, que ahora pretendan obtener una superficie de terreno mayor a la que se estableció en su contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra dentro de la escritura pública nueve mil novecientos cuatro, exhibida por la contraria en su demanda como ANEXO DOS.


Por lo anterior, es que resulta improcedente lo demandado por mis contrarios, ya que al existir un acuerdo de voluntades entre los copropietarios, dentro de los cuales se encuentran los actores, respecto a la subdivisión del predio fideicomitido, resulta absurdo que ahora pretendan alegar un error en la escritura pública ya mencionada, y mas aún cuando en la misma se manifestó y las partes que en ella intervinieron declararon que en el contrato que obra en el instrumento notarial antes referido, no existe dolo, ERROR, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo, tal y como se desprende de la cláusula QUINTA, que obra a foja 34 –treinta y cuatro- de dicha escritura, cláusula que en su parte conducente a la letra dice:


“QUINTA.- Las partes contratantes, declaran: que en este contrato no existe dolo, error, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo…”


De igual forma, de la cláusula sexta (foja 34 –treinta y cuatro-) de la escritura referida con anterioridad, se desprende que los contratantes revisaron escrupulosamente y realizaron el estudio respectivo de los títulos de propiedad correspondientes al inmueble fideicomitido, habiendo asumiendo el Fideicomitente y los fideicomisarios cedentes, la responsabilidad de cualquier reclamación o controversia que surja sobre el título del inmueble, razón por la cual y al ser los actores fideicomisarios cedentes en dicha escritura, los mismos manifestaron que no existía error.

CAPITULO DE DERECHO.

Por lo que respecta al capítulo de derecho invocado por mis contrarios, su Señoría es el competente para resolver sobre el mismo, debiendo de tomar en consideración todo lo manifestado en el cuerpo del presente libelo.

EXCEPCIONES Y DEFENSAS

1.- LA EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA VIA.- En virtud de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda no se desprende el nombre de una acción en específico, también lo es que de las prestaciones si es que se les puede llamar así, al igual que de los hechos narrados en la misma, se desprende que lo que pretenden los actores es un APEO y DESLINDE, el cual está contemplado en los artículos 874 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, precepto legal que a la letra dice:

“Artículo 874.- El apeo y deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separen un predio de otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos, ya que porque naturalmente se hayan confundido, ora que se haya destruido las señales que lo marcaban, bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo.”

De lo anterior se desprende, que la vía ordinaria civil elegida por los actores para tramitar el presente juicio, resulta IMPROCEDENTE, ya que lo que pretende mi contraria es un apeo y deslinde, con independencia de que el mismo no resulte fundado y procedente, en atención a que los mismos manifestaron su voluntad y consentimiento en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, escritura que exhibió la actora en su demanda inicial como ANEXO DOS, razón por la cual no es dable admitir a trámite el presente juicio ordinario civil, así como tampoco en vía de Jurisdicción Voluntaria (apeo y deslinde), ya que no acredita la necesidad de promover la misma, amén a que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 876 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en que se actúa. 

Por lo anterior, resulta conforme a derecho que su Señoría se sirva declarar procedente la presente excepción, y en su caso se dejen a salvo los derechos y se ordene la tramitación por la vía correcta, siendo ésta la de Jurisdicción Voluntaria y no así la vía ordinaria civil como de forma errónea lo hacen valer los actores, con independencia de que la jurisdicción de apeo y deslinde, no es procedente por no contener los requisitos establecidos por la legislación civil aplicable, aunado a que desde éste momento, el suscrito se OPONE a que se lleve a cabo las diligencias de apeo y deslinde sobre el predio fideicomitido, en virtud de que de la propia escritura pública con la que los actores acreditan la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre el predio de referencia, se acredita de forma fehaciente, que los mismos contrataron y adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual carece de acción y derecho para intentar adquirir noventa metros mas de forma contraria a derecho, no respetando el documento público que les da el carácter de fideicomisarios cesionarios, siendo dicho documento, el instrumento notarial antes mencionado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y Jurisprudencias:

No. Registro: 181,381

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Junio de 2004

Tesis: XXIX.2o.1 C

Página: 1410

APEO Y DESLINDE. SI EXISTE OPOSICIÓN DE ALGUNO DE LOS COLINDANTES PARA QUE SE LLEVEN A CABO ESTAS DILIGENCIAS, EL JUZGADOR DEBE ABSTENERSE DE HACER DECLARACIÓN RESPECTO A LA POSESIÓN, Y RESERVAR LOS DERECHOS DEL INTERESADO PARA QUE LOS HAGA VALER EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE HIDALGO).

En términos del artículo 922, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo, si existe oposición de alguno de los colindantes respecto de un punto determinado y las partes no logran ponerse de acuerdo para que se lleven a cabo las diligencias de apeo y deslinde, el juzgador debe abstenerse de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión y reservar los derechos del interesado para que los haga valer en el juicio correspondiente, pero no lo faculta para sustanciar el pleito conforme a los trámites establecidos para el juicio contencioso respectivo, ni aplicar las disposiciones generales respecto a la jurisdicción voluntaria, particularmente la prevista en el artículo 882 del código adjetivo civil que contiene una norma general, pues lo establecido en el citado numeral 922 es la regla específica respecto al procedimiento a seguir en las diligencias de apeo y deslinde, siendo ésta la norma aplicable ya que, en la especie, opera el principio de especialidad de la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 292/2003. Ernestina Herculana Aranda San Román. 9 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Silvestre Fidel Ávalos Ramírez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 24, tesis de rubro: "APEO Y DESLINDE, OPOSICIÓN A LAS DILIGENCIAS DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."

No. Registro: 173,759

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Diciembre de 2006

Tesis: VI.2o.C.522 C

Página: 1348

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE RADICACIÓN.

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los derechos del actor para que los deduzca en la forma adecuada, pero de ninguna manera está facultada para ordenar la reposición del procedimiento desde el auto de radicación, ya que en materia civil no puede constituirse un proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, cuando el propio actor pidió de manera expresa que se siguiera en una diversa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo.

No. Registro: 177,529

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Agosto de 2005

Tesis: 1a./J. 74/2005

Página: 107

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.

La existencia de diversas vías para lograr el acceso a la justicia responde a la intención del Constituyente de facultar al legislador para que establezca mecanismos que aseguren el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la cual se manifiesta como la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su situación jurídica será modificada sólo a través de procedimientos regulares, establecidos previamente en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente procedente, causa agravio al demandado y, por ende, constituye una violación a sus derechos sustantivos al contravenir la referida garantía constitucional que inspira a todo el sistema jurídico mexicano, ya que no se está administrando justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 180,419

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: VI.2o.C. J/245

Página: 1921

ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON CONCEPTOS DIVERSOS.

No debe confundirse la improcedencia de la acción con la falta de acreditación de sus elementos, pues la primera versa sobre su no procedibilidad por no haber sido idónea para deducir los derechos de la parte actora, o bien, por haberse tramitado en la vía incorrecta, casos en los que la autoridad de instancia se encuentra impedida para efectuar pronunciamiento alguno sobre la sustancia del negocio en la sentencia definitiva, en cambio, la justificación de la acción implica el reconocimiento de su procedencia por ser la idónea y por haberse tramitado por la vía adecuada, y de que se satisficieron los elementos de la misma, circunstancia que conlleva necesariamente una decisión sobre el fondo de la controversia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 50/2003. Juan Villaseñor Barragán y otra. 6 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 117/2004. Cementos Atoyac, S.A. de C.V., hoy Cemex México, S.A. de C.V. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 206/2004. María Remedios Islas Muñoz. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 288/2004. Pedro Pancracio Irineo González. 21 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 321/2004. Manuel Alejandro Delgado y Salazar. 30 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

No. Registro: 178,665

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 25/2005

Página: 576

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

2.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que los actores, carecen de acción y derecho de demandar de la suscrita, así como de los demás copropietarios, las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en  virtud de que la suscrita no fue la que le cedió los derechos fideicomisarios que actualmente tienen los actores, siendo los errores y las prestaciones que pretenden subsanar y obtener respectivamente, derivados de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, lo que se traduce en que no existe relación contractual con mis contrarios, y por ende carecen de acción y derecho de demandarme las prestaciones que reclaman en su demanda, cuando el derecho obtenido por los demandantes, es derivado del contrato que obra en la escritura antes citada, contrato que celebraron con unos terceros que actualmente no son parte en el presente juicio.

Amén de lo anterior, y estando en el supuesto sin conceder, de que los actores si tuvieran acción y derecho para demandar de la suscrita las prestaciones que los actores mencionan en su escrito inicial de demanda, también lo es que dichas prestaciones resultarían infundadas e improcedentes, al igual que la acción que intentan, ya que en primer lugar, se trata de un documento público que hace prueba plena y que consiste en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores (en carácter de Fideicomisarios Cesionarios) con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos, en carácter de Fideicomisarios Cedentes, en el cual los actores manifestaron su consentimiento y voluntad, siendo ésta última la ley suprema en materia de contratos, amén de que como se desprende del artículo 149 y 150 del Código Civil del Estado de Quintana Roo, las partes deben de cumplir lo expresamente pactado, mejor conocido como el principio “Pacta Sunt Servanda”, ya que los contratantes se obligan en los términos que aparece que quisieron obligarse y deben de responder en el mismo sentido, aunado a que la validez y el cumplimiento de un negocio jurídico, no puede dejarse al arbitrio de una de las partes si son bilaterales como resulta en el caso en concreto.

En efecto, los actores deben de estarse a lo expresamente estipulado en su contrato antes referido, consistente en que los accionantes adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios del predio materia de fideicomiso mencionado a lo largo del presente escrito, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no sobre la superficie que pretenden los actores que su Señoría les reconozca, amén de que carecen de título que justifique el derecho que pretenden ejercitar, para demandar sobre una superficie mayor a la que se estipula en la escritura pública ya referida, aunado a que por lo que respecta a la medida total de la superficie del predio fideicomitido y del cual adquirieron los actores el porcentaje de los derechos antes citados, resulta ser muy claro el contenido, motivo por el cual se debe de interpretar literalmente el contenido del mismo, tal y como lo dispone el artículo 164 del Código Sustantivo, el cual a la letra dice:

“Artículo 164.- Si los términos de un negocio jurídico son claros y no dejan duda sobre la intención de quienes lo celebran, se estará al sentido literal de sus cláusulas.”

De lo anterior se desprende, que los demandantes carecen de acción y derecho de demandar las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en virtud de que los mismos adquirieron el porcentaje de derechos que les corresponden, sobre una superficie determinada y específica, la cual como se ha mencionado, es de 8,027.46 metros cuadrados, aunado a que si existe el error que precisan los actores en cuanto a los metros de la superficie, en todo caso debieron de haber demandado a las personas que les cedieron los derechos fideicomisarios, esto es a los Fideicomisarios Cedentes los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, mas no así a la suscrita como a los demás copropietarios.

Lo anterior es así, en virtud de que como se ha mencionado, los actores no justifican que tengan derecho para demandar las prestaciones que precisan en su demanda, así como tampoco para llevar a cabo un apeo y deslinde en el predio fideicomitido, ya que el contrato por medio del cual adquieren la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios, habla sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados mas no de una superficie de 8,615.75 metros cuadrados. Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que los actores tuvieran acción y derecho para solicitar se decrete judicialmente cuantos metros les corresponden sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, en primer lugar deben de realizar los trámites necesarios para corregir su contrato de cesión de derechos fideicomisarios que obra en la escritura pública antes mencionada, la cual fue exhibido como ANEXO DOS en el escrito inicial de demanda, y una vez corregida dicha escritura en cuanto a los metros de la superficie del terreno fideicomitido, podría hablarse de una demanda en contra de la suscrita y los demás codemandados, o en su caso de un apeo y deslinde, aclarando que en el caso en concreto no es dable, en atención a que no justifican derecho alguno para adquirir una superficie mayor, con el pretexto de que la cantidad de metros del predio fideicomitido no es correcta, aunado a que la certificación de medidas y colindancias realizado por la Dirección de Catastro de Cozumel Quintana Roo, si bien es cierto es un documento público, también lo es que dicho documento no da derecho alguno a los actores para demandar las prestaciones solicitadas en su demanda, ya que como su Señoría sabe, un trámite administrativo como lo es la certificación antes citada, no puede pasar por encima de un contrato y mucho menos modificarlo, mas aún cuando el contrato es bilateral y no acude a la rectificación administrativa, así como tampoco al juicio, los Fideicomisarios cedentes, que cedieron a los actores el porcentaje con el que actualmente cuentan.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.
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CONTRATOS. INTERPRETACIÓN. LA CONDUCTA QUE OBSERVAN LAS PARTES FRENTE A LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS ES ELEMENTO FUNDAMENTAL.

La conducta observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este "comportamiento interpretativo" arroja luz sobre la verdadera intención de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: "Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.". Este precepto confirma la superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa fuente de interpretación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 5224/2001. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Leticia Araceli López Espíndola.

Amparo directo 10244/2002. Miguel González Larriba. 20 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz.

Amparo directo 4044/2003. Banco Nacional de México, S.A. 30 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 15584/2003. Sergio Linares Van Hasselt. 19 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 16284/2003. Linda Yasmín Rich Rodríguez. 2 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.


De la anterior Jurisprudencia se acredita, que de forma dolosa los actores pretenden obtener un porcentaje mayor al que contrataron, mas aún si tomamos en cuenta, que la conducta adoptada por mis contrarios, durante y después del contrato, consistente en utilizar la fracción cuatro del predio fideicomitido, la cual se encuentra subdividida, tomando en consideración la superficie de metros cuadrados que se refiere en la escritura pública ya mencionada.


Amén de lo anterior, y como se ha manifestado a lo largo de la presente contestación de demanda, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores, de lo que se acredita que si bien es cierto existe una diferencia de metros en el total de la superficie detallada en los documentos antes mencionados, también lo es que dicha cuestión es un error de dedo o numérico, ya que los linderos y colindancias son exactamente iguales.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION PASIVA.- Consistente en que la suscrita, así como los demás codemandados, carecemos de legitimación pasiva, en virtud de que tanto la suscrita como los demás copropietarios, no cedimos ni tenemos relación contractual alguna con los actores, respecto al predio fideicomitido, aclarando que si el hecho de que los accionantes hayan contratado sobre una superficie supuestamente menor, y dicha situación les causa perjuicio, debieron de haber demandado a las personas con las que contrataron, refiriéndome a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, quienes cedieron a los actores, el porcentaje de los derechos fideicomisarios de los que actualmente son titulares.

En efecto, la actora erróneamente demanda a la suscrita y a los demás codemandados, ya que como se ha manifestado no existe relación contractual alguna, respecto a los derechos fideicomisarios de los cuales los demandantes son titulares, aclarando que el error que precisan los actores en su demanda, no pueden ser subsanables por los codemandados en el presente juicio, ya que los mismos no cedieron derecho alguno a los actores, razón por la cual resulta IMPROCEDENTE el presente juicio, ya sea en la vía ordinaria civil, así como para el caso de que su Señoría determine que la acción que intentan los accionantes es un apeo y deslinde, la cual se tramita vía jurisdicción voluntaria, misma que de igual forma resulta improcedente.

Asimismo, y a título de aclaración, es menester mencionar a su Usía, que por lo que respecta a la acción de nulidad por error que los actores debieron de haber demandado a los antiguos fideicomisarios cedentes, la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado de Quintana Roo.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

4.- EXCEPCION DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.- Consistente en que los actores omiten demandar o llamar a juicio a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, los cuales intervinieron en el negocio jurídico por medio del cual los demandantes adquieren el porcentaje de derechos fideicomisarios que actualmente tienen, a los cuales sin duda alguna les para perjuicio la sentencia que se pudiere dictar en el presente juicio, ya que los mismos  cedieron un porcentaje de sus derechos fideicomisarios respecto de una superficie determinada, pretendiendo los actores modificar dicha superficie.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir los siguientes criterios jurisprudenciales:
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LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002).

El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."
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LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL Y NO UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN.

Si se atiende a que las condiciones de la acción son "los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado" (Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, vigésimo sexta edición, Editorial Porrúa, 2001, página 173); y los presupuestos procesales "son los requisitos o condiciones que deben cumplirse para la iniciación o el desarrollo válido de un proceso, o en su caso, para que pueda pronunciarse sentencia de fondo" (Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, décimo cuarta edición, página 2524); se concluye que mientras los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni seguirse válidamente un juicio, las condiciones de la acción son los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado, es decir, si faltan las condiciones de la acción, no hay inconveniente en que el Juez falle el juicio, lo que no sucede cuando no se satisface algún presupuesto procesal, como el litisconsorcio pasivo necesario, que se traduce en la falta de emplazamiento a juicio, de personas a las cuales la sentencia les perjudicará.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 553/2004. Rosalinda Mercado Díaz de Garza y coags. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretario: Fernando Ureña Moreno.
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LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).

El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

5.- EXCEPCION DE OBSCURIDAD E IRREGULARIDAD DE LA DEMANDA.- Consistente en que resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda incoada en mi contra, en virtud de que por un lado, los actores reconocen y confiesan por un lado, que los mismos celebraron el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, por medio del cual adquirieron cada uno de los actores el 8% (16% en conjunto) de dichos derechos, respecto al predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab); contrato que celebraron con los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, contrato que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, y por otro lado de forma contradictoria, pretenden los demandantes obtener una porción mayor de terreno, al que se estableció en el contrato antes referido, con el cual manifestaron su consentimiento y voluntad con el contenido del multicitado negocio jurídico, amén de que omiten justificar el derecho que supuestamente tienen para reclamar una porción mayor de terreno, a la que actualmente tienen.

En tal orden de ideas, también resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda de los actores, en atención a que como se desprende del hecho cuarto de la demanda, los mismos confiesan que el predio fideicomitido fue subdividido de común acuerdo y a conveniencia de los actuales copropietarios, entre los que se encuentran los actores, situación que resulta cierta, resultando absurdo que por otro lado, manifiesten en el hecho séptimo de la demanda, que no existe consenso respecto a la cantidad de metros cuadrados que le corresponde a cada uno de los copropietarios tomando en consideración el porcentaje del que tienen la titularidad, lo que denota la mala fe y el dolo con el que se conducen los demandantes, ya que al haber existido acuerdo de voluntades entre los copropietarios incluyendo a los actores, para subdividir el predio fideicomitido, ahora no pueden alegar que no existe consenso sobre el particular, y mas aún cuando llevan ocupando por un periodo de tiempo bastante amplio, la fracción cuatro que como se ha manifestado de común acuerdo les corresponde.


De igual forma resulta contradictorio el escrito inicial de demanda, en virtud de que como se ha manifestado con antelación, los actores pretenden acreditar el supuesto derecho que tienen a una superficie mayor de la que actualmente detentan en la fracción del predio fideicomitido que les corresponde, con la Certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catstro del Municipio de Cozumel, aclarando que dicha certificación coincide exactamente con los metros de los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública exhibida por mis contrarios como ANEXO DOS, razón por la cual no existe error alguno en cuanto a los metros cuadrados que le corresponden a cada uno de los copropietarios del bien materia del fideicomiso.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

6.- LA DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 149, 150 y 164 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO.- Consistente en que los actores se obligaron y contrataron en términos de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, encontrándose obligados a cumplir con lo contratado en dicha escritura, razón por la cual no es dable que ahora pretendan modificar el contenido de la misma, por lo que respecta a los metros cuadrados de superficie del predio fideicomitido, estando obligados los contrarios a cumplir con lo pactado dentro del contrato de referencia.

Asimismo, los actores conocían el contenido del contrato que obra dentro de la escritura en cita, aclarando que como se desprende de la misma, las cláusulas y en si todo el contenido es muy claro, razón por la cual se debe de interpretar literalmente el contenido del ya referido contrato, aunado de que para el caso de que existiera un error en el mismo, no es procedente se aclare o convalide en el presente juicio por no ser la vía correspondiente, así como por no tener los codemandados legitimación pasiva en el presente juicio.

De igual forma, el contrato ya mencionado no puede quedar al arbitrio de uno de los contratantes como pretenden hacerlo los actores, ya que los fideicomisarios cedentes, no fueron demandados por los supuestos errores que alegan los accionantes en el contrato aludido, debiendo por tal razón, demandar los actores a dichos cedentes y no así a la suscrita, ya que la suscrita no tiene relación contractual alguna con los mismos.

7.- EXCEPCION DE SINE ACTIONE AGIS.- opongo la presente defensa que en sí no tiene el carácter de excepción, pero tiene el efecto de arrojar a la parte contraria la carga de la prueba para acreditar los hechos constitutivos de sus pretensiones, debiendo de acreditar en primer término, que los actores contrataron sobre la superficie que reclaman, esto es la de 8,615.75 metros cuadrados, y en consecuencia acreditar el derecho que supuestamente tienen para reclamar las prestaciones que demandan, con independencia de que la presente vía sea improcedente.

 La presente excepción deberá de declararse procedente, en virtud de que la parte actora es la que está afirmando que tiene derecho a mas metros de superficie, y por ende los mismos son los que deben de probar tal situación.
8.- EXCEPCION NON MUTATI LIBELI.- opongo la presente excepción a efecto de que mi contraria no modifique o altere el escrito de su demanda en los términos precisados. 

9.- EXCEPCION INOMINADA.- que se hace valer de conformidad con todo lo expuesto a lo largo de la presente contestación de demanda, mismas que deberán ser valoradas en beneficio de los intereses de los suscritos. 


Por todo lo anterior, es procedente que su Señoría se sirva declarar fundadas y procedentes, todas y cada una de las excepciones y defensas vertidas en el cuerpo del presente ocurso.

OBJECION DE DOCUMENTOS

En este acto, vengo a objetar en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle los actores, al oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro de Cozumel, signado por la Arquitecta Patricia Cardeña Martínez, así como la cédula catastral número 0000029697 de fecha 26 de febrero de 2007, signada por la persona antes citada, objeción que se realiza por las siguientes consideraciones:

Cabe manifestar a su Señoría, que los actores con los documentos mencionados en el párrafo anterior, pretenden hacerle creer que tienen derecho de demandar las prestaciones que reclaman en su escrito inicial de demanda, tratando de confundir la buena fe de su Usía, al hacerle creer que por exhibir dichos documentos, se va a poder modificar y pasar por alto el contenido del contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores, el cual obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

En efecto, los actores pretenden fundar un derecho inexistente, como lo es el hecho de demandar a efecto de que se declare judicialmente que el porcentaje del 16% que en conjunto adquirieron, debe de ser determinada sobre una superficie mayor a la que se estipuló y pactó en el contrato de cesión ya referido, respecto al predio objeto del fideicomiso.

Lo anterior es así, en virtud de que con independencia de que los documentos que en este acto se objetan sean documentos públicos, los mismos no pueden modificar el contenido de un contrato bilateral que obra en escritura pública, ya que el mismo fue celebrado conforme a derecho y el contenido del mismo es la voluntad de los contratantes, razón por la cual su Señoría no deberá de otorgar valor probatorio alguno a los documentos antes citados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los términos precisados en el cuerpo del presente libelo.

SEGUNDO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que menciono, para los fines precisados.

TERCERO.- Tener por opuestas las excepciones y defensas que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo declarar procedentes las mismas.

CUARTO.- Tener por objetados en cuanto al alcance y valor probatorio, los documentos precisados en el capítulo respectivo, por los razonamientos vertidos en el presente escrito.

QUINTO.- Con las copias simples de traslado que se exhiben, se sirva correr traslado a los actores, a efecto de que en el término de ley, manifiesten lo que a su derecho corresponda.

SEXTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, en la cual se absuelva a la suscrita, de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

MARSHA WILL TATE 
Cozumel, Quintana Roo, a seis de agosto de dos mil ocho.

GABRIEL EDGARDO ORLANDO Y

SILVINA MARIANA ORLANDO.

VS

JOCELYN DEWOLF TORRES,

MARK A. TORRES,

TAMARA WARNER MINTON,

RANDALL W. MINTON,

LAUREL KADING TORRES,

MARSHA WILL TATE.

JUICIO ORDINARIO CIVIL

EXPEDIENTE: 158/2008-C

C. JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE COZUMEL, QUINTANA ROO.


LAUREL LOUISE KADING TORRES, por mi propio derecho, aclarando desde éste momento que la suscrita es de nacionalidad Norte Americana, no contando con FM3, ya que la promovente acude a esta Isla de Cozumel en carácter de Turista (Extranjera), tan es así que la titularidad del bien fideicomitido sobre el que versa el presente juicio, lo adquirí mediante fideicomiso por ser extranjera, acreditando desde éste momento mi calidad migratoria en México con copia certificada de mi pasaporte, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, las Listas y los Estrados de este H. Juzgado, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935 respectivamente, autorizando de igual forma a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADOS CORRALES, JULIO DE LA VEGA LUNA, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 265 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, ADD CAUTELAM vengo a dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

I.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

II.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

III.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

CONTESTACION AL CAPÍTULO DE HECHOS

PRIMERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto.

SEGUNDO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente forma:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto.

El párrafo segundo del correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, ya que si bien es cierto que se repite en dos puntos cardinales la misma colindancia con la carretera Costera Sur, también lo es que dicha situación no es trascendental como lo manifiestan los actores, ya que existe plena identificación del predio fideicomitido.

De igual forma, y por lo que respecta a lo manifestado por los coactores en el párrafo segundo del correlativo que se contesta, referente a un error en cuanto a la superficie del terreno fideicomitido, me permito hacer notar a su Señoría, que el error a que hace referencia la contraria, no es cuestión que se deba demandar al suscrito así como a los demás copropietarios de los derechos fideicomisarios, en virtud de que los actores al celebrar el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, con unos terceros que no son parte en el presente juicio, manifestaron su conformidad, consentimiento y su voluntad con el contenido de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, amén de que en dicha escritura, manifestaron los actores que no existía error en el contenido de la misma.

Es importante mencionar a su Señoría, que tal y como se desprende del oficio número DCM/JP-0000000451/07 de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, por medio del cual se realiza una certificación de los linderos y colindancias del bien fideicomitido, documento que fue exhibido por los coactores en su escrito inicial de demanda como anexo tres, se observa que si bien es cierto se corrigió los metros totales de la superficie, también lo es que las medidas y colindancias de dicho certificado, son las mismas que se detallan en la escritura número 9,904, en específico en el antecedente marcado con el número I de la escritura antes citada, misma que fue exhibida por mi contraria como anexo dos en su demanda inicial;  esto es que tanto en el documento expedido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel antes mencionado, como en la escritura de referencia, son los mismos metros por cada colindancia. Para una mejor comprensión, me permito insertar una tabla comparativa de los linderos y colindancias ya mencionados:

	Escritura Pública número 9,904 de fecha 25 de Junio de 2004, pasada ante la fe del Notario Público número 9 de Cozumel.
	Certificación de Medidas y Colindancias de la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel.

Oficio DCM/JP-0000000451/07

	Al Norte en 81 metros
	Al Norte en 81 metros

	Al Sur en 76.30 metros
	Al Sur en 76.30 metros

	Al Este en 110 metros
	Al Este en 110 metros

	Al Oeste en 110 metros
	Al Oeste en 110 metros

	Superficie total  8,027.46 metros cuadrados
	Superficie total 8,615.75 metros cuadrados.


De lo anterior se desprende y se acredita de forma fehaciente, que si bien es cierto que existe un error en los metros de la superficie total detallada en la escritura antes mencionada, también lo es que se trata de errores de dedo, que de ninguna manera afecta la fracción de terreno que cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios detenta, en virtud de que son los mismos metros en las colindancias con independencia de que el total de la superficie total no sea la misma en los documentos antes comparados, ya que dicha situación se debe a un simple error al sacar el total de la superficie, pero en ningún momento los actores tienen una superficie menor de terreno a la que les corresponde, con lo que su Usía se percata del dolo y mala fe con la que se conducen los accionantes en el presente juicio, ya que el error de la superficie no afecta en lo absoluto los metros de cada copropietario. 

Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo manifestado por los actores les causara perjuicio, también lo es que debieron de haber demandado a los fideicomisarios cedentes con los que celebró el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, ya que en todo caso si existió un error en dicha escritura, el mismo es un error de hecho atribuible a los cedentes con los que contrataron los accionantes, sin embargo, cabe resaltar a su Señoría que la acción de nulidad fundada en error, se encuentra prescrita según lo dispone la legislación civil aplicable al estado.

Por lo que respecta al tercer párrafo de correlativo que en este acto se contesta, es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Usía, que el hecho de que una autoridad administrativa como lo es la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el predio fideicomitido, dicha situación no quiere decir que modifique y mucho menos anule el contenido de una escritura pública que contiene el contrato de cesión de derechos fideicomisarios del predio objeto de fideicomiso, escritura que ya ha sido mencionada en párrafos anteriores y que obra en autos del presente juicio, al haber sido exhibida como ANEXO DOS por los actores en su escrito inicial de demanda, en atención a que en dicho contrato se encuentra el consentimiento y la voluntad de los contratantes, siendo la ley suprema en los contratos, la voluntad de las partes, amén de que como se ha mencionado con anterioridad, sigue siendo los mismos metros en los linderos y colindancias, mencionados tanto en la escritura en cita, como en la certificación emitida por catastro.
Sin embargo cabe manifestar a su Señoría, que el hecho de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de linderos y colindancias, no quiere decir que dicho trámite que resulta meramente administrativo, sea suficiente para modificar o dejar sin efectos lo estipulado y convenido en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, referente a la medida del terreno denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

TERCERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando que el número de la clave catastral del inmueble ya mencionado, es 4011800228, y no como de forma errónea lo manifiesta la actora.

CUARTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto, debiendo su Señoría de tomar en consideración la CONFESIÓN que realiza la parte actora, consistente en que el predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, fue subdividido a CONVENIENCIA DE LOS ACTUALES COPROPIETARIOS DE LOS DERECHOS FIDEICOMISARIOS, aclarando que los ACTORES en el presente juicio, son copropietarios de los derechos antes mencionados, confesión que hace prueba plena, sin necesidad de ratificación de la misma, tal y como lo dispone el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles de Quintana Roo, el cual a la letra dice:

“Artículo 399.- La confesión hecha en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto de juicio, hará prueba plena sin necesidad de ratificación ni ser ofrecida como prueba.”

Con lo anterior se acredita de forma fehaciente e idónea, que los actores en el presente juicio, intervinieron y manifestaron su voluntad y consentimiento de manera tácita y verbal, con la subdivisión que se realizó entre los fideicomisarios (copropietarios) del terreno fideicomitido, ya que como se ha mencionado en párrafos anteriores, en el escrito inicial de demanda, en específico en el primer párrafo del hecho “CUARTO”, CONFIESAN haber intervenido en la subdivisión, amén de confesar que dicha división se realizó a CONVENIENCIA de los copropietarios del predio ya referido; razón por la cual resulta incongruente y contradictorio que los hoy actores, ahora pretendan de forma dolosa y contraria a derecho, anular de cierta forma el acuerdo de voluntades tomada entre los copropietarios del Inmueble en cita, copropietarios dentro de los cuales se encuentran mis contrarios, tal y como se acredita con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, la cual fue exhibida por los demandantes en su escrito de demanda como ANEXO DOS, los mismos adquieren el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios del Inmueble mencionado en párrafos anteriores, esto es el 8% de dichos derechos para cada uno de los coactores.

Amén de lo anterior, cabe manifestar que efectivamente los actores les corresponde la Fracción cuatro del predio fideicomitido, fracción que han venido ocupando derivado del porcentaje de los derechos fideicomisarios que adquirieron mediante la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro ya antes citada, aclarando que el predio en comento, se encuentra dividido en seis fracciones, decisión que se tomó de común acuerdo por todos y cada uno de los copropietarios o titulares de los derechos fideicomisarios sobre dicho predio, por ser la forma mas conveniente de división, en virtud de que a las seis fracciones del terreno de referencia, tienen los metros proporcionales de frente, con relación al porcentaje que a cada uno de los copropietarios les corresponde, refiriéndose el suscrito al decir “metros de frente”, a la colindancia OESTE del multicitado predio, la cual colinda con la carretera costera sur.

Ahora bien, y por lo que respecta al segundo párrafo del correlativo que en este apartado se contesta, por una parte ni se afirma ni se niega por no ser un hecho propio lo referente a que supuestamente la Institución Fiduciaria no dejó claro a los actores, cuantos metros cuadrados le correspondería a cada copropietario de los derechos fideicomisarios del bien fideicomitido, de acuerdo al porcentaje que cada copropietario había adquirido, manifestando que resulta FALSO lo referente a que según la actora, existe la necesidad de que la autoridad judicial determine cuantos metros cuadrados corresponde a cada copropietario, en virtud de que como se ha mencionado y como lo han CONFESADO los actores en su demanda, los copropietario incluyendo a mis contrarios, realizamos de común acuerdo y en conveniencia de todos los copropietarios de los derechos fideicomisarios, la división del predio fideicomitido, la cual consistió en dividir dicho bien en seis fracciones, aclarando que los actores se encuentran utilizando la fracción cuatro, tan es así que los mismos han construido una casa en dicha fracción, tal y como se acreditará con la inspección que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.

Por lo anterior, resulta contradictorio, incongruente e improcedente, que los actores después de haber dividido de común acuerdo junto con los demás copropietarios el predio fideicomitido, pretendan obtener una declaración judicial de algo que ya existe, situación que ha quedado debidamente acreditado con la confesión que realizan los actores a través de sus apoderados en el escrito inicial de demanda, en específico en el párrafo uno del hecho correlativo que se contesta.

Asimismo, resulta falso el hecho de que supuestamente no existe consenso en cuanto a los metros que le corresponde a cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios, ya que como se ha manifestado con anterioridad, y sin intención de ser repetitivo, los actores confiesan en el hecho cuatro de su demanda, que los actuales copropietarios (siendo los actores actuales copropietarios) subdividieron el predio fideicomitido en seis fracciones, lo que se traduce en que SI EXISTE CONSENSO en cuanto a la división y metros que a cada copropietario le corresponde con relación al porcentaje de los derechos fideicomisarios del que son titulares cada uno, tan es así, que actualmente cada fideicomisario tiene su respectiva fracción.

Aunado a lo anterior, cabe mencionar a su Señoría que el presente juicio resulta improcedente, en atención a que como se ha mencionado con antelación, los metros de los linderos y colindancias detallados tanto en la escritura pública número 9,904 exhibida por los actores como anexo dos de su demanda, y los detallados en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (documento exhibido por los actores), resultan ser EXACTAMENTE los mismos metros, por lo que resulta absurdo que el hecho de que exista un error involuntario en el total de los metros de la superficie, pretendan los actores alegar a su favor que les corresponden determinados metros mas de la fracción cuatro que actualmente tienen, ya que al ser los mismos metros, la subdivisión realizada entre todos los copropietarios y a conveniencia de los mismos, está realizada sobre los metros correctos de los linderos y colindancias.

QUINTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando a su Señoría que los metros cuadrados del predio fideicomitido, se tomaron de la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que mediante dicha escritura, se constituyó el Fideicomiso traslativo de dominio, respecto al predio denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), en la cual se estableció que dicho predio tenía una superficie de ocho mil veintisiete metros cuarenta y seis centímetros cuadrados (8,027.46m2), siendo de ésta escritura, de donde se han ido generando las cesiones de los derechos fideicomisarios respectivas a cada uno de los actuales copropietarios.

Sin embargo, cabe manifestar a su Usía, que dentro del antecedente I de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS en su escrito inicial de demanda, se hace mención a la escritura citada en el párrafo anterior.

En otro orden de ideas, es menester hacer notar a su Señoría, que la división del predio fideicomitido, tiene que hacerse tomando en consideración la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, en virtud de que por dicha escritura, se dio en fideicomiso el predio antes referido, en la cual como se ha manifestado, se estipuló que el terreno mencionado en párrafos atrás, tenía una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual se hizo la división de esa forma, sin que esto se traduzca en que se subdividió en una porción menor, ya que como se ha manifestado a lo largo del presente escrito, los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública número 9,904 y la certificación de linderos y colindancias emitida por la Dirección de Catastro, son exactamente los mismos, aunado a que los actores confiesan en su demanda, que  la división o subdivisión se llevó a cabo por los copropietarios de los derechos fideicomisarios, formando parte de éstos los accionantes.

En otro orden de ideas, cabe manifestar que estando en el supuesto sin conceder de que le causara perjuicio alguno a los actores el hecho de que la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, se mencione como superficie del predio fideicomitido la de 8,027.46 metros cuadrados, dicha situación no es imputable a la suscrita, así como a ninguno de los demás codemandados en el presente juicio, ya que los actores celebraron contrato de cesión de derechos fideicomisarios respecto al predio multicitado (predio fideicomitido), con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de “Fideicomisarios Cedentes”, y los actores en carácter de “Fideicomisarios Cesionarios”, habiendo manifestado su voluntad y consentimiento con el contenido de la escritura mencionada al principio del presente párrafo, recordando que la voluntad, es la ley suprema en materia de contratos, habiendo aceptado desde ése entonces, el hecho de que el predio fideicomitido tiene la superficie antes citada.

Ahora bien, si el hecho de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados del predio fideicomitido en la escritura pública antes citada, los demandantes debieron de haber demandado la nulidad parcial de la multicitada escritura, por un error de hecho, consistente en no hacer mención de forma correcta a los metros que en realidad tiene el predio materia del fideicomiso, acción que debieron de haber ejercitado en contra de los fideicomisarios cedentes, que les cedieron el porcentaje con el que actualmente cuentan los accionantes, pero en ningún momento el suscrito es responsable del error del instrumento público referido.

En efecto, la parte actora debió de haber demandado la nulidad fundada en un error de hecho, como lo es la incorrecta determinación de los metros cuadrados con los que cuenta el terreno fideicomitido, sin embargo la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado, el cual a la letra dice:

“Artículo 398.- La acción de nulidad fundada en error prescribe en el lapso de dos años, a no ser que el que incurrió en él lo conozca antes de que expire ese término, pues en este caso la acción prescribe a los noventa días contados desde aquél en que el error fue conocido.”

Sin embrago y a pesar del error que existe en la escritura pública multicitada, físicamente cada copropietario tiene los metros cuadrados que le corresponden de acuerdo al porcentaje adquirido por cada uno sobre la superficie total correcta (8,615.75 m2), ya que los linderos y colindancias son los mismos y el error de la superficie es simplemente un error al momento de sacar el total de metros del bien fideicomitido, pero en ningún momento afecta el total de metros del Inmueble materia del fideicomiso.

Por lo anterior, es por lo que todos y cada uno de los actuales copropietarios, realizamos la subdivisión del inmueble materia del fideicomiso sobre la cantidad de 8,027.46 metros cuadrados, ya que es la superficie señalada desde el instrumento notarial por el cual se constituyó el fideicomiso que ha dado origen a que los actuales copropietarios tengamos la calidad de fideicomisarios, habiendo manifestado los mismos su consentimiento, voluntad y aceptación con la superficie del terreno fideicomitido, en los contratos respectivos de cesión de derechos fideicomisarios por medio de los cuales, cada uno adquirió los derechos con los que actualmente cuentan, sin que esto se traduzca en que la división se realizó sobre una cantidad menor de metros cuadrados, ya que físicamente y sin la intención de ser repetitivo, el predio fideicomitido cuenta con 8,615.75, con independencia del error ya aludido, el cual simplemente es un error de números que no afecta en lo absoluto la copropiedad de cada fideicomisario.
Aunado a lo anterior, y con independencia de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el bien objeto del fideicomiso, dicho documento no es suficiente para nulificar o modificar el contenido de la escritura originaria, por medio de la cual se constituyó el fideicomiso, así como el de la escritura que adjunta mi contraria a su demanda como ANEXO DOS, ya que como se ha mencionado, la ley suprema en materia de contratos es la voluntad, y los accionantes quisieron obligarse y contratar en dichos términos, esto es como fideicomisarios Cesionarios en un 8% cada uno de los derechos respectivos, sobre la superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no así sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, con independencia de que para el caso de que les causara perjuicio alguno a mis contrarios, como se ha mencionado con antelación, debieron de haber ejercitado la acción correspondiente en contra de las personas que les cedieron los derecho del 16% que en conjunto tienen, de los derechos fideicomisarios, pero no a la suscrita y a los demás codemandados, ya que carecen de acción y derecho para hacerlo.


SEXTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:


Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente los actores han venido ocupando la fracción cuatro del predio fideicomitido, derivado de la subdivisión que de forma voluntaria y de común acuerdo se realizó entre todos y cada uno de los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del inmueble antes citado, dentro de los que se encontraban los demandantes, tal y como los actores lo CONFIESAN en el hecho cuatro de su escrito de demanda, sin embargo, resulta falso el hecho de que la construcción realizada por mis contrarios, sea de dominio y complacencia de los demás copropietarios entre los que se encuentra la suscrita.


Ahora bien, y en cuanto al segundo párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente falso, en virtud de que la fracción cuatro del predio fideicomitido que ocupan los coactores, no cuenta con una superficie menor al 16% que les corresponde, como de forma dolosa pretenden hacer creer a su Señoría los demandantes, ya que como se acredita de forma fehaciente con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de este Estado, los mismos contrataron y celebraron una cesión de derechos fideicomisarios con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de Fideicomisarios Cedentes, respecto del 8% de los derechos fideicomisarios sobre el predio fideicomitido, para cada uno de los actores, obteniendo en conjunto el 16% de los derechos en cita, porcentaje que fue sobre una superficie total de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la propia escritura en comento, y no sobre una superficie de 8,615.75 metros cuadrados como de forma dolosa pretende hacerlo mi contraria.


Por lo anterior, cabe manifestar a su Señoría que la parte actora manifestó su voluntad y consentimiento con el contenido y los términos de la escritura pública de mérito, con el simple hecho de haber firmado la misma, razón por la cual no puede alegar situación al respecto; sin embargo y estando en el supuesto sin conceder de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados de la superficie del predio fideicomitido en el instrumento notarial antes mencionado, también lo es que dicho error no es culpa de la suscrita ni de los demás codemandados, sino que en todo caso, la parte actora debió de haber demandado a los Fideicomisarios Cedentes con los que celebró la cesión respectiva, derivado de un error de hecho en cuanto al objeto indirecto del contrato, situación que omite realizar la actora.


En efecto, los actores debieron de haber demandado a los cedentes de los derechos, por existir un error en la cantidad de metros de superficie del predio fideicomitido, ya que el hecho de que exhiban en su escrito inicial de demanda como ANEXO TRES, certificado de medidas y colindancias, con oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto del 2007, dicho documento de ninguna manera puede  modificar y mucho menos dejar sin efectos el contenido de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, exhibida por mi contraria como ANEXO DOS, en la cual consta el acto jurídico por medio del cual, los actores adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios que actualmente poseen, recordando que en materia de contratos, la ley suprema lo es la voluntad de las partes, habiendo existido en la escritura ya mencionada, el consentimiento y voluntad de los actores, para adquirir el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual resulta FALSO que los actores tengan una superficie menor al porcentaje que adquirieron en el Instrumento ya mencionado.


Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta FALSO, ya que en ningún momento el suscrito en compañía de los demás copropietarios, hemos privado a los actores de la superficie que refieren, ya que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, los actores adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la multicitada escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, misma que fue exhibida en copia certificada por mi contraria en su demanda inicial, como ANEXO DOS. Por lo anterior es que resulta improcedente que pretendan los accionantes demandar que les corresponde un porcentaje sobre una superficie mayor a la que contrataron y estipularon en la escritura antes mencionada, y mas aún al demandar al suscrito y a los demás copropietarios, ya que éstos últimos no tienen relación contractual con los hoy actores.


Amén de lo anterior, es importante manifestar a su Señoría, que por lo que respecta a la supuesta privación de los copropietarios del predio fideicomitido, hacia el porcentaje de los actores, situación que es falsa como ya se ha mencionado en líneas anteriores, tan es así, que los actores de forma dolosa y sin consentimiento y consenso de los demás copropietarios, se encuentran invadiendo de forma ilegal una fracción de terreno que no les corresponde, habiéndose  hecho Justicia por su propia mano, ya que en principio, los actores normalmente habitan en la fracción que les corresponde del predio objeto de fideicomiso, y los demás copropietarios lo utilizamos dicho predio en las fracciones que a cada uno le corresponde, como un lugar para vacacionar y descansar, pero no es nuestro domicilio habitual, teniendo los actores, todas las facilidades para haber invadido una fracción que no es la suya, situación que se hará valer en la vía y ante la autoridad competente. Lo anterior, se acreditará con la inspección judicial que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.


Amén de lo anterior, y sin la intención de ser reiterativa, me permito recalcar a su Señoría que si bien es cierto que existe un error de número en el total de metros de la superficie del predio fideicomitido, también lo es que dicho error no afecta en lo absoluto la cantidad de metros cuadrados a los que cada copropietario fideicomisario tiene derecho de acuerdo al porcentaje que cada uno adquirió, ya que como se ha mencionado, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores.


SEPTIMO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, el mismo resulta parcialmente FALSO, en atención a que si existe consenso con respecto a los metros cuadrados que le corresponden a cada copropietario, y no como de forma dolosa y con la intención de confundir la buena fe de su Señoría los actores lo manifiestan, ya que como se desprende del propio escrito de demanda de mis contrarios, se desprende y acredita de forma idónea, a través de las confesiones que realizan, respecto a que los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del predio fideicomitido, de común acuerdo realizaron la subdivisión de dicho terreno conforme al porcentaje que a cada uno le corresponde, siendo dichos copropietarios los actores, razón por la cual resulta absurdo e improcedente, que ahora pretendan obtener una superficie de terreno mayor a la que se estableció en su contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra dentro de la escritura pública nueve mil novecientos cuatro, exhibida por la contraria en su demanda como ANEXO DOS.


Por lo anterior, es que resulta improcedente lo demandado por mis contrarios, ya que al existir un acuerdo de voluntades entre los copropietarios, dentro de los cuales se encuentran los actores, respecto a la subdivisión del predio fideicomitido, resulta absurdo que ahora pretendan alegar un error en la escritura pública ya mencionada, y mas aún cuando en la misma se manifestó y las partes que en ella intervinieron declararon que en el contrato que obra en el instrumento notarial antes referido, no existe dolo, ERROR, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo, tal y como se desprende de la cláusula QUINTA, que obra a foja 34 –treinta y cuatro- de dicha escritura, cláusula que en su parte conducente a la letra dice:


“QUINTA.- Las partes contratantes, declaran: que en este contrato no existe dolo, error, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo…”


De igual forma, de la cláusula sexta (foja 34 –treinta y cuatro-) de la escritura referida con anterioridad, se desprende que los contratantes revisaron escrupulosamente y realizaron el estudio respectivo de los títulos de propiedad correspondientes al inmueble fideicomitido, habiendo asumiendo el Fideicomitente y los fideicomisarios cedentes, la responsabilidad de cualquier reclamación o controversia que surja sobre el título del inmueble, razón por la cual y al ser los actores fideicomisarios cedentes en dicha escritura, los mismos manifestaron que no existía error.

CAPITULO DE DERECHO.

Por lo que respecta al capítulo de derecho invocado por mis contrarios, su Señoría es el competente para resolver sobre el mismo, debiendo de tomar en consideración todo lo manifestado en el cuerpo del presente libelo.

EXCEPCIONES Y DEFENSAS

1.- LA EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA VIA.- En virtud de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda no se desprende el nombre de una acción en específico, también lo es que de las prestaciones si es que se les puede llamar así, al igual que de los hechos narrados en la misma, se desprende que lo que pretenden los actores es un APEO y DESLINDE, el cual está contemplado en los artículos 874 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, precepto legal que a la letra dice:

“Artículo 874.- El apeo y deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separen un predio de otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos, ya que porque naturalmente se hayan confundido, ora que se haya destruido las señales que lo marcaban, bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo.”

De lo anterior se desprende, que la vía ordinaria civil elegida por los actores para tramitar el presente juicio, resulta IMPROCEDENTE, ya que lo que pretende mi contraria es un apeo y deslinde, con independencia de que el mismo no resulte fundado y procedente, en atención a que los mismos manifestaron su voluntad y consentimiento en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, escritura que exhibió la actora en su demanda inicial como ANEXO DOS, razón por la cual no es dable admitir a trámite el presente juicio ordinario civil, así como tampoco en vía de Jurisdicción Voluntaria (apeo y deslinde), ya que no acredita la necesidad de promover la misma, amén a que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 876 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en que se actúa. 

Por lo anterior, resulta conforme a derecho que su Señoría se sirva declarar procedente la presente excepción, y en su caso se dejen a salvo los derechos y se ordene la tramitación por la vía correcta, siendo ésta la de Jurisdicción Voluntaria y no así la vía ordinaria civil como de forma errónea lo hacen valer los actores, con independencia de que la jurisdicción de apeo y deslinde, no es procedente por no contener los requisitos establecidos por la legislación civil aplicable, aunado a que desde éste momento, el suscrito se OPONE a que se lleve a cabo las diligencias de apeo y deslinde sobre el predio fideicomitido, en virtud de que de la propia escritura pública con la que los actores acreditan la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre el predio de referencia, se acredita de forma fehaciente, que los mismos contrataron y adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual carece de acción y derecho para intentar adquirir noventa metros mas de forma contraria a derecho, no respetando el documento público que les da el carácter de fideicomisarios cesionarios, siendo dicho documento, el instrumento notarial antes mencionado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y Jurisprudencias:

No. Registro: 181,381

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Junio de 2004

Tesis: XXIX.2o.1 C

Página: 1410

APEO Y DESLINDE. SI EXISTE OPOSICIÓN DE ALGUNO DE LOS COLINDANTES PARA QUE SE LLEVEN A CABO ESTAS DILIGENCIAS, EL JUZGADOR DEBE ABSTENERSE DE HACER DECLARACIÓN RESPECTO A LA POSESIÓN, Y RESERVAR LOS DERECHOS DEL INTERESADO PARA QUE LOS HAGA VALER EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE HIDALGO).

En términos del artículo 922, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo, si existe oposición de alguno de los colindantes respecto de un punto determinado y las partes no logran ponerse de acuerdo para que se lleven a cabo las diligencias de apeo y deslinde, el juzgador debe abstenerse de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión y reservar los derechos del interesado para que los haga valer en el juicio correspondiente, pero no lo faculta para sustanciar el pleito conforme a los trámites establecidos para el juicio contencioso respectivo, ni aplicar las disposiciones generales respecto a la jurisdicción voluntaria, particularmente la prevista en el artículo 882 del código adjetivo civil que contiene una norma general, pues lo establecido en el citado numeral 922 es la regla específica respecto al procedimiento a seguir en las diligencias de apeo y deslinde, siendo ésta la norma aplicable ya que, en la especie, opera el principio de especialidad de la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 292/2003. Ernestina Herculana Aranda San Román. 9 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Silvestre Fidel Ávalos Ramírez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 24, tesis de rubro: "APEO Y DESLINDE, OPOSICIÓN A LAS DILIGENCIAS DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."

No. Registro: 173,759

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Diciembre de 2006

Tesis: VI.2o.C.522 C

Página: 1348

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE RADICACIÓN.

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los derechos del actor para que los deduzca en la forma adecuada, pero de ninguna manera está facultada para ordenar la reposición del procedimiento desde el auto de radicación, ya que en materia civil no puede constituirse un proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, cuando el propio actor pidió de manera expresa que se siguiera en una diversa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo.

No. Registro: 177,529

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Agosto de 2005

Tesis: 1a./J. 74/2005

Página: 107

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.

La existencia de diversas vías para lograr el acceso a la justicia responde a la intención del Constituyente de facultar al legislador para que establezca mecanismos que aseguren el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la cual se manifiesta como la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su situación jurídica será modificada sólo a través de procedimientos regulares, establecidos previamente en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente procedente, causa agravio al demandado y, por ende, constituye una violación a sus derechos sustantivos al contravenir la referida garantía constitucional que inspira a todo el sistema jurídico mexicano, ya que no se está administrando justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 180,419

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: VI.2o.C. J/245

Página: 1921

ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON CONCEPTOS DIVERSOS.

No debe confundirse la improcedencia de la acción con la falta de acreditación de sus elementos, pues la primera versa sobre su no procedibilidad por no haber sido idónea para deducir los derechos de la parte actora, o bien, por haberse tramitado en la vía incorrecta, casos en los que la autoridad de instancia se encuentra impedida para efectuar pronunciamiento alguno sobre la sustancia del negocio en la sentencia definitiva, en cambio, la justificación de la acción implica el reconocimiento de su procedencia por ser la idónea y por haberse tramitado por la vía adecuada, y de que se satisficieron los elementos de la misma, circunstancia que conlleva necesariamente una decisión sobre el fondo de la controversia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 50/2003. Juan Villaseñor Barragán y otra. 6 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 117/2004. Cementos Atoyac, S.A. de C.V., hoy Cemex México, S.A. de C.V. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 206/2004. María Remedios Islas Muñoz. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 288/2004. Pedro Pancracio Irineo González. 21 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 321/2004. Manuel Alejandro Delgado y Salazar. 30 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

No. Registro: 178,665

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 25/2005

Página: 576

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

2.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que los actores, carecen de acción y derecho de demandar de la suscrita, así como de los demás copropietarios, las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en  virtud de que la suscrita no fue la que le cedió los derechos fideicomisarios que actualmente tienen los actores, siendo los errores y las prestaciones que pretenden subsanar y obtener respectivamente, derivados de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, lo que se traduce en que no existe relación contractual con mis contrarios, y por ende carecen de acción y derecho de demandarme las prestaciones que reclaman en su demanda, cuando el derecho obtenido por los demandantes, es derivado del contrato que obra en la escritura antes citada, contrato que celebraron con unos terceros que actualmente no son parte en el presente juicio.

Amén de lo anterior, y estando en el supuesto sin conceder, de que los actores si tuvieran acción y derecho para demandar de la suscrita las prestaciones que los actores mencionan en su escrito inicial de demanda, también lo es que dichas prestaciones resultarían infundadas e improcedentes, al igual que la acción que intentan, ya que en primer lugar, se trata de un documento público que hace prueba plena y que consiste en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores (en carácter de Fideicomisarios Cesionarios) con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos, en carácter de Fideicomisarios Cedentes, en el cual los actores manifestaron su consentimiento y voluntad, siendo ésta última la ley suprema en materia de contratos, amén de que como se desprende del artículo 149 y 150 del Código Civil del Estado de Quintana Roo, las partes deben de cumplir lo expresamente pactado, mejor conocido como el principio “Pacta Sunt Servanda”, ya que los contratantes se obligan en los términos que aparece que quisieron obligarse y deben de responder en el mismo sentido, aunado a que la validez y el cumplimiento de un negocio jurídico, no puede dejarse al arbitrio de una de las partes si son bilaterales como resulta en el caso en concreto.

En efecto, los actores deben de estarse a lo expresamente estipulado en su contrato antes referido, consistente en que los accionantes adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios del predio materia de fideicomiso mencionado a lo largo del presente escrito, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no sobre la superficie que pretenden los actores que su Señoría les reconozca, amén de que carecen de título que justifique el derecho que pretenden ejercitar, para demandar sobre una superficie mayor a la que se estipula en la escritura pública ya referida, aunado a que por lo que respecta a la medida total de la superficie del predio fideicomitido y del cual adquirieron los actores el porcentaje de los derechos antes citados, resulta ser muy claro el contenido, motivo por el cual se debe de interpretar literalmente el contenido del mismo, tal y como lo dispone el artículo 164 del Código Sustantivo, el cual a la letra dice:

“Artículo 164.- Si los términos de un negocio jurídico son claros y no dejan duda sobre la intención de quienes lo celebran, se estará al sentido literal de sus cláusulas.”

De lo anterior se desprende, que los demandantes carecen de acción y derecho de demandar las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en virtud de que los mismos adquirieron el porcentaje de derechos que les corresponden, sobre una superficie determinada y específica, la cual como se ha mencionado, es de 8,027.46 metros cuadrados, aunado a que si existe el error que precisan los actores en cuanto a los metros de la superficie, en todo caso debieron de haber demandado a las personas que les cedieron los derechos fideicomisarios, esto es a los Fideicomisarios Cedentes los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, mas no así a la suscrita como a los demás copropietarios.

Lo anterior es así, en virtud de que como se ha mencionado, los actores no justifican que tengan derecho para demandar las prestaciones que precisan en su demanda, así como tampoco para llevar a cabo un apeo y deslinde en el predio fideicomitido, ya que el contrato por medio del cual adquieren la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios, habla sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados mas no de una superficie de 8,615.75 metros cuadrados. Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que los actores tuvieran acción y derecho para solicitar se decrete judicialmente cuantos metros les corresponden sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, en primer lugar deben de realizar los trámites necesarios para corregir su contrato de cesión de derechos fideicomisarios que obra en la escritura pública antes mencionada, la cual fue exhibido como ANEXO DOS en el escrito inicial de demanda, y una vez corregida dicha escritura en cuanto a los metros de la superficie del terreno fideicomitido, podría hablarse de una demanda en contra de la suscrita y los demás codemandados, o en su caso de un apeo y deslinde, aclarando que en el caso en concreto no es dable, en atención a que no justifican derecho alguno para adquirir una superficie mayor, con el pretexto de que la cantidad de metros del predio fideicomitido no es correcta, aunado a que la certificación de medidas y colindancias realizado por la Dirección de Catastro de Cozumel Quintana Roo, si bien es cierto es un documento público, también lo es que dicho documento no da derecho alguno a los actores para demandar las prestaciones solicitadas en su demanda, ya que como su Señoría sabe, un trámite administrativo como lo es la certificación antes citada, no puede pasar por encima de un contrato y mucho menos modificarlo, mas aún cuando el contrato es bilateral y no acude a la rectificación administrativa, así como tampoco al juicio, los Fideicomisarios cedentes, que cedieron a los actores el porcentaje con el que actualmente cuentan.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

No. Registro: 180,917

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Agosto de 2004

Tesis: I.4o.C. J/18

Página: 1430

CONTRATOS. INTERPRETACIÓN. LA CONDUCTA QUE OBSERVAN LAS PARTES FRENTE A LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS ES ELEMENTO FUNDAMENTAL.

La conducta observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este "comportamiento interpretativo" arroja luz sobre la verdadera intención de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: "Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.". Este precepto confirma la superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa fuente de interpretación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 5224/2001. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Leticia Araceli López Espíndola.

Amparo directo 10244/2002. Miguel González Larriba. 20 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz.

Amparo directo 4044/2003. Banco Nacional de México, S.A. 30 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 15584/2003. Sergio Linares Van Hasselt. 19 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 16284/2003. Linda Yasmín Rich Rodríguez. 2 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.


De la anterior Jurisprudencia se acredita, que de forma dolosa los actores pretenden obtener un porcentaje mayor al que contrataron, mas aún si tomamos en cuenta, que la conducta adoptada por mis contrarios, durante y después del contrato, consistente en utilizar la fracción cuatro del predio fideicomitido, la cual se encuentra subdividida, tomando en consideración la superficie de metros cuadrados que se refiere en la escritura pública ya mencionada.


Amén de lo anterior, y como se ha manifestado a lo largo de la presente contestación de demanda, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores, de lo que se acredita que si bien es cierto existe una diferencia de metros en el total de la superficie detallada en los documentos antes mencionados, también lo es que dicha cuestión es un error de dedo o numérico, ya que los linderos y colindancias son exactamente iguales.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION PASIVA.- Consistente en que la suscrita, así como los demás codemandados, carecemos de legitimación pasiva, en virtud de que tanto la suscrita como los demás copropietarios, no cedimos ni tenemos relación contractual alguna con los actores, respecto al predio fideicomitido, aclarando que si el hecho de que los accionantes hayan contratado sobre una superficie supuestamente menor, y dicha situación les causa perjuicio, debieron de haber demandado a las personas con las que contrataron, refiriéndome a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, quienes cedieron a los actores, el porcentaje de los derechos fideicomisarios de los que actualmente son titulares.

En efecto, la actora erróneamente demanda a la suscrita y a los demás codemandados, ya que como se ha manifestado no existe relación contractual alguna, respecto a los derechos fideicomisarios de los cuales los demandantes son titulares, aclarando que el error que precisan los actores en su demanda, no pueden ser subsanables por los codemandados en el presente juicio, ya que los mismos no cedieron derecho alguno a los actores, razón por la cual resulta IMPROCEDENTE el presente juicio, ya sea en la vía ordinaria civil, así como para el caso de que su Señoría determine que la acción que intentan los accionantes es un apeo y deslinde, la cual se tramita vía jurisdicción voluntaria, misma que de igual forma resulta improcedente.

Asimismo, y a título de aclaración, es menester mencionar a su Usía, que por lo que respecta a la acción de nulidad por error que los actores debieron de haber demandado a los antiguos fideicomisarios cedentes, la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado de Quintana Roo.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

4.- EXCEPCION DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.- Consistente en que los actores omiten demandar o llamar a juicio a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, los cuales intervinieron en el negocio jurídico por medio del cual los demandantes adquieren el porcentaje de derechos fideicomisarios que actualmente tienen, a los cuales sin duda alguna les para perjuicio la sentencia que se pudiere dictar en el presente juicio, ya que los mismos  cedieron un porcentaje de sus derechos fideicomisarios respecto de una superficie determinada, pretendiendo los actores modificar dicha superficie.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir los siguientes criterios jurisprudenciales:

No. Registro: 174,230

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Tesis: 1a./J. 47/2006

Página: 125

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002).

El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."

No. Registro: 176,245

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: IV.2o.C.39 C

Página: 2408

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL Y NO UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN.

Si se atiende a que las condiciones de la acción son "los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado" (Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, vigésimo sexta edición, Editorial Porrúa, 2001, página 173); y los presupuestos procesales "son los requisitos o condiciones que deben cumplirse para la iniciación o el desarrollo válido de un proceso, o en su caso, para que pueda pronunciarse sentencia de fondo" (Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, décimo cuarta edición, página 2524); se concluye que mientras los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni seguirse válidamente un juicio, las condiciones de la acción son los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado, es decir, si faltan las condiciones de la acción, no hay inconveniente en que el Juez falle el juicio, lo que no sucede cuando no se satisface algún presupuesto procesal, como el litisconsorcio pasivo necesario, que se traduce en la falta de emplazamiento a juicio, de personas a las cuales la sentencia les perjudicará.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 553/2004. Rosalinda Mercado Díaz de Garza y coags. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretario: Fernando Ureña Moreno.

No. Registro: 176,529

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Diciembre de 2005

Tesis: 1a./J. 144/2005

Página: 190

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).

El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

5.- EXCEPCION DE OBSCURIDAD E IRREGULARIDAD DE LA DEMANDA.- Consistente en que resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda incoada en mi contra, en virtud de que por un lado, los actores reconocen y confiesan por un lado, que los mismos celebraron el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, por medio del cual adquirieron cada uno de los actores el 8% (16% en conjunto) de dichos derechos, respecto al predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab); contrato que celebraron con los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, contrato que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, y por otro lado de forma contradictoria, pretenden los demandantes obtener una porción mayor de terreno, al que se estableció en el contrato antes referido, con el cual manifestaron su consentimiento y voluntad con el contenido del multicitado negocio jurídico, amén de que omiten justificar el derecho que supuestamente tienen para reclamar una porción mayor de terreno, a la que actualmente tienen.

En tal orden de ideas, también resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda de los actores, en atención a que como se desprende del hecho cuarto de la demanda, los mismos confiesan que el predio fideicomitido fue subdividido de común acuerdo y a conveniencia de los actuales copropietarios, entre los que se encuentran los actores, situación que resulta cierta, resultando absurdo que por otro lado, manifiesten en el hecho séptimo de la demanda, que no existe consenso respecto a la cantidad de metros cuadrados que le corresponde a cada uno de los copropietarios tomando en consideración el porcentaje del que tienen la titularidad, lo que denota la mala fe y el dolo con el que se conducen los demandantes, ya que al haber existido acuerdo de voluntades entre los copropietarios incluyendo a los actores, para subdividir el predio fideicomitido, ahora no pueden alegar que no existe consenso sobre el particular, y mas aún cuando llevan ocupando por un periodo de tiempo bastante amplio, la fracción cuatro que como se ha manifestado de común acuerdo les corresponde.


De igual forma resulta contradictorio el escrito inicial de demanda, en virtud de que como se ha manifestado con antelación, los actores pretenden acreditar el supuesto derecho que tienen a una superficie mayor de la que actualmente detentan en la fracción del predio fideicomitido que les corresponde, con la Certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catstro del Municipio de Cozumel, aclarando que dicha certificación coincide exactamente con los metros de los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública exhibida por mis contrarios como ANEXO DOS, razón por la cual no existe error alguno en cuanto a los metros cuadrados que le corresponden a cada uno de los copropietarios del bien materia del fideicomiso.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

6.- LA DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 149, 150 y 164 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO.- Consistente en que los actores se obligaron y contrataron en términos de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, encontrándose obligados a cumplir con lo contratado en dicha escritura, razón por la cual no es dable que ahora pretendan modificar el contenido de la misma, por lo que respecta a los metros cuadrados de superficie del predio fideicomitido, estando obligados los contrarios a cumplir con lo pactado dentro del contrato de referencia.

Asimismo, los actores conocían el contenido del contrato que obra dentro de la escritura en cita, aclarando que como se desprende de la misma, las cláusulas y en si todo el contenido es muy claro, razón por la cual se debe de interpretar literalmente el contenido del ya referido contrato, aunado de que para el caso de que existiera un error en el mismo, no es procedente se aclare o convalide en el presente juicio por no ser la vía correspondiente, así como por no tener los codemandados legitimación pasiva en el presente juicio.

De igual forma, el contrato ya mencionado no puede quedar al arbitrio de uno de los contratantes como pretenden hacerlo los actores, ya que los fideicomisarios cedentes, no fueron demandados por los supuestos errores que alegan los accionantes en el contrato aludido, debiendo por tal razón, demandar los actores a dichos cedentes y no así a la suscrita, ya que la suscrita no tiene relación contractual alguna con los mismos.

7.- EXCEPCION DE SINE ACTIONE AGIS.- opongo la presente defensa que en sí no tiene el carácter de excepción, pero tiene el efecto de arrojar a la parte contraria la carga de la prueba para acreditar los hechos constitutivos de sus pretensiones, debiendo de acreditar en primer término, que los actores contrataron sobre la superficie que reclaman, esto es la de 8,615.75 metros cuadrados, y en consecuencia acreditar el derecho que supuestamente tienen para reclamar las prestaciones que demandan, con independencia de que la presente vía sea improcedente.

 La presente excepción deberá de declararse procedente, en virtud de que la parte actora es la que está afirmando que tiene derecho a mas metros de superficie, y por ende los mismos son los que deben de probar tal situación.
8.- EXCEPCION NON MUTATI LIBELI.- opongo la presente excepción a efecto de que mi contraria no modifique o altere el escrito de su demanda en los términos precisados. 

9.- EXCEPCION INOMINADA.- que se hace valer de conformidad con todo lo expuesto a lo largo de la presente contestación de demanda, mismas que deberán ser valoradas en beneficio de los intereses de los suscritos. 


Por todo lo anterior, es procedente que su Señoría se sirva declarar fundadas y procedentes, todas y cada una de las excepciones y defensas vertidas en el cuerpo del presente ocurso.

OBJECION DE DOCUMENTOS

En este acto, vengo a objetar en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle los actores, al oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro de Cozumel, signado por la Arquitecta Patricia Cardeña Martínez, así como la cédula catastral número 0000029697 de fecha 26 de febrero de 2007, signada por la persona antes citada, objeción que se realiza por las siguientes consideraciones:

Cabe manifestar a su Señoría, que los actores con los documentos mencionados en el párrafo anterior, pretenden hacerle creer que tienen derecho de demandar las prestaciones que reclaman en su escrito inicial de demanda, tratando de confundir la buena fe de su Usía, al hacerle creer que por exhibir dichos documentos, se va a poder modificar y pasar por alto el contenido del contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores, el cual obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

En efecto, los actores pretenden fundar un derecho inexistente, como lo es el hecho de demandar a efecto de que se declare judicialmente que el porcentaje del 16% que en conjunto adquirieron, debe de ser determinada sobre una superficie mayor a la que se estipuló y pactó en el contrato de cesión ya referido, respecto al predio objeto del fideicomiso.

Lo anterior es así, en virtud de que con independencia de que los documentos que en este acto se objetan sean documentos públicos, los mismos no pueden modificar el contenido de un contrato bilateral que obra en escritura pública, ya que el mismo fue celebrado conforme a derecho y el contenido del mismo es la voluntad de los contratantes, razón por la cual su Señoría no deberá de otorgar valor probatorio alguno a los documentos antes citados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los términos precisados en el cuerpo del presente libelo.

SEGUNDO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que menciono, para los fines precisados.

TERCERO.- Tener por opuestas las excepciones y defensas que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo declarar procedentes las mismas.

CUARTO.- Tener por objetados en cuanto al alcance y valor probatorio, los documentos precisados en el capítulo respectivo, por los razonamientos vertidos en el presente escrito.

QUINTO.- Con las copias simples de traslado que se exhiben, se sirva correr traslado a los actores, a efecto de que en el término de ley, manifiesten lo que a su derecho corresponda.

SEXTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, en la cual se absuelva a la suscrita, de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

LAUREL LOUISE KADING TORRES 
Cozumel, Quintana Roo, a seis de agosto de dos mil ocho.

GABRIEL EDGARDO ORLANDO Y

SILVINA MARIANA ORLANDO.

VS

JOCELYN DEWOLF TORRES,

MARK A. TORRES,

TAMARA WARNER MINTON,

RANDALL W. MINTON,

LAUREL KADING TORRES,

MARSHA WILL TATE.

JUICIO ORDINARIO CIVIL

EXPEDIENTE: 158/2008-C

C. JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE COZUMEL, QUINTANA ROO.


TAMARA WARNER MINTON, por mi propio derecho, aclarando desde éste momento que la suscrita es de nacionalidad Norte Americana, no contando con FM3, ya que la promovente acude a esta Isla de Cozumel en carácter de Turista (Extranjera), tan es así que la titularidad del bien fideicomitido sobre el que versa el presente juicio, lo adquirí mediante fideicomiso por ser extranjera, acreditando desde éste momento mi calidad migratoria en México con copia certificada de mi pasaporte, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, las Listas y los Estrados de este H. Juzgado, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935 respectivamente, autorizando de igual forma a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADOS CORRALES, JULIO DE LA VEGA LUNA, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 265 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, ADD CAUTELAM vengo a dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

I.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

II.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

III.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

CONTESTACION AL CAPÍTULO DE HECHOS

PRIMERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto.

SEGUNDO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente forma:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto.

El párrafo segundo del correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, ya que si bien es cierto que se repite en dos puntos cardinales la misma colindancia con la carretera Costera Sur, también lo es que dicha situación no es trascendental como lo manifiestan los actores, ya que existe plena identificación del predio fideicomitido.

De igual forma, y por lo que respecta a lo manifestado por los coactores en el párrafo segundo del correlativo que se contesta, referente a un error en cuanto a la superficie del terreno fideicomitido, me permito hacer notar a su Señoría, que el error a que hace referencia la contraria, no es cuestión que se deba demandar al suscrito así como a los demás copropietarios de los derechos fideicomisarios, en virtud de que los actores al celebrar el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, con unos terceros que no son parte en el presente juicio, manifestaron su conformidad, consentimiento y su voluntad con el contenido de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, amén de que en dicha escritura, manifestaron los actores que no existía error en el contenido de la misma.

Es importante mencionar a su Señoría, que tal y como se desprende del oficio número DCM/JP-0000000451/07 de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, por medio del cual se realiza una certificación de los linderos y colindancias del bien fideicomitido, documento que fue exhibido por los coactores en su escrito inicial de demanda como anexo tres, se observa que si bien es cierto se corrigió los metros totales de la superficie, también lo es que las medidas y colindancias de dicho certificado, son las mismas que se detallan en la escritura número 9,904, en específico en el antecedente marcado con el número I de la escritura antes citada, misma que fue exhibida por mi contraria como anexo dos en su demanda inicial;  esto es que tanto en el documento expedido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel antes mencionado, como en la escritura de referencia, son los mismos metros por cada colindancia. Para una mejor comprensión, me permito insertar una tabla comparativa de los linderos y colindancias ya mencionados:

	Escritura Pública número 9,904 de fecha 25 de Junio de 2004, pasada ante la fe del Notario Público número 9 de Cozumel.
	Certificación de Medidas y Colindancias de la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel.

Oficio DCM/JP-0000000451/07

	Al Norte en 81 metros
	Al Norte en 81 metros

	Al Sur en 76.30 metros
	Al Sur en 76.30 metros

	Al Este en 110 metros
	Al Este en 110 metros

	Al Oeste en 110 metros
	Al Oeste en 110 metros

	Superficie total  8,027.46 metros cuadrados
	Superficie total 8,615.75 metros cuadrados.


De lo anterior se desprende y se acredita de forma fehaciente, que si bien es cierto que existe un error en los metros de la superficie total detallada en la escritura antes mencionada, también lo es que se trata de errores de dedo, que de ninguna manera afecta la fracción de terreno que cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios detenta, en virtud de que son los mismos metros en las colindancias con independencia de que el total de la superficie total no sea la misma en los documentos antes comparados, ya que dicha situación se debe a un simple error al sacar el total de la superficie, pero en ningún momento los actores tienen una superficie menor de terreno a la que les corresponde, con lo que su Usía se percata del dolo y mala fe con la que se conducen los accionantes en el presente juicio, ya que el error de la superficie no afecta en lo absoluto los metros de cada copropietario. 

Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo manifestado por los actores les causara perjuicio, también lo es que debieron de haber demandado a los fideicomisarios cedentes con los que celebró el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, ya que en todo caso si existió un error en dicha escritura, el mismo es un error de hecho atribuible a los cedentes con los que contrataron los accionantes, sin embargo, cabe resaltar a su Señoría que la acción de nulidad fundada en error, se encuentra prescrita según lo dispone la legislación civil aplicable al estado.

Por lo que respecta al tercer párrafo de correlativo que en este acto se contesta, es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Usía, que el hecho de que una autoridad administrativa como lo es la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el predio fideicomitido, dicha situación no quiere decir que modifique y mucho menos anule el contenido de una escritura pública que contiene el contrato de cesión de derechos fideicomisarios del predio objeto de fideicomiso, escritura que ya ha sido mencionada en párrafos anteriores y que obra en autos del presente juicio, al haber sido exhibida como ANEXO DOS por los actores en su escrito inicial de demanda, en atención a que en dicho contrato se encuentra el consentimiento y la voluntad de los contratantes, siendo la ley suprema en los contratos, la voluntad de las partes, amén de que como se ha mencionado con anterioridad, sigue siendo los mismos metros en los linderos y colindancias, mencionados tanto en la escritura en cita, como en la certificación emitida por catastro.
Sin embargo cabe manifestar a su Señoría, que el hecho de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de linderos y colindancias, no quiere decir que dicho trámite que resulta meramente administrativo, sea suficiente para modificar o dejar sin efectos lo estipulado y convenido en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, referente a la medida del terreno denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

TERCERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando que el número de la clave catastral del inmueble ya mencionado, es 4011800228, y no como de forma errónea lo manifiesta la actora.

CUARTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto, debiendo su Señoría de tomar en consideración la CONFESIÓN que realiza la parte actora, consistente en que el predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, fue subdividido a CONVENIENCIA DE LOS ACTUALES COPROPIETARIOS DE LOS DERECHOS FIDEICOMISARIOS, aclarando que los ACTORES en el presente juicio, son copropietarios de los derechos antes mencionados, confesión que hace prueba plena, sin necesidad de ratificación de la misma, tal y como lo dispone el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles de Quintana Roo, el cual a la letra dice:

“Artículo 399.- La confesión hecha en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto de juicio, hará prueba plena sin necesidad de ratificación ni ser ofrecida como prueba.”

Con lo anterior se acredita de forma fehaciente e idónea, que los actores en el presente juicio, intervinieron y manifestaron su voluntad y consentimiento de manera tácita y verbal, con la subdivisión que se realizó entre los fideicomisarios (copropietarios) del terreno fideicomitido, ya que como se ha mencionado en párrafos anteriores, en el escrito inicial de demanda, en específico en el primer párrafo del hecho “CUARTO”, CONFIESAN haber intervenido en la subdivisión, amén de confesar que dicha división se realizó a CONVENIENCIA de los copropietarios del predio ya referido; razón por la cual resulta incongruente y contradictorio que los hoy actores, ahora pretendan de forma dolosa y contraria a derecho, anular de cierta forma el acuerdo de voluntades tomada entre los copropietarios del Inmueble en cita, copropietarios dentro de los cuales se encuentran mis contrarios, tal y como se acredita con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, la cual fue exhibida por los demandantes en su escrito de demanda como ANEXO DOS, los mismos adquieren el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios del Inmueble mencionado en párrafos anteriores, esto es el 8% de dichos derechos para cada uno de los coactores.

Amén de lo anterior, cabe manifestar que efectivamente los actores les corresponde la Fracción cuatro del predio fideicomitido, fracción que han venido ocupando derivado del porcentaje de los derechos fideicomisarios que adquirieron mediante la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro ya antes citada, aclarando que el predio en comento, se encuentra dividido en seis fracciones, decisión que se tomó de común acuerdo por todos y cada uno de los copropietarios o titulares de los derechos fideicomisarios sobre dicho predio, por ser la forma mas conveniente de división, en virtud de que a las seis fracciones del terreno de referencia, tienen los metros proporcionales de frente, con relación al porcentaje que a cada uno de los copropietarios les corresponde, refiriéndose el suscrito al decir “metros de frente”, a la colindancia OESTE del multicitado predio, la cual colinda con la carretera costera sur.

Ahora bien, y por lo que respecta al segundo párrafo del correlativo que en este apartado se contesta, por una parte ni se afirma ni se niega por no ser un hecho propio lo referente a que supuestamente la Institución Fiduciaria no dejó claro a los actores, cuantos metros cuadrados le correspondería a cada copropietario de los derechos fideicomisarios del bien fideicomitido, de acuerdo al porcentaje que cada copropietario había adquirido, manifestando que resulta FALSO lo referente a que según la actora, existe la necesidad de que la autoridad judicial determine cuantos metros cuadrados corresponde a cada copropietario, en virtud de que como se ha mencionado y como lo han CONFESADO los actores en su demanda, los copropietario incluyendo a mis contrarios, realizamos de común acuerdo y en conveniencia de todos los copropietarios de los derechos fideicomisarios, la división del predio fideicomitido, la cual consistió en dividir dicho bien en seis fracciones, aclarando que los actores se encuentran utilizando la fracción cuatro, tan es así que los mismos han construido una casa en dicha fracción, tal y como se acreditará con la inspección que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.

Por lo anterior, resulta contradictorio, incongruente e improcedente, que los actores después de haber dividido de común acuerdo junto con los demás copropietarios el predio fideicomitido, pretendan obtener una declaración judicial de algo que ya existe, situación que ha quedado debidamente acreditado con la confesión que realizan los actores a través de sus apoderados en el escrito inicial de demanda, en específico en el párrafo uno del hecho correlativo que se contesta.

Asimismo, resulta falso el hecho de que supuestamente no existe consenso en cuanto a los metros que le corresponde a cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios, ya que como se ha manifestado con anterioridad, y sin intención de ser repetitivo, los actores confiesan en el hecho cuatro de su demanda, que los actuales copropietarios (siendo los actores actuales copropietarios) subdividieron el predio fideicomitido en seis fracciones, lo que se traduce en que SI EXISTE CONSENSO en cuanto a la división y metros que a cada copropietario le corresponde con relación al porcentaje de los derechos fideicomisarios del que son titulares cada uno, tan es así, que actualmente cada fideicomisario tiene su respectiva fracción.

Aunado a lo anterior, cabe mencionar a su Señoría que el presente juicio resulta improcedente, en atención a que como se ha mencionado con antelación, los metros de los linderos y colindancias detallados tanto en la escritura pública número 9,904 exhibida por los actores como anexo dos de su demanda, y los detallados en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (documento exhibido por los actores), resultan ser EXACTAMENTE los mismos metros, por lo que resulta absurdo que el hecho de que exista un error involuntario en el total de los metros de la superficie, pretendan los actores alegar a su favor que les corresponden determinados metros mas de la fracción cuatro que actualmente tienen, ya que al ser los mismos metros, la subdivisión realizada entre todos los copropietarios y a conveniencia de los mismos, está realizada sobre los metros correctos de los linderos y colindancias.

QUINTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando a su Señoría que los metros cuadrados del predio fideicomitido, se tomaron de la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que mediante dicha escritura, se constituyó el Fideicomiso traslativo de dominio, respecto al predio denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), en la cual se estableció que dicho predio tenía una superficie de ocho mil veintisiete metros cuarenta y seis centímetros cuadrados (8,027.46m2), siendo de ésta escritura, de donde se han ido generando las cesiones de los derechos fideicomisarios respectivas a cada uno de los actuales copropietarios.

Sin embargo, cabe manifestar a su Usía, que dentro del antecedente I de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS en su escrito inicial de demanda, se hace mención a la escritura citada en el párrafo anterior.

En otro orden de ideas, es menester hacer notar a su Señoría, que la división del predio fideicomitido, tiene que hacerse tomando en consideración la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, en virtud de que por dicha escritura, se dio en fideicomiso el predio antes referido, en la cual como se ha manifestado, se estipuló que el terreno mencionado en párrafos atrás, tenía una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual se hizo la división de esa forma, sin que esto se traduzca en que se subdividió en una porción menor, ya que como se ha manifestado a lo largo del presente escrito, los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública número 9,904 y la certificación de linderos y colindancias emitida por la Dirección de Catastro, son exactamente los mismos, aunado a que los actores confiesan en su demanda, que  la división o subdivisión se llevó a cabo por los copropietarios de los derechos fideicomisarios, formando parte de éstos los accionantes.

En otro orden de ideas, cabe manifestar que estando en el supuesto sin conceder de que le causara perjuicio alguno a los actores el hecho de que la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, se mencione como superficie del predio fideicomitido la de 8,027.46 metros cuadrados, dicha situación no es imputable a la suscrita, así como a ninguno de los demás codemandados en el presente juicio, ya que los actores celebraron contrato de cesión de derechos fideicomisarios respecto al predio multicitado (predio fideicomitido), con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de “Fideicomisarios Cedentes”, y los actores en carácter de “Fideicomisarios Cesionarios”, habiendo manifestado su voluntad y consentimiento con el contenido de la escritura mencionada al principio del presente párrafo, recordando que la voluntad, es la ley suprema en materia de contratos, habiendo aceptado desde ése entonces, el hecho de que el predio fideicomitido tiene la superficie antes citada.

Ahora bien, si el hecho de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados del predio fideicomitido en la escritura pública antes citada, los demandantes debieron de haber demandado la nulidad parcial de la multicitada escritura, por un error de hecho, consistente en no hacer mención de forma correcta a los metros que en realidad tiene el predio materia del fideicomiso, acción que debieron de haber ejercitado en contra de los fideicomisarios cedentes, que les cedieron el porcentaje con el que actualmente cuentan los accionantes, pero en ningún momento el suscrito es responsable del error del instrumento público referido.

En efecto, la parte actora debió de haber demandado la nulidad fundada en un error de hecho, como lo es la incorrecta determinación de los metros cuadrados con los que cuenta el terreno fideicomitido, sin embargo la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado, el cual a la letra dice:

“Artículo 398.- La acción de nulidad fundada en error prescribe en el lapso de dos años, a no ser que el que incurrió en él lo conozca antes de que expire ese término, pues en este caso la acción prescribe a los noventa días contados desde aquél en que el error fue conocido.”

Sin embrago y a pesar del error que existe en la escritura pública multicitada, físicamente cada copropietario tiene los metros cuadrados que le corresponden de acuerdo al porcentaje adquirido por cada uno sobre la superficie total correcta (8,615.75 m2), ya que los linderos y colindancias son los mismos y el error de la superficie es simplemente un error al momento de sacar el total de metros del bien fideicomitido, pero en ningún momento afecta el total de metros del Inmueble materia del fideicomiso.

Por lo anterior, es por lo que todos y cada uno de los actuales copropietarios, realizamos la subdivisión del inmueble materia del fideicomiso sobre la cantidad de 8,027.46 metros cuadrados, ya que es la superficie señalada desde el instrumento notarial por el cual se constituyó el fideicomiso que ha dado origen a que los actuales copropietarios tengamos la calidad de fideicomisarios, habiendo manifestado los mismos su consentimiento, voluntad y aceptación con la superficie del terreno fideicomitido, en los contratos respectivos de cesión de derechos fideicomisarios por medio de los cuales, cada uno adquirió los derechos con los que actualmente cuentan, sin que esto se traduzca en que la división se realizó sobre una cantidad menor de metros cuadrados, ya que físicamente y sin la intención de ser repetitivo, el predio fideicomitido cuenta con 8,615.75, con independencia del error ya aludido, el cual simplemente es un error de números que no afecta en lo absoluto la copropiedad de cada fideicomisario.
Aunado a lo anterior, y con independencia de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el bien objeto del fideicomiso, dicho documento no es suficiente para nulificar o modificar el contenido de la escritura originaria, por medio de la cual se constituyó el fideicomiso, así como el de la escritura que adjunta mi contraria a su demanda como ANEXO DOS, ya que como se ha mencionado, la ley suprema en materia de contratos es la voluntad, y los accionantes quisieron obligarse y contratar en dichos términos, esto es como fideicomisarios Cesionarios en un 8% cada uno de los derechos respectivos, sobre la superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no así sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, con independencia de que para el caso de que les causara perjuicio alguno a mis contrarios, como se ha mencionado con antelación, debieron de haber ejercitado la acción correspondiente en contra de las personas que les cedieron los derecho del 16% que en conjunto tienen, de los derechos fideicomisarios, pero no a la suscrita y a los demás codemandados, ya que carecen de acción y derecho para hacerlo.


SEXTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:


Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente los actores han venido ocupando la fracción cuatro del predio fideicomitido, derivado de la subdivisión que de forma voluntaria y de común acuerdo se realizó entre todos y cada uno de los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del inmueble antes citado, dentro de los que se encontraban los demandantes, tal y como los actores lo CONFIESAN en el hecho cuatro de su escrito de demanda, sin embargo, resulta falso el hecho de que la construcción realizada por mis contrarios, sea de dominio y complacencia de los demás copropietarios entre los que se encuentra la suscrita.


Ahora bien, y en cuanto al segundo párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente falso, en virtud de que la fracción cuatro del predio fideicomitido que ocupan los coactores, no cuenta con una superficie menor al 16% que les corresponde, como de forma dolosa pretenden hacer creer a su Señoría los demandantes, ya que como se acredita de forma fehaciente con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de este Estado, los mismos contrataron y celebraron una cesión de derechos fideicomisarios con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de Fideicomisarios Cedentes, respecto del 8% de los derechos fideicomisarios sobre el predio fideicomitido, para cada uno de los actores, obteniendo en conjunto el 16% de los derechos en cita, porcentaje que fue sobre una superficie total de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la propia escritura en comento, y no sobre una superficie de 8,615.75 metros cuadrados como de forma dolosa pretende hacerlo mi contraria.


Por lo anterior, cabe manifestar a su Señoría que la parte actora manifestó su voluntad y consentimiento con el contenido y los términos de la escritura pública de mérito, con el simple hecho de haber firmado la misma, razón por la cual no puede alegar situación al respecto; sin embargo y estando en el supuesto sin conceder de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados de la superficie del predio fideicomitido en el instrumento notarial antes mencionado, también lo es que dicho error no es culpa de la suscrita ni de los demás codemandados, sino que en todo caso, la parte actora debió de haber demandado a los Fideicomisarios Cedentes con los que celebró la cesión respectiva, derivado de un error de hecho en cuanto al objeto indirecto del contrato, situación que omite realizar la actora.


En efecto, los actores debieron de haber demandado a los cedentes de los derechos, por existir un error en la cantidad de metros de superficie del predio fideicomitido, ya que el hecho de que exhiban en su escrito inicial de demanda como ANEXO TRES, certificado de medidas y colindancias, con oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto del 2007, dicho documento de ninguna manera puede  modificar y mucho menos dejar sin efectos el contenido de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, exhibida por mi contraria como ANEXO DOS, en la cual consta el acto jurídico por medio del cual, los actores adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios que actualmente poseen, recordando que en materia de contratos, la ley suprema lo es la voluntad de las partes, habiendo existido en la escritura ya mencionada, el consentimiento y voluntad de los actores, para adquirir el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual resulta FALSO que los actores tengan una superficie menor al porcentaje que adquirieron en el Instrumento ya mencionado.


Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta FALSO, ya que en ningún momento el suscrito en compañía de los demás copropietarios, hemos privado a los actores de la superficie que refieren, ya que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, los actores adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la multicitada escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, misma que fue exhibida en copia certificada por mi contraria en su demanda inicial, como ANEXO DOS. Por lo anterior es que resulta improcedente que pretendan los accionantes demandar que les corresponde un porcentaje sobre una superficie mayor a la que contrataron y estipularon en la escritura antes mencionada, y mas aún al demandar al suscrito y a los demás copropietarios, ya que éstos últimos no tienen relación contractual con los hoy actores.


Amén de lo anterior, es importante manifestar a su Señoría, que por lo que respecta a la supuesta privación de los copropietarios del predio fideicomitido, hacia el porcentaje de los actores, situación que es falsa como ya se ha mencionado en líneas anteriores, tan es así, que los actores de forma dolosa y sin consentimiento y consenso de los demás copropietarios, se encuentran invadiendo de forma ilegal una fracción de terreno que no les corresponde, habiéndose  hecho Justicia por su propia mano, ya que en principio, los actores normalmente habitan en la fracción que les corresponde del predio objeto de fideicomiso, y los demás copropietarios lo utilizamos dicho predio en las fracciones que a cada uno le corresponde, como un lugar para vacacionar y descansar, pero no es nuestro domicilio habitual, teniendo los actores, todas las facilidades para haber invadido una fracción que no es la suya, situación que se hará valer en la vía y ante la autoridad competente. Lo anterior, se acreditará con la inspección judicial que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.


Amén de lo anterior, y sin la intención de ser reiterativa, me permito recalcar a su Señoría que si bien es cierto que existe un error de número en el total de metros de la superficie del predio fideicomitido, también lo es que dicho error no afecta en lo absoluto la cantidad de metros cuadrados a los que cada copropietario fideicomisario tiene derecho de acuerdo al porcentaje que cada uno adquirió, ya que como se ha mencionado, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores.


SEPTIMO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, el mismo resulta parcialmente FALSO, en atención a que si existe consenso con respecto a los metros cuadrados que le corresponden a cada copropietario, y no como de forma dolosa y con la intención de confundir la buena fe de su Señoría los actores lo manifiestan, ya que como se desprende del propio escrito de demanda de mis contrarios, se desprende y acredita de forma idónea, a través de las confesiones que realizan, respecto a que los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del predio fideicomitido, de común acuerdo realizaron la subdivisión de dicho terreno conforme al porcentaje que a cada uno le corresponde, siendo dichos copropietarios los actores, razón por la cual resulta absurdo e improcedente, que ahora pretendan obtener una superficie de terreno mayor a la que se estableció en su contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra dentro de la escritura pública nueve mil novecientos cuatro, exhibida por la contraria en su demanda como ANEXO DOS.


Por lo anterior, es que resulta improcedente lo demandado por mis contrarios, ya que al existir un acuerdo de voluntades entre los copropietarios, dentro de los cuales se encuentran los actores, respecto a la subdivisión del predio fideicomitido, resulta absurdo que ahora pretendan alegar un error en la escritura pública ya mencionada, y mas aún cuando en la misma se manifestó y las partes que en ella intervinieron declararon que en el contrato que obra en el instrumento notarial antes referido, no existe dolo, ERROR, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo, tal y como se desprende de la cláusula QUINTA, que obra a foja 34 –treinta y cuatro- de dicha escritura, cláusula que en su parte conducente a la letra dice:


“QUINTA.- Las partes contratantes, declaran: que en este contrato no existe dolo, error, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo…”


De igual forma, de la cláusula sexta (foja 34 –treinta y cuatro-) de la escritura referida con anterioridad, se desprende que los contratantes revisaron escrupulosamente y realizaron el estudio respectivo de los títulos de propiedad correspondientes al inmueble fideicomitido, habiendo asumiendo el Fideicomitente y los fideicomisarios cedentes, la responsabilidad de cualquier reclamación o controversia que surja sobre el título del inmueble, razón por la cual y al ser los actores fideicomisarios cedentes en dicha escritura, los mismos manifestaron que no existía error.

CAPITULO DE DERECHO.

Por lo que respecta al capítulo de derecho invocado por mis contrarios, su Señoría es el competente para resolver sobre el mismo, debiendo de tomar en consideración todo lo manifestado en el cuerpo del presente libelo.

EXCEPCIONES Y DEFENSAS

1.- LA EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA VIA.- En virtud de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda no se desprende el nombre de una acción en específico, también lo es que de las prestaciones si es que se les puede llamar así, al igual que de los hechos narrados en la misma, se desprende que lo que pretenden los actores es un APEO y DESLINDE, el cual está contemplado en los artículos 874 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, precepto legal que a la letra dice:

“Artículo 874.- El apeo y deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separen un predio de otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos, ya que porque naturalmente se hayan confundido, ora que se haya destruido las señales que lo marcaban, bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo.”

De lo anterior se desprende, que la vía ordinaria civil elegida por los actores para tramitar el presente juicio, resulta IMPROCEDENTE, ya que lo que pretende mi contraria es un apeo y deslinde, con independencia de que el mismo no resulte fundado y procedente, en atención a que los mismos manifestaron su voluntad y consentimiento en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, escritura que exhibió la actora en su demanda inicial como ANEXO DOS, razón por la cual no es dable admitir a trámite el presente juicio ordinario civil, así como tampoco en vía de Jurisdicción Voluntaria (apeo y deslinde), ya que no acredita la necesidad de promover la misma, amén a que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 876 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en que se actúa. 

Por lo anterior, resulta conforme a derecho que su Señoría se sirva declarar procedente la presente excepción, y en su caso se dejen a salvo los derechos y se ordene la tramitación por la vía correcta, siendo ésta la de Jurisdicción Voluntaria y no así la vía ordinaria civil como de forma errónea lo hacen valer los actores, con independencia de que la jurisdicción de apeo y deslinde, no es procedente por no contener los requisitos establecidos por la legislación civil aplicable, aunado a que desde éste momento, el suscrito se OPONE a que se lleve a cabo las diligencias de apeo y deslinde sobre el predio fideicomitido, en virtud de que de la propia escritura pública con la que los actores acreditan la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre el predio de referencia, se acredita de forma fehaciente, que los mismos contrataron y adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual carece de acción y derecho para intentar adquirir noventa metros mas de forma contraria a derecho, no respetando el documento público que les da el carácter de fideicomisarios cesionarios, siendo dicho documento, el instrumento notarial antes mencionado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y Jurisprudencias:

No. Registro: 181,381

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Junio de 2004

Tesis: XXIX.2o.1 C

Página: 1410

APEO Y DESLINDE. SI EXISTE OPOSICIÓN DE ALGUNO DE LOS COLINDANTES PARA QUE SE LLEVEN A CABO ESTAS DILIGENCIAS, EL JUZGADOR DEBE ABSTENERSE DE HACER DECLARACIÓN RESPECTO A LA POSESIÓN, Y RESERVAR LOS DERECHOS DEL INTERESADO PARA QUE LOS HAGA VALER EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE HIDALGO).

En términos del artículo 922, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo, si existe oposición de alguno de los colindantes respecto de un punto determinado y las partes no logran ponerse de acuerdo para que se lleven a cabo las diligencias de apeo y deslinde, el juzgador debe abstenerse de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión y reservar los derechos del interesado para que los haga valer en el juicio correspondiente, pero no lo faculta para sustanciar el pleito conforme a los trámites establecidos para el juicio contencioso respectivo, ni aplicar las disposiciones generales respecto a la jurisdicción voluntaria, particularmente la prevista en el artículo 882 del código adjetivo civil que contiene una norma general, pues lo establecido en el citado numeral 922 es la regla específica respecto al procedimiento a seguir en las diligencias de apeo y deslinde, siendo ésta la norma aplicable ya que, en la especie, opera el principio de especialidad de la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 292/2003. Ernestina Herculana Aranda San Román. 9 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Silvestre Fidel Ávalos Ramírez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 24, tesis de rubro: "APEO Y DESLINDE, OPOSICIÓN A LAS DILIGENCIAS DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."

No. Registro: 173,759

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Diciembre de 2006

Tesis: VI.2o.C.522 C

Página: 1348

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE RADICACIÓN.

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los derechos del actor para que los deduzca en la forma adecuada, pero de ninguna manera está facultada para ordenar la reposición del procedimiento desde el auto de radicación, ya que en materia civil no puede constituirse un proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, cuando el propio actor pidió de manera expresa que se siguiera en una diversa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo.

No. Registro: 177,529

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Agosto de 2005

Tesis: 1a./J. 74/2005

Página: 107

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.

La existencia de diversas vías para lograr el acceso a la justicia responde a la intención del Constituyente de facultar al legislador para que establezca mecanismos que aseguren el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la cual se manifiesta como la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su situación jurídica será modificada sólo a través de procedimientos regulares, establecidos previamente en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente procedente, causa agravio al demandado y, por ende, constituye una violación a sus derechos sustantivos al contravenir la referida garantía constitucional que inspira a todo el sistema jurídico mexicano, ya que no se está administrando justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 180,419

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: VI.2o.C. J/245

Página: 1921

ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON CONCEPTOS DIVERSOS.

No debe confundirse la improcedencia de la acción con la falta de acreditación de sus elementos, pues la primera versa sobre su no procedibilidad por no haber sido idónea para deducir los derechos de la parte actora, o bien, por haberse tramitado en la vía incorrecta, casos en los que la autoridad de instancia se encuentra impedida para efectuar pronunciamiento alguno sobre la sustancia del negocio en la sentencia definitiva, en cambio, la justificación de la acción implica el reconocimiento de su procedencia por ser la idónea y por haberse tramitado por la vía adecuada, y de que se satisficieron los elementos de la misma, circunstancia que conlleva necesariamente una decisión sobre el fondo de la controversia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 50/2003. Juan Villaseñor Barragán y otra. 6 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 117/2004. Cementos Atoyac, S.A. de C.V., hoy Cemex México, S.A. de C.V. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 206/2004. María Remedios Islas Muñoz. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 288/2004. Pedro Pancracio Irineo González. 21 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 321/2004. Manuel Alejandro Delgado y Salazar. 30 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

No. Registro: 178,665

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 25/2005

Página: 576

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

2.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que los actores, carecen de acción y derecho de demandar de la suscrita, así como de los demás copropietarios, las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en  virtud de que la suscrita no fue la que le cedió los derechos fideicomisarios que actualmente tienen los actores, siendo los errores y las prestaciones que pretenden subsanar y obtener respectivamente, derivados de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, lo que se traduce en que no existe relación contractual con mis contrarios, y por ende carecen de acción y derecho de demandarme las prestaciones que reclaman en su demanda, cuando el derecho obtenido por los demandantes, es derivado del contrato que obra en la escritura antes citada, contrato que celebraron con unos terceros que actualmente no son parte en el presente juicio.

Amén de lo anterior, y estando en el supuesto sin conceder, de que los actores si tuvieran acción y derecho para demandar de la suscrita las prestaciones que los actores mencionan en su escrito inicial de demanda, también lo es que dichas prestaciones resultarían infundadas e improcedentes, al igual que la acción que intentan, ya que en primer lugar, se trata de un documento público que hace prueba plena y que consiste en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores (en carácter de Fideicomisarios Cesionarios) con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos, en carácter de Fideicomisarios Cedentes, en el cual los actores manifestaron su consentimiento y voluntad, siendo ésta última la ley suprema en materia de contratos, amén de que como se desprende del artículo 149 y 150 del Código Civil del Estado de Quintana Roo, las partes deben de cumplir lo expresamente pactado, mejor conocido como el principio “Pacta Sunt Servanda”, ya que los contratantes se obligan en los términos que aparece que quisieron obligarse y deben de responder en el mismo sentido, aunado a que la validez y el cumplimiento de un negocio jurídico, no puede dejarse al arbitrio de una de las partes si son bilaterales como resulta en el caso en concreto.

En efecto, los actores deben de estarse a lo expresamente estipulado en su contrato antes referido, consistente en que los accionantes adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios del predio materia de fideicomiso mencionado a lo largo del presente escrito, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no sobre la superficie que pretenden los actores que su Señoría les reconozca, amén de que carecen de título que justifique el derecho que pretenden ejercitar, para demandar sobre una superficie mayor a la que se estipula en la escritura pública ya referida, aunado a que por lo que respecta a la medida total de la superficie del predio fideicomitido y del cual adquirieron los actores el porcentaje de los derechos antes citados, resulta ser muy claro el contenido, motivo por el cual se debe de interpretar literalmente el contenido del mismo, tal y como lo dispone el artículo 164 del Código Sustantivo, el cual a la letra dice:

“Artículo 164.- Si los términos de un negocio jurídico son claros y no dejan duda sobre la intención de quienes lo celebran, se estará al sentido literal de sus cláusulas.”

De lo anterior se desprende, que los demandantes carecen de acción y derecho de demandar las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en virtud de que los mismos adquirieron el porcentaje de derechos que les corresponden, sobre una superficie determinada y específica, la cual como se ha mencionado, es de 8,027.46 metros cuadrados, aunado a que si existe el error que precisan los actores en cuanto a los metros de la superficie, en todo caso debieron de haber demandado a las personas que les cedieron los derechos fideicomisarios, esto es a los Fideicomisarios Cedentes los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, mas no así a la suscrita como a los demás copropietarios.

Lo anterior es así, en virtud de que como se ha mencionado, los actores no justifican que tengan derecho para demandar las prestaciones que precisan en su demanda, así como tampoco para llevar a cabo un apeo y deslinde en el predio fideicomitido, ya que el contrato por medio del cual adquieren la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios, habla sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados mas no de una superficie de 8,615.75 metros cuadrados. Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que los actores tuvieran acción y derecho para solicitar se decrete judicialmente cuantos metros les corresponden sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, en primer lugar deben de realizar los trámites necesarios para corregir su contrato de cesión de derechos fideicomisarios que obra en la escritura pública antes mencionada, la cual fue exhibido como ANEXO DOS en el escrito inicial de demanda, y una vez corregida dicha escritura en cuanto a los metros de la superficie del terreno fideicomitido, podría hablarse de una demanda en contra de la suscrita y los demás codemandados, o en su caso de un apeo y deslinde, aclarando que en el caso en concreto no es dable, en atención a que no justifican derecho alguno para adquirir una superficie mayor, con el pretexto de que la cantidad de metros del predio fideicomitido no es correcta, aunado a que la certificación de medidas y colindancias realizado por la Dirección de Catastro de Cozumel Quintana Roo, si bien es cierto es un documento público, también lo es que dicho documento no da derecho alguno a los actores para demandar las prestaciones solicitadas en su demanda, ya que como su Señoría sabe, un trámite administrativo como lo es la certificación antes citada, no puede pasar por encima de un contrato y mucho menos modificarlo, mas aún cuando el contrato es bilateral y no acude a la rectificación administrativa, así como tampoco al juicio, los Fideicomisarios cedentes, que cedieron a los actores el porcentaje con el que actualmente cuentan.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

No. Registro: 180,917

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Agosto de 2004

Tesis: I.4o.C. J/18

Página: 1430

CONTRATOS. INTERPRETACIÓN. LA CONDUCTA QUE OBSERVAN LAS PARTES FRENTE A LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS ES ELEMENTO FUNDAMENTAL.

La conducta observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este "comportamiento interpretativo" arroja luz sobre la verdadera intención de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: "Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.". Este precepto confirma la superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa fuente de interpretación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 5224/2001. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Leticia Araceli López Espíndola.

Amparo directo 10244/2002. Miguel González Larriba. 20 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz.

Amparo directo 4044/2003. Banco Nacional de México, S.A. 30 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 15584/2003. Sergio Linares Van Hasselt. 19 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 16284/2003. Linda Yasmín Rich Rodríguez. 2 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.


De la anterior Jurisprudencia se acredita, que de forma dolosa los actores pretenden obtener un porcentaje mayor al que contrataron, mas aún si tomamos en cuenta, que la conducta adoptada por mis contrarios, durante y después del contrato, consistente en utilizar la fracción cuatro del predio fideicomitido, la cual se encuentra subdividida, tomando en consideración la superficie de metros cuadrados que se refiere en la escritura pública ya mencionada.


Amén de lo anterior, y como se ha manifestado a lo largo de la presente contestación de demanda, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores, de lo que se acredita que si bien es cierto existe una diferencia de metros en el total de la superficie detallada en los documentos antes mencionados, también lo es que dicha cuestión es un error de dedo o numérico, ya que los linderos y colindancias son exactamente iguales.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION PASIVA.- Consistente en que la suscrita, así como los demás codemandados, carecemos de legitimación pasiva, en virtud de que tanto la suscrita como los demás copropietarios, no cedimos ni tenemos relación contractual alguna con los actores, respecto al predio fideicomitido, aclarando que si el hecho de que los accionantes hayan contratado sobre una superficie supuestamente menor, y dicha situación les causa perjuicio, debieron de haber demandado a las personas con las que contrataron, refiriéndome a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, quienes cedieron a los actores, el porcentaje de los derechos fideicomisarios de los que actualmente son titulares.

En efecto, la actora erróneamente demanda a la suscrita y a los demás codemandados, ya que como se ha manifestado no existe relación contractual alguna, respecto a los derechos fideicomisarios de los cuales los demandantes son titulares, aclarando que el error que precisan los actores en su demanda, no pueden ser subsanables por los codemandados en el presente juicio, ya que los mismos no cedieron derecho alguno a los actores, razón por la cual resulta IMPROCEDENTE el presente juicio, ya sea en la vía ordinaria civil, así como para el caso de que su Señoría determine que la acción que intentan los accionantes es un apeo y deslinde, la cual se tramita vía jurisdicción voluntaria, misma que de igual forma resulta improcedente.

Asimismo, y a título de aclaración, es menester mencionar a su Usía, que por lo que respecta a la acción de nulidad por error que los actores debieron de haber demandado a los antiguos fideicomisarios cedentes, la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado de Quintana Roo.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

4.- EXCEPCION DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.- Consistente en que los actores omiten demandar o llamar a juicio a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, los cuales intervinieron en el negocio jurídico por medio del cual los demandantes adquieren el porcentaje de derechos fideicomisarios que actualmente tienen, a los cuales sin duda alguna les para perjuicio la sentencia que se pudiere dictar en el presente juicio, ya que los mismos  cedieron un porcentaje de sus derechos fideicomisarios respecto de una superficie determinada, pretendiendo los actores modificar dicha superficie.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir los siguientes criterios jurisprudenciales:

No. Registro: 174,230

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Tesis: 1a./J. 47/2006

Página: 125

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002).

El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."

No. Registro: 176,245

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: IV.2o.C.39 C

Página: 2408

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL Y NO UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN.

Si se atiende a que las condiciones de la acción son "los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado" (Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, vigésimo sexta edición, Editorial Porrúa, 2001, página 173); y los presupuestos procesales "son los requisitos o condiciones que deben cumplirse para la iniciación o el desarrollo válido de un proceso, o en su caso, para que pueda pronunciarse sentencia de fondo" (Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, décimo cuarta edición, página 2524); se concluye que mientras los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni seguirse válidamente un juicio, las condiciones de la acción son los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado, es decir, si faltan las condiciones de la acción, no hay inconveniente en que el Juez falle el juicio, lo que no sucede cuando no se satisface algún presupuesto procesal, como el litisconsorcio pasivo necesario, que se traduce en la falta de emplazamiento a juicio, de personas a las cuales la sentencia les perjudicará.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 553/2004. Rosalinda Mercado Díaz de Garza y coags. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretario: Fernando Ureña Moreno.

No. Registro: 176,529

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Diciembre de 2005

Tesis: 1a./J. 144/2005

Página: 190

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).

El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

5.- EXCEPCION DE OBSCURIDAD E IRREGULARIDAD DE LA DEMANDA.- Consistente en que resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda incoada en mi contra, en virtud de que por un lado, los actores reconocen y confiesan por un lado, que los mismos celebraron el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, por medio del cual adquirieron cada uno de los actores el 8% (16% en conjunto) de dichos derechos, respecto al predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab); contrato que celebraron con los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, contrato que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, y por otro lado de forma contradictoria, pretenden los demandantes obtener una porción mayor de terreno, al que se estableció en el contrato antes referido, con el cual manifestaron su consentimiento y voluntad con el contenido del multicitado negocio jurídico, amén de que omiten justificar el derecho que supuestamente tienen para reclamar una porción mayor de terreno, a la que actualmente tienen.

En tal orden de ideas, también resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda de los actores, en atención a que como se desprende del hecho cuarto de la demanda, los mismos confiesan que el predio fideicomitido fue subdividido de común acuerdo y a conveniencia de los actuales copropietarios, entre los que se encuentran los actores, situación que resulta cierta, resultando absurdo que por otro lado, manifiesten en el hecho séptimo de la demanda, que no existe consenso respecto a la cantidad de metros cuadrados que le corresponde a cada uno de los copropietarios tomando en consideración el porcentaje del que tienen la titularidad, lo que denota la mala fe y el dolo con el que se conducen los demandantes, ya que al haber existido acuerdo de voluntades entre los copropietarios incluyendo a los actores, para subdividir el predio fideicomitido, ahora no pueden alegar que no existe consenso sobre el particular, y mas aún cuando llevan ocupando por un periodo de tiempo bastante amplio, la fracción cuatro que como se ha manifestado de común acuerdo les corresponde.


De igual forma resulta contradictorio el escrito inicial de demanda, en virtud de que como se ha manifestado con antelación, los actores pretenden acreditar el supuesto derecho que tienen a una superficie mayor de la que actualmente detentan en la fracción del predio fideicomitido que les corresponde, con la Certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catstro del Municipio de Cozumel, aclarando que dicha certificación coincide exactamente con los metros de los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública exhibida por mis contrarios como ANEXO DOS, razón por la cual no existe error alguno en cuanto a los metros cuadrados que le corresponden a cada uno de los copropietarios del bien materia del fideicomiso.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver a la suscrita de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

6.- LA DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 149, 150 y 164 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO.- Consistente en que los actores se obligaron y contrataron en términos de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, encontrándose obligados a cumplir con lo contratado en dicha escritura, razón por la cual no es dable que ahora pretendan modificar el contenido de la misma, por lo que respecta a los metros cuadrados de superficie del predio fideicomitido, estando obligados los contrarios a cumplir con lo pactado dentro del contrato de referencia.

Asimismo, los actores conocían el contenido del contrato que obra dentro de la escritura en cita, aclarando que como se desprende de la misma, las cláusulas y en si todo el contenido es muy claro, razón por la cual se debe de interpretar literalmente el contenido del ya referido contrato, aunado de que para el caso de que existiera un error en el mismo, no es procedente se aclare o convalide en el presente juicio por no ser la vía correspondiente, así como por no tener los codemandados legitimación pasiva en el presente juicio.

De igual forma, el contrato ya mencionado no puede quedar al arbitrio de uno de los contratantes como pretenden hacerlo los actores, ya que los fideicomisarios cedentes, no fueron demandados por los supuestos errores que alegan los accionantes en el contrato aludido, debiendo por tal razón, demandar los actores a dichos cedentes y no así a la suscrita, ya que la suscrita no tiene relación contractual alguna con los mismos.

7.- EXCEPCION DE SINE ACTIONE AGIS.- opongo la presente defensa que en sí no tiene el carácter de excepción, pero tiene el efecto de arrojar a la parte contraria la carga de la prueba para acreditar los hechos constitutivos de sus pretensiones, debiendo de acreditar en primer término, que los actores contrataron sobre la superficie que reclaman, esto es la de 8,615.75 metros cuadrados, y en consecuencia acreditar el derecho que supuestamente tienen para reclamar las prestaciones que demandan, con independencia de que la presente vía sea improcedente.

 La presente excepción deberá de declararse procedente, en virtud de que la parte actora es la que está afirmando que tiene derecho a mas metros de superficie, y por ende los mismos son los que deben de probar tal situación.
8.- EXCEPCION NON MUTATI LIBELI.- opongo la presente excepción a efecto de que mi contraria no modifique o altere el escrito de su demanda en los términos precisados. 

9.- EXCEPCION INOMINADA.- que se hace valer de conformidad con todo lo expuesto a lo largo de la presente contestación de demanda, mismas que deberán ser valoradas en beneficio de los intereses de los suscritos. 


Por todo lo anterior, es procedente que su Señoría se sirva declarar fundadas y procedentes, todas y cada una de las excepciones y defensas vertidas en el cuerpo del presente ocurso.

OBJECION DE DOCUMENTOS

En este acto, vengo a objetar en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle los actores, al oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro de Cozumel, signado por la Arquitecta Patricia Cardeña Martínez, así como la cédula catastral número 0000029697 de fecha 26 de febrero de 2007, signada por la persona antes citada, objeción que se realiza por las siguientes consideraciones:

Cabe manifestar a su Señoría, que los actores con los documentos mencionados en el párrafo anterior, pretenden hacerle creer que tienen derecho de demandar las prestaciones que reclaman en su escrito inicial de demanda, tratando de confundir la buena fe de su Usía, al hacerle creer que por exhibir dichos documentos, se va a poder modificar y pasar por alto el contenido del contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores, el cual obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

En efecto, los actores pretenden fundar un derecho inexistente, como lo es el hecho de demandar a efecto de que se declare judicialmente que el porcentaje del 16% que en conjunto adquirieron, debe de ser determinada sobre una superficie mayor a la que se estipuló y pactó en el contrato de cesión ya referido, respecto al predio objeto del fideicomiso.

Lo anterior es así, en virtud de que con independencia de que los documentos que en este acto se objetan sean documentos públicos, los mismos no pueden modificar el contenido de un contrato bilateral que obra en escritura pública, ya que el mismo fue celebrado conforme a derecho y el contenido del mismo es la voluntad de los contratantes, razón por la cual su Señoría no deberá de otorgar valor probatorio alguno a los documentos antes citados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los términos precisados en el cuerpo del presente libelo.

SEGUNDO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que menciono, para los fines precisados.

TERCERO.- Tener por opuestas las excepciones y defensas que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo declarar procedentes las mismas.

CUARTO.- Tener por objetados en cuanto al alcance y valor probatorio, los documentos precisados en el capítulo respectivo, por los razonamientos vertidos en el presente escrito.

QUINTO.- Con las copias simples de traslado que se exhiben, se sirva correr traslado a los actores, a efecto de que en el término de ley, manifiesten lo que a su derecho corresponda.

SEXTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, en la cual se absuelva a la suscrita, de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

TAMARA WARNER MINTON 
Cozumel, Quintana Roo, a seis de agosto de dos mil ocho.

GABRIEL EDGARDO ORLANDO Y

SILVINA MARIANA ORLANDO.

VS

JOCELYN DEWOLF TORRES,

MARK A. TORRES,

TAMARA WARNER MINTON,

RANDALL W. MINTON,

LAUREL KADING TORRES,

MARSHA WILL TATE.

JUICIO ORDINARIO CIVIL

EXPEDIENTE: 158/2008-C

C. JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE COZUMEL, QUINTANA ROO.


RANDALL WAYNE MINTON, por mi propio derecho, aclarando desde éste momento que el suscrito es de nacionalidad Norte Americana, no contando con FM3, ya que el promovente acude a esta Isla de Cozumel en carácter de Turista (Extranjero), tan es así que la titularidad del bien fideicomitido sobre el que versa el presente juicio, lo adquirí mediante fideicomiso por ser extranjero, acreditando desde éste momento mi calidad migratoria en México con copia certificada de mi pasaporte, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, las Listas y los Estrados de este H. Juzgado, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935 respectivamente, autorizando de igual forma a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADOS CORRALES, JULIO DE LA VEGA LUNA, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 265 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, ADD CAUTELAM vengo a dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

I.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

II.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

III.- La prestación correlativa que en este apartado se contesta, deberá ser declarada improcedente e infundada, por los razonamientos vertidos en el cuerpo del presente libelo.

CONTESTACION AL CAPÍTULO DE HECHOS

PRIMERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto.

SEGUNDO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente forma:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto.

El párrafo segundo del correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, ya que si bien es cierto que se repite en dos puntos cardinales la misma colindancia con la carretera Costera Sur, también lo es que dicha situación no es trascendental como lo manifiestan los actores, ya que existe plena identificación del predio fideicomitido.

De igual forma, y por lo que respecta a lo manifestado por los coactores en el párrafo segundo del correlativo que se contesta, referente a un error en cuanto a la superficie del terreno fideicomitido, me permito hacer notar a su Señoría, que el error a que hace referencia la contraria, no es cuestión que se deba demandar al suscrito así como a los demás copropietarios de los derechos fideicomisarios, en virtud de que los actores al celebrar el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, con unos terceros que no son parte en el presente juicio, manifestaron su conformidad, consentimiento y su voluntad con el contenido de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, amén de que en dicha escritura, manifestaron los actores que no existía error en el contenido de la misma.

Es importante mencionar a su Señoría, que tal y como se desprende del oficio número DCM/JP-0000000451/07 de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, por medio del cual se realiza una certificación de los linderos y colindancias del bien fideicomitido, documento que fue exhibido por los coactores en su escrito inicial de demanda como anexo tres, se observa que si bien es cierto se corrigió los metros totales de la superficie, también lo es que las medidas y colindancias de dicho certificado, son las mismas que se detallan en la escritura número 9,904, en específico en el antecedente marcado con el número I de la escritura antes citada, misma que fue exhibida por mi contraria como anexo dos en su demanda inicial;  esto es que tanto en el documento expedido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel antes mencionado, como en la escritura de referencia, son los mismos metros por cada colindancia. Para una mejor comprensión, me permito insertar una tabla comparativa de los linderos y colindancias ya mencionados:

	Escritura Pública número 9,904 de fecha 25 de Junio de 2004, pasada ante la fe del Notario Público número 9 de Cozumel.
	Certificación de Medidas y Colindancias de la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel.

Oficio DCM/JP-0000000451/07

	Al Norte en 81 metros
	Al Norte en 81 metros

	Al Sur en 76.30 metros
	Al Sur en 76.30 metros

	Al Este en 110 metros
	Al Este en 110 metros

	Al Oeste en 110 metros
	Al Oeste en 110 metros

	Superficie total  8,027.46 metros cuadrados
	Superficie total 8,615.75 metros cuadrados.


De lo anterior se desprende y se acredita de forma fehaciente, que si bien es cierto que existe un error en los metros de la superficie total detallada en la escritura antes mencionada, también lo es que se trata de errores de dedo, que de ninguna manera afecta la fracción de terreno que cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios detenta, en virtud de que son los mismos metros en las colindancias con independencia de que el total de la superficie total no sea la misma en los documentos antes comparados, ya que dicha situación se debe a un simple error al sacar el total de la superficie, pero en ningún momento los actores tienen una superficie menor de terreno a la que les corresponde, con lo que su Usía se percata del dolo y mala fe con la que se conducen los accionantes en el presente juicio, ya que el error de la superficie no afecta en lo absoluto los metros de cada copropietario. 

Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo manifestado por los actores les causara perjuicio, también lo es que debieron de haber demandado a los fideicomisarios cedentes con los que celebró el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, ya que en todo caso si existió un error en dicha escritura, el mismo es un error de hecho atribuible a los cedentes con los que contrataron los accionantes, sin embargo, cabe resaltar a su Señoría que la acción de nulidad fundada en error, se encuentra prescrita según lo dispone la legislación civil aplicable al estado.

Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que en este acto se contesta, es cierto, sin embargo cabe manifestar a su Usía, que el hecho de que una autoridad administrativa como lo es la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el predio fideicomitido, dicha situación no quiere decir que modifique y mucho menos anule el contenido de una escritura pública que contiene el contrato de cesión de derechos fideicomisarios del predio objeto de fideicomiso, escritura que ya ha sido mencionada en párrafos anteriores y que obra en autos del presente juicio, al haber sido exhibida como ANEXO DOS por los actores en su escrito inicial de demanda, en atención a que en dicho contrato se encuentra el consentimiento y la voluntad de los contratantes, siendo la ley suprema en los contratos, la voluntad de las partes, amén de que como se ha mencionado con anterioridad, sigue siendo los mismos metros en los linderos y colindancias, mencionados tanto en la escritura en cita, como en la certificación emitida por catastro.
Sin embargo cabe manifestar a su Señoría, que el hecho de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de linderos y colindancias, no quiere decir que dicho trámite que resulta meramente administrativo, sea suficiente para modificar o dejar sin efectos lo estipulado y convenido en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, referente a la medida del terreno denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

TERCERO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando que el número de la clave catastral del inmueble ya mencionado, es 4011800228, y no como de forma errónea lo manifiesta la actora.

CUARTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:

Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, resulta cierto, debiendo su Señoría de tomar en consideración la CONFESIÓN que realiza la parte actora, consistente en que el predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab), con las medidas y colindancias detalladas en la escritura de referencia, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, fue subdividido a CONVENIENCIA DE LOS ACTUALES COPROPIETARIOS DE LOS DERECHOS FIDEICOMISARIOS, aclarando que los ACTORES en el presente juicio, son copropietarios de los derechos antes mencionados, confesión que hace prueba plena, sin necesidad de ratificación de la misma, tal y como lo dispone el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles de Quintana Roo, el cual a la letra dice:

“Artículo 399.- La confesión hecha en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto de juicio, hará prueba plena sin necesidad de ratificación ni ser ofrecida como prueba.”

Con lo anterior se acredita de forma fehaciente e idónea, que los actores en el presente juicio, intervinieron y manifestaron su voluntad y consentimiento de manera tácita y verbal, con la subdivisión que se realizó entre los fideicomisarios (copropietarios) del terreno fideicomitido, ya que como se ha mencionado en párrafos anteriores, en el escrito inicial de demanda, en específico en el primer párrafo del hecho “CUARTO”, CONFIESAN haber intervenido en la subdivisión, amén de confesar que dicha división se realizó a CONVENIENCIA de los copropietarios del predio ya referido; razón por la cual resulta incongruente y contradictorio que los hoy actores, ahora pretendan de forma dolosa y contraria a derecho, anular de cierta forma el acuerdo de voluntades tomada entre los copropietarios del Inmueble en cita, copropietarios dentro de los cuales se encuentran mis contrarios, tal y como se acredita con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, la cual fue exhibida por los demandantes en su escrito de demanda como ANEXO DOS, los mismos adquieren el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios del Inmueble mencionado en párrafos anteriores, esto es el 8% de dichos derechos para cada uno de los coactores.

Amén de lo anterior, cabe manifestar que efectivamente los actores les corresponde la Fracción cuatro del predio fideicomitido, fracción que han venido ocupando derivado del porcentaje de los derechos fideicomisarios que adquirieron mediante la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro ya antes citada, aclarando que el predio en comento, se encuentra dividido en seis fracciones, decisión que se tomó de común acuerdo por todos y cada uno de los copropietarios o titulares de los derechos fideicomisarios sobre dicho predio, por ser la forma mas conveniente de división, en virtud de que a las seis fracciones del terreno de referencia, tienen los metros proporcionales de frente, con relación al porcentaje que a cada uno de los copropietarios les corresponde, refiriéndose el suscrito al decir “metros de frente”, a la colindancia OESTE del multicitado predio, la cual colinda con la carretera costera sur.

Ahora bien, y por lo que respecta al segundo párrafo del correlativo que en este apartado se contesta, por una parte ni se afirma ni se niega por no ser un hecho propio lo referente a que supuestamente la Institución Fiduciaria no dejó claro a los actores, cuantos metros cuadrados le correspondería a cada copropietario de los derechos fideicomisarios del bien fideicomitido de acuerdo al porcentaje que cada copropietario había adquirido, manifestando que resulta FALSO lo referente a que según la actora, existe la necesidad de que la autoridad judicial determine cuantos metros cuadrados corresponde a cada copropietario, en virtud de que como se ha mencionado y como lo han CONFESADO los actores en su demanda, los copropietario incluyendo a mis contrarios, realizamos de común acuerdo y en conveniencia de todos los copropietarios de los derechos fideicomisarios, la división del predio fideicomitido, la cual consistió en dividir dicho bien en seis fracciones, aclarando que los actores se encuentran utilizando la fracción cuatro, tan es así que los mismos han construido una casa en dicha fracción, tal y como se acreditará con la inspección que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.

Por lo anterior, resulta contradictorio, incongruente e improcedente, que los actores después de haber dividido de común acuerdo junto con los demás copropietarios el predio fideicomitido, pretendan obtener una declaración judicial de algo que ya existe, situación que ha quedado debidamente acreditado con la confesión que realizan los actores a través de sus apoderados en el escrito inicial de demanda, en específico en el párrafo uno del hecho correlativo que se contesta.

Asimismo, resulta falso el hecho de que supuestamente no existe consenso en cuanto a los metros que le corresponde a cada uno de los copropietarios de los derechos fideicomisarios, ya que como se ha manifestado con anterioridad, y sin intención de ser repetitivo, los actores confiesan en el hecho cuatro de su demanda, que los actuales copropietarios (siendo los actores actuales copropietarios) subdividieron el predio fideicomitido en seis fracciones, lo que se traduce en que SI EXISTE CONSENSO en cuanto a la división y metros que a cada copropietario le corresponde con relación al porcentaje de los derechos fideicomisarios del que son titulares cada uno, tan es así, que actualmente cada fideicomisario tiene su respectiva fracción.

Aunado a lo anterior, cabe mencionar a su Señoría que el presente juicio resulta improcedente, en atención a que como se ha mencionado con antelación, los metros de los linderos y colindancias detallados tanto en la escritura pública número 9,904 exhibida por los actores como anexo dos de su demanda, y los detallados en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (documento exhibido por los actores), resultan ser EXACTAMENTE los mismos metros, por lo que resulta absurdo que el hecho de que exista un error involuntario en el total de los metros de la superficie, pretendan los actores alegar a su favor que les corresponden determinados metros mas de la fracción cuatro que actualmente tienen, ya que al ser los mismos metros, la subdivisión realizada entre todos los copropietarios y a conveniencia de los mismos, está realizada sobre los metros correctos de los linderos y colindancias.

QUINTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, es cierto, aclarando a su Señoría que los metros cuadrados del predio fideicomitido, se tomaron de la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que mediante dicha escritura, se constituyó el Fideicomiso traslativo de dominio, respecto al predio denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana Roo, México, (Fraccionamiento Chankanab), en la cual se estableció que dicho predio tenía una superficie de ocho mil veintisiete metros cuarenta y seis centímetros cuadrados (8,027.46m2), siendo de ésta escritura, de donde se han ido generando las cesiones de los derechos fideicomisarios respectivas a cada uno de los actuales copropietarios.

Sin embargo, cabe manifestar a su Usía, que dentro del antecedente I de la escritura número nueve mil novecientos cuatro, la cual fue exhibida en copia certificada por la parte actora como ANEXO DOS en su escrito inicial de demanda, se hace mención a la escritura citada en el párrafo anterior.

En otro orden de ideas, es menester hacer notar a su Señoría, que la división del predio fideicomitido, tiene que hacerse tomando en consideración la escritura pública número cuatro mil seiscientos cuarenta y cuatro de fecha doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, en virtud de que por dicha escritura, se dio en fideicomiso el predio antes referido, en la cual como se ha manifestado, se estipuló que el terreno mencionado en párrafos atrás, tenía una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual se hizo la división de esa forma, sin que esto se traduzca en que se subdividió en una porción menor, ya que como se ha manifestado a lo largo del presente escrito, los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública número 9,904 y la certificación de linderos y colindancias emitida por la Dirección de Catastro, son exactamente los mismos, aunado a que los actores confiesan en su demanda, que  la división o subdivisión se llevó a cabo por los copropietarios de los derechos fideicomisarios, formando parte de éstos los accionantes.

En otro orden de ideas, cabe manifestar que estando en el supuesto sin conceder de que le causara perjuicio alguno a los actores el hecho de que la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel, Quintana Roo, se mencione como superficie del predio fideicomitido la de 8,027.46 metros cuadrados, dicha situación no es imputable al suscrito, así como a ninguno de los demás codemandados en el presente juicio, ya que los actores celebraron contrato de cesión de derechos fideicomisarios respecto al predio multicitado (predio fideicomitido), con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de “Fideicomisarios Cedentes”, y los actores en carácter de “Fideicomisarios Cesionarios”, habiendo manifestado su voluntad y consentimiento con el contenido de la escritura mencionada al principio del presente párrafo, recordando que la voluntad, es la ley suprema en materia de contratos, habiendo aceptado desde ése entonces, el hecho de que el predio fideicomitido tiene la superficie antes citada.

Ahora bien, si el hecho de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados del predio fideicomitido en la escritura pública antes citada, los demandantes debieron de haber demandado la nulidad parcial de la multicitada escritura, por un error de hecho, consistente en no hacer mención de forma correcta a los metros que en realidad tiene el predio materia del fideicomiso, acción que debieron de haber ejercitado en contra de los fideicomisarios cedentes, que les cedieron el porcentaje con el que actualmente cuentan los accionantes, pero en ningún momento el suscrito es responsable del error del instrumento público referido.

En efecto, la parte actora debió de haber demandado la nulidad fundada en un error de hecho, como lo es la incorrecta determinación de los metros cuadrados con los que cuenta el terreno fideicomitido, sin embargo la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado, el cual a la letra dice:

“Artículo 398.- La acción de nulidad fundada en error prescribe en el lapso de dos años, a no ser que el que incurrió en él lo conozca antes de que expire ese término, pues en este caso la acción prescribe a los noventa días contados desde aquél en que el error fue conocido.”

Sin embrago y a pesar del error que existe en la escritura pública multicitada, físicamente cada copropietario tiene los metros cuadrados que le corresponden de acuerdo al porcentaje adquirido por cada uno sobre la superficie total correcta (8,615.75 m2), ya que los linderos y colindancias son los mismos y el error de la superficie es simplemente un error al momento de sacar el total de metros del bien fideicomitido, pero en ningún momento afecta el total de metros del Inmueble materia del fideicomiso.

Por lo anterior, es por lo que todos y cada uno de los actuales copropietarios, realizamos la subdivisión del inmueble materia del fideicomiso sobre la cantidad de 8,027.46 metros cuadrados, ya que es la superficie señalada desde el instrumento notarial por el cual se constituyó el fideicomiso que ha dado origen a que los actuales copropietarios tengamos la calidad de fideicomisarios, habiendo manifestado los mismos su consentimiento, voluntad y aceptación con la superficie del terreno fideicomitido, en los contratos respectivos de cesión de derechos fideicomisarios por medio de los cuales, cada uno adquirió los derechos con los que actualmente cuentan, sin que esto se traduzca en que la división se realizó sobre una cantidad menor de metros cuadrados, ya que físicamente y sin la intención de ser repetitivo, el predio fideicomitido cuenta con 8,615.75, con independencia del error ya aludido, el cual simplemente es un error de números que no afecta en lo absoluto la copropiedad de cada fideicomisario.
Aunado a lo anterior, y con independencia de que la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel, haya realizado una certificación de medidas y colindancias sobre el bien objeto del fideicomiso, dicho documento no es suficiente para nulificar o modificar el contenido de la escritura originaria, por medio de la cual se constituyó el fideicomiso, así como el de la escritura que adjunta mi contraria a su demanda como ANEXO DOS, ya que como se ha mencionado, la ley suprema en materia de contratos es la voluntad, y los accionantes quisieron obligarse y contratar en dichos términos, esto es como fideicomisarios Cesionarios en un 8% cada uno de los derechos respectivos, sobre la superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no así sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, con independencia de que para el caso de que les causara perjuicio alguno a mis contrarios, como se ha mencionado con antelación, debieron de haber ejercitado la acción correspondiente en contra de las personas que les cedieron los derecho del 16% que en conjunto tienen de los derechos fideicomisarios, pero no al suscrito y a los demás codemandados, ya que carecen de acción y derecho para hacerlo.


SEXTO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, me permito realizarlo de la siguiente manera:


Por lo que respecta al primer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente los actores han venido ocupando la fracción cuatro del predio fideicomitido, derivado de la subdivisión que de forma voluntaria y de común acuerdo se realizó entre todos y cada uno de los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del inmueble antes citado, dentro de los que se encontraban los demandantes, tal y como los actores lo CONFIESAN en el hecho cuatro de su escrito de demanda, sin embargo, resulta falso el hecho de que la construcción realizada por mis contrarios, sea de dominio y complacencia de los demás copropietarios entre los que se encuentra el suscrito.


Ahora bien, y en cuanto al segundo párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta parcialmente falso, en virtud de que la fracción cuatro del predio fideicomitido que ocupan los coactores, no cuenta con una superficie menor al 16% que les corresponde, como de forma dolosa pretenden hacer creer a su Señoría los demandantes, ya que como se acredita de forma fehaciente con la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de este Estado, los mismos contrataron y celebraron una cesión de derechos fideicomisarios con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos en carácter de Fideicomisarios Cedentes, respecto del 8% de los derechos fideicomisarios sobre el predio fideicomitido, para cada uno de los actores, obteniendo en conjunto el 16% de los derechos en cita, porcentaje que fue sobre una superficie total de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la propia escritura en comento, y no sobre una superficie de 8,615.75 metros cuadrados como de forma dolosa pretende hacerlo mi contraria.


Por lo anterior, cabe manifestar a su Señoría que la parte actora manifestó su voluntad y consentimiento con el contenido y los términos de la escritura pública de mérito, con el simple hecho de haber firmado la misma, razón por la cual no puede alegar situación al respecto; sin embargo y estando en el supuesto sin conceder de que exista un error en cuanto a los metros cuadrados de la superficie del predio fideicomitido en el instrumento notarial antes mencionado, también lo es que dicho error no es culpa del suscrito ni de los demás codemandados, sino que en todo caso, la parte actora debió de haber demandado a los Fideicomisarios Cedentes con los que celebró la cesión respectiva, derivado de un error de hecho en cuanto al objeto indirecto del contrato, situación que omite realizar la actora.


En efecto, los actores debieron de haber demandado a los cedentes de los derechos, por existir un error en la cantidad de metros de superficie del predio fideicomitido, ya que el hecho de que exhiban en su escrito inicial de demanda como ANEXO TRES, certificado de medidas y colindancias, con oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto del 2007, dicho documento de ninguna manera puede  modificar y mucho menos dejar sin efectos el contenido de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, exhibida por mi contraria como ANEXO DOS, en la cual consta el acto jurídico por medio del cual, los actores adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios que actualmente poseen, recordando que en materia de contratos, la ley suprema lo es la voluntad de las partes, habiendo existido en la escritura ya mencionada, el consentimiento y voluntad de los actores, para adquirir el 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual resulta FALSO que los actores tengan una superficie menor al porcentaje que adquirieron en el Instrumento ya mencionado.


Por lo que respecta al tercer párrafo del correlativo que se contesta, el mismo resulta FALSO, ya que en ningún momento el suscrito en compañía de los demás copropietarios, hemos privado a los actores de la superficie que refieren, ya que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, los actores adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, tal y como se desprende de la multicitada escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, misma que fue exhibida en copia certificada por mi contraria en su demanda inicial, como ANEXO DOS. Por lo anterior es que resulta improcedente que pretendan los accionantes demandar que les corresponde un porcentaje sobre una superficie mayor a la que contrataron y estipularon en la escritura antes mencionada, y mas aún al demandar al suscrito y a los demás copropietarios, ya que éstos últimos no tienen relación contractual con los hoy actores.


Amén de lo anterior, es importante manifestar a su Señoría, que por lo que respecta a la supuesta privación de los copropietarios del predio fideicomitido, hacia el porcentaje de los actores, situación que es falsa como ya se ha mencionado en líneas anteriores, tan es así, que los actores de forma dolosa y sin consentimiento y consenso de los demás copropietarios, se encuentran invadiendo de forma ilegal una fracción de terreno que no les corresponde, habiéndose  hecho Justicia por su propia mano, ya que en principio, los actores normalmente habitan en la fracción que les corresponde del predio objeto de fideicomiso, y los demás copropietarios lo utilizamos dicho predio en las fracciones que a cada uno le corresponde, como un lugar para vacacionar y descansar, pero no es nuestro domicilio habitual, teniendo los actores, todas las facilidades para haber invadido una fracción que no es la suya, situación que se hará valer en la vía y ante la autoridad competente. Lo anterior, se acreditará con la inspección judicial que se ofrecerá en el momento procesal oportuno.


Amén de lo anterior, y sin la intención de ser reiterativo, me permito recalcar a su Señoría que si bien es cierto que existe un error de número en el total de metros de la superficie del predio fideicomitido, también lo es que dicho error no afecta en lo absoluto la cantidad de metros cuadrados a los que cada copropietario fideicomisario tiene derecho de acuerdo al porcentaje que cada uno adquirió, ya que como se ha mencionado, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores.


SEPTIMO.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta, el mismo resulta parcialmente FALSO, en atención a que si existe consenso con respecto a los metros cuadrados que le corresponden a cada copropietario, y no como de forma dolosa y con la intención de confundir la buena fe de su Señoría los actores lo manifiestan, ya que como se desprende del propio escrito de demanda de mis contrarios, se desprende y acredita de forma idónea, a través de las confesiones que realizan, respecto a que los actuales copropietarios de los derechos fideicomisarios del predio fideicomitido, de común acuerdo realizaron la subdivisión de dicho terreno conforme al porcentaje que a cada uno le corresponde, siendo dichos copropietarios los actores, razón por la cual resulta absurdo e improcedente, que ahora pretendan obtener una superficie de terreno mayor a la que se estableció en su contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra dentro de la escritura pública nueve mil novecientos cuatro, exhibida por la contraria en su demanda como ANEXO DOS.


Por lo anterior, es que resulta improcedente lo demandado por mis contrarios, ya que al existir un acuerdo de voluntades entre los copropietarios, dentro de los cuales se encuentran los actores, respecto a la subdivisión del predio fideicomitido, resulta absurdo que ahora pretendan alegar un error en la escritura pública ya mencionada, y mas aún cuando en la misma se manifestó y las partes que en ella intervinieron declararon que en el contrato que obra en el instrumento notarial antes referido, no existe dolo, ERROR, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo, tal y como se desprende de la cláusula QUINTA, que obra a foja 34 –treinta y cuatro- de dicha escritura, cláusula que en su parte conducente a la letra dice:


“QUINTA.- Las partes contratantes, declaran: que en este contrato no existe dolo, error, lesión o algún otro vicio que pudieran invalidarlo…”


De igual forma, de la cláusula sexta (foja 34 –treinta y cuatro-) de la escritura referida con anterioridad, se desprende que los contratantes revisaron escrupulosamente y realizaron el estudio respectivo de los títulos de propiedad correspondientes al inmueble fideicomitido, habiendo asumiendo el Fideicomitente y los fideicomisarios cedentes, la responsabilidad de cualquier reclamación o controversia que surja sobre el título del inmueble, razón por la cual y al ser los actores fideicomisarios cedentes en dicha escritura, los mismos manifestaron que no existía error.

CAPITULO DE DERECHO.

Por lo que respecta al capítulo de derecho invocado por mis contrarios, su Señoría es el competente para resolver sobre el mismo, debiendo de tomar en consideración todo lo manifestado en el cuerpo del presente libelo.

EXCEPCIONES Y DEFENSAS

1.- LA EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA VIA.- En virtud de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda no se desprende el nombre de una acción en específico, también lo es que de las prestaciones si es que se les puede llamar así, al igual que de los hechos narrados en la misma, se desprende que lo que pretenden los actores es un APEO y DESLINDE, el cual está contemplado en los artículos 874 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, precepto legal que a la letra dice:

“Artículo 874.- El apeo y deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separen un predio de otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos, ya que porque naturalmente se hayan confundido, ora que se haya destruido las señales que lo marcaban, bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo.”

De lo anterior se desprende, que la vía ordinaria civil elegida por los actores para tramitar el presente juicio, resulta IMPROCEDENTE, ya que lo que pretende mi contraria es un apeo y deslinde, con independencia de que el mismo no resulte fundado y procedente, en atención a que los mismos manifestaron su voluntad y consentimiento en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la fe del Notario Público número nueve de Cozumel Quintana Roo, escritura que exhibió la actora en su demanda inicial como ANEXO DOS, razón por la cual no es dable admitir a trámite el presente juicio ordinario civil, así como tampoco en vía de Jurisdicción Voluntaria (apeo y deslinde), ya que no acredita la necesidad de promover la misma, amén a que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 876 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en que se actúa. 

Por lo anterior, resulta conforme a derecho que su Señoría se sirva declarar procedente la presente excepción, y en su caso se dejen a salvo los derechos y se ordene la tramitación por la vía correcta, siendo ésta la de Jurisdicción Voluntaria y no así la vía ordinaria civil como de forma errónea lo hacen valer los actores, con independencia de que la jurisdicción de apeo y deslinde, no es procedente por no contener los requisitos establecidos por la legislación civil aplicable, aunado a que desde éste momento, el suscrito se OPONE a que se lleve a cabo las diligencias de apeo y deslinde sobre el predio fideicomitido, en virtud de que de la propia escritura pública con la que los actores acreditan la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios sobre el predio de referencia, se acredita de forma fehaciente, que los mismos contrataron y adquirieron el 16% en conjunto, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, razón por la cual carece de acción y derecho para intentar adquirir noventa metros mas de forma contraria a derecho, no respetando el documento público que les da el carácter de fideicomisarios cesionarios, siendo dicho documento, el instrumento notarial antes mencionado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y Jurisprudencias:

No. Registro: 181,381

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Junio de 2004

Tesis: XXIX.2o.1 C

Página: 1410

APEO Y DESLINDE. SI EXISTE OPOSICIÓN DE ALGUNO DE LOS COLINDANTES PARA QUE SE LLEVEN A CABO ESTAS DILIGENCIAS, EL JUZGADOR DEBE ABSTENERSE DE HACER DECLARACIÓN RESPECTO A LA POSESIÓN, Y RESERVAR LOS DERECHOS DEL INTERESADO PARA QUE LOS HAGA VALER EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE HIDALGO).

En términos del artículo 922, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo, si existe oposición de alguno de los colindantes respecto de un punto determinado y las partes no logran ponerse de acuerdo para que se lleven a cabo las diligencias de apeo y deslinde, el juzgador debe abstenerse de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión y reservar los derechos del interesado para que los haga valer en el juicio correspondiente, pero no lo faculta para sustanciar el pleito conforme a los trámites establecidos para el juicio contencioso respectivo, ni aplicar las disposiciones generales respecto a la jurisdicción voluntaria, particularmente la prevista en el artículo 882 del código adjetivo civil que contiene una norma general, pues lo establecido en el citado numeral 922 es la regla específica respecto al procedimiento a seguir en las diligencias de apeo y deslinde, siendo ésta la norma aplicable ya que, en la especie, opera el principio de especialidad de la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 292/2003. Ernestina Herculana Aranda San Román. 9 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Silvestre Fidel Ávalos Ramírez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 169-174, Sexta Parte, página 24, tesis de rubro: "APEO Y DESLINDE, OPOSICIÓN A LAS DILIGENCIAS DE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA)."

No. Registro: 173,759

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Diciembre de 2006

Tesis: VI.2o.C.522 C

Página: 1348

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE RADICACIÓN.

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los derechos del actor para que los deduzca en la forma adecuada, pero de ninguna manera está facultada para ordenar la reposición del procedimiento desde el auto de radicación, ya que en materia civil no puede constituirse un proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, cuando el propio actor pidió de manera expresa que se siguiera en una diversa.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo.

No. Registro: 177,529

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Agosto de 2005

Tesis: 1a./J. 74/2005

Página: 107

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.

La existencia de diversas vías para lograr el acceso a la justicia responde a la intención del Constituyente de facultar al legislador para que establezca mecanismos que aseguren el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la cual se manifiesta como la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su situación jurídica será modificada sólo a través de procedimientos regulares, establecidos previamente en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente procedente, causa agravio al demandado y, por ende, constituye una violación a sus derechos sustantivos al contravenir la referida garantía constitucional que inspira a todo el sistema jurídico mexicano, ya que no se está administrando justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 180,419

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: VI.2o.C. J/245

Página: 1921

ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON CONCEPTOS DIVERSOS.

No debe confundirse la improcedencia de la acción con la falta de acreditación de sus elementos, pues la primera versa sobre su no procedibilidad por no haber sido idónea para deducir los derechos de la parte actora, o bien, por haberse tramitado en la vía incorrecta, casos en los que la autoridad de instancia se encuentra impedida para efectuar pronunciamiento alguno sobre la sustancia del negocio en la sentencia definitiva, en cambio, la justificación de la acción implica el reconocimiento de su procedencia por ser la idónea y por haberse tramitado por la vía adecuada, y de que se satisficieron los elementos de la misma, circunstancia que conlleva necesariamente una decisión sobre el fondo de la controversia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 50/2003. Juan Villaseñor Barragán y otra. 6 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 117/2004. Cementos Atoyac, S.A. de C.V., hoy Cemex México, S.A. de C.V. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 206/2004. María Remedios Islas Muñoz. 30 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 288/2004. Pedro Pancracio Irineo González. 21 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

Amparo directo 321/2004. Manuel Alejandro Delgado y Salazar. 30 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gabriela Guadalupe Rodríguez Escobar.

No. Registro: 178,665

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 25/2005

Página: 576

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

2.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que los actores, carecen de acción y derecho de demandar del suscrito, así como de los demás copropietarios, las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en  virtud de que el suscrito no fue el que le cedió los derechos fideicomisarios que actualmente tienen los actores, siendo los errores y las prestaciones que pretenden subsanar y obtener respectivamente, derivados de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, lo que se traduce en que no existe relación contractual con mis contrarios, y por ende carecen de acción y derecho de demandarme las prestaciones que reclaman en su demanda, cuando el derecho obtenido por los demandantes, es derivado del contrato que obra en la escritura antes citada, contrato que celebraron con unos terceros que actualmente no son parte en el presente juicio.

Amén de lo anterior, y estando en el supuesto sin conceder, de que los actores si tuvieran acción y derecho para demandar del suscrito las prestaciones que los actores mencionan en su escrito inicial de demanda, también lo es que dichas prestaciones resultarían infundadas e improcedentes, al igual que la acción que intentan, ya que en primer lugar, se trata de un documento público que hace prueba plena y que consiste en el contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores (en carácter de Fideicomisarios Cesionarios) con los Señores Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos últimos, en carácter de Fideicomisarios Cedentes, en el cual los actores manifestaron su consentimiento y voluntad, siendo ésta última la ley suprema en materia de contratos, amén de que como se desprende del artículo 149 y 150 del Código Civil del Estado de Quintana Roo, las partes deben de cumplir lo expresamente pactado, mejor conocido como el principio “Pacta Sunt Servanda”, ya que los contratantes se obligan en los términos que aparece que quisieron obligarse y deben de responder en el mismo sentido, aunado a que la validez y el cumplimiento de un negocio jurídico, no puede dejarse al arbitrio de una de las partes si son bilaterales como resulta en el caso en concreto.

En efecto, los actores deben de estarse a lo expresamente estipulado en su contrato antes referido, consistente en que los accionantes adquieren en conjunto el 16% de los derechos fideicomisarios del predio materia de fideicomiso mencionado a lo largo del presente escrito, sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados, y no sobre la superficie que pretenden los actores que su Señoría les reconozca, amén de que carecen de título que justifique el derecho que pretenden ejercitar, para demandar sobre una superficie mayor a la que se estipula en la escritura pública ya referida, aunado a que por lo que respecta a la medida total de la superficie del predio fideicomitido y del cual adquirieron los actores el porcentaje de los derechos antes citados, resulta ser muy claro el contenido, motivo por el cual se debe de interpretar literalmente el contenido del mismo, tal y como lo dispone el artículo 164 del Código Sustantivo, el cual a la letra dice:

“Artículo 164.- Si los términos de un negocio jurídico son claros y no dejan duda sobre la intención de quienes lo celebran, se estará al sentido literal de sus cláusulas.”

De lo anterior se desprende, que los demandantes carecen de acción y derecho de demandar las prestaciones que precisan en su escrito inicial de demanda, en virtud de que los mismos adquirieron el porcentaje de derechos que les corresponden, sobre una superficie determinada y específica, la cual como se ha mencionado, es de 8,027.46 metros cuadrados, aunado a que si existe el error que precisan los actores en cuanto a los metros de la superficie, en todo caso debieron de haber demandado a las personas que les cedieron los derechos fideicomisarios, esto es a los Fideicomisarios Cedentes los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, mas no así al suscrito como a los demás copropietarios.

Lo anterior es así, en virtud de que como se ha mencionado, los actores no justifican que tengan derecho para demandar las prestaciones que precisan en su demanda, así como tampoco para llevar a cabo un apeo y deslinde en el predio fideicomitido, ya que el contrato por medio del cual adquieren la titularidad del 16% en conjunto de los derechos fideicomisarios, habla sobre una superficie de 8,027.46 metros cuadrados mas no de una superficie de 8,615.75 metros cuadrados. Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que los actores tuvieran acción y derecho para solicitar se decrete judicialmente cuantos metros les corresponden sobre la superficie de 8,615.75 metros cuadrados, en primer lugar deben de realizar los trámites necesarios para corregir su contrato de cesión de derechos fideicomisarios que obra en la escritura pública antes mencionada, la cual fue exhibido como ANEXO DOS en el escrito inicial de demanda, y una vez corregida dicha escritura en cuanto a los metros de la superficie del terreno fideicomitido, podría hablarse de una demanda en contra del suscrito y los demás codemandados, o en su caso de un apeo y deslinde, aclarando que en el caso en concreto no es dable, en atención a que no justifican derecho alguno para adquirir una superficie mayor, con el pretexto de que la cantidad de metros del predio fideicomitido no es correcta, aunado a que la certificación de medidas y colindancias realizado por la Dirección de Catastro de Cozumel Quintana Roo, si bien es cierto es un documento público, también lo es que dicho documento no da derecho alguno a los actores para demandar las prestaciones solicitadas en su demanda, ya que como su Señoría sabe, un trámite administrativo como lo es la certificación antes citada, no puede pasar por encima de un contrato y mucho menos modificarlo, mas aún cuando el contrato es bilateral y no acude a la rectificación administrativa, así como tampoco al juicio, los Fideicomisarios cedentes, que cedieron a los actores el porcentaje con el que actualmente cuentan.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

No. Registro: 180,917

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Agosto de 2004

Tesis: I.4o.C. J/18

Página: 1430

CONTRATOS. INTERPRETACIÓN. LA CONDUCTA QUE OBSERVAN LAS PARTES FRENTE A LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS ES ELEMENTO FUNDAMENTAL.

La conducta observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este "comportamiento interpretativo" arroja luz sobre la verdadera intención de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: "Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.". Este precepto confirma la superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa fuente de interpretación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 5224/2001. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Leticia Araceli López Espíndola.

Amparo directo 10244/2002. Miguel González Larriba. 20 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz.

Amparo directo 4044/2003. Banco Nacional de México, S.A. 30 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 15584/2003. Sergio Linares Van Hasselt. 19 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

Amparo directo 16284/2003. Linda Yasmín Rich Rodríguez. 2 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda.


De la anterior Jurisprudencia se acredita, que de forma dolosa los actores pretenden obtener un porcentaje mayor al que contrataron, mas aún si tomamos en cuenta, que la conducta adoptada por mis contrarios, durante y después del contrato, consistente en utilizar la fracción cuatro del predio fideicomitido, la cual se encuentra subdividida, tomando en consideración la superficie de metros cuadrados que se refiere en la escritura pública ya mencionada.


Amén de lo anterior, y como se ha manifestado a lo largo de la presente contestación de demanda, los metros de los linderos y colindancias son los mismos que se detallan en la escritura nueve mil novecientos cuatro (que supuestamente es  incorrecta) y en la certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catastro del Municipio de Cozumel (supuestamente el correcto), aclarando que ambos documentos fueron exhibidos por los actores, de lo que se acredita que si bien es cierto existe una diferencia de metros en el total de la superficie detallada en los documentos antes mencionados, también lo es que dicha cuestión es un error de dedo o numérico, ya que los linderos y colindancias son exactamente iguales.
Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION PASIVA.- Consistente en que el suscrito, así como los demás codemandados, carecemos de legitimación pasiva, en virtud de que tanto el suscrito como los demás copropietarios, no cedimos ni tenemos relación contractual alguna con los actores, respecto al predio fideicomitido, aclarando que si el hecho de que los accionantes hayan contratado sobre una superficie supuestamente menor, y dicha situación les causa perjuicio, debieron de haber demandado a las personas con las que contrataron, refiriéndome a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, quienes cedieron a los actores, el porcentaje de los derechos fideicomisarios de los que actualmente son titulares.

En efecto, la actora erróneamente demanda al suscrito y a los demás codemandados, ya que como se ha manifestado no existe relación contractual alguna, respecto a los derechos fideicomisarios de los cuales los demandantes son titulares, aclarando que el error que precisan los actores en su demanda, no pueden ser subsanables por los codemandados en el presente juicio, ya que los mismos no cedieron derecho alguno a los actores, razón por la cual resulta IMPROCEDENTE el presente juicio, ya sea en la vía ordinaria civil, así como para el caso de que su Señoría determine que la acción que intentan los accionantes es un apeo y deslinde, la cual se tramita vía jurisdicción voluntaria, misma que de igual forma resulta improcedente.

Asimismo, y a título de aclaración, es menester mencionar a su Usía, que por lo que respecta a la acción de nulidad por error que los actores debieron de haber demandado a los antiguos fideicomisarios cedentes, la misma se encuentra prescrita, tal y como lo dispone el artículo 398 del Código Civil del estado de Quintana Roo.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

4.- EXCEPCION DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.- Consistente en que los actores omiten demandar o llamar a juicio a los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, los cuales intervinieron en el negocio jurídico por medio del cual los demandantes adquieren el porcentaje de derechos fideicomisarios que actualmente tienen, a los cuales sin duda alguna les para perjuicio la sentencia que se pudiere dictar en el presente juicio, ya que los mismos  cedieron un porcentaje de sus derechos fideicomisarios respecto de una superficie determinada, pretendiendo los actores modificar dicha superficie.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir los siguientes criterios jurisprudenciales:

No. Registro: 174,230

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Tesis: 1a./J. 47/2006

Página: 125

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002).

El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."

No. Registro: 176,245

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: IV.2o.C.39 C

Página: 2408

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL Y NO UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN.

Si se atiende a que las condiciones de la acción son "los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado" (Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, vigésimo sexta edición, Editorial Porrúa, 2001, página 173); y los presupuestos procesales "son los requisitos o condiciones que deben cumplirse para la iniciación o el desarrollo válido de un proceso, o en su caso, para que pueda pronunciarse sentencia de fondo" (Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, décimo cuarta edición, página 2524); se concluye que mientras los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni seguirse válidamente un juicio, las condiciones de la acción son los requisitos para que el actor pueda obtener una sentencia que declare procedente la acción y condene al demandado, es decir, si faltan las condiciones de la acción, no hay inconveniente en que el Juez falle el juicio, lo que no sucede cuando no se satisface algún presupuesto procesal, como el litisconsorcio pasivo necesario, que se traduce en la falta de emplazamiento a juicio, de personas a las cuales la sentencia les perjudicará.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 553/2004. Rosalinda Mercado Díaz de Garza y coags. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretario: Fernando Ureña Moreno.

No. Registro: 176,529

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Diciembre de 2005

Tesis: 1a./J. 144/2005

Página: 190

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).

El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

5.- EXCEPCION DE OBSCURIDAD E IRREGULARIDAD DE LA DEMANDA.- Consistente en que resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda incoada en mi contra, en virtud de que por un lado, los actores reconocen y confiesan por un lado, que los mismos celebraron el contrato de cesión de derechos fideicomisarios, por medio del cual adquirieron cada uno de los actores el 8% (16% en conjunto) de dichos derechos, respecto al predio fideicomitido denominado “Chankanab”, ubicado en la carretera costera sur (prolongación de la avenida Rafael E. Melgar), de esta ciudad de cozumel, Quintana ROO, México, (Fraccionamiento Chankanab); contrato que celebraron con los CC. Carl Milton Teutsch y Lester Joseph Krasnowski, éstos en carácter de fideicomisarios cedentes, contrato que obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, y por otro lado de forma contradictoria, pretenden los demandantes obtener una porción mayor de terreno, al que se estableció en el contrato antes referido, con el cual manifestaron su consentimiento y voluntad con el contenido del multicitado negocio jurídico, amén de que omiten justificar el derecho que supuestamente tienen para reclamar una porción mayor de terreno, a la que actualmente tienen.

En tal orden de ideas, también resulta obscura, irregular y contradictoria la demanda de los actores, en atención a que como se desprende del hecho cuarto de la demanda, los mismos confiesan que el predio fideicomitido fue subdividido de común acuerdo y a conveniencia de los actuales copropietarios, entre los que se encuentran los actores, situación que resulta cierta, resultando absurdo que por otro lado, manifiesten en el hecho séptimo de la demanda, que no existe consenso respecto a la cantidad de metros cuadrados que le corresponde a cada uno de los copropietarios tomando en consideración el porcentaje del que tienen la titularidad, lo que denota la mala fe y el dolo con el que se conducen los demandantes, ya que al haber existido acuerdo de voluntades entre los copropietarios incluyendo a los actores, para subdividir el predio fideicomitido, ahora no pueden alegar que no existe consenso sobre el particular, y mas aún cuando llevan ocupando por un periodo de tiempo bastante amplio, la fracción cuatro que como se ha manifestado de común acuerdo les corresponde.


De igual forma resulta contradictorio el escrito inicial de demanda, en virtud de que como se ha manifestado con antelación, los actores pretenden acreditar el supuesto derecho que tienen a una superficie mayor de la que actualmente detentan en la fracción del predio fideicomitido que les corresponde, con la Certificación de linderos y colindancias emitido por la Dirección de Catstro del Municipio de Cozumel, aclarando que dicha certificación coincide exactamente con los metros de los linderos y colindancias que se detallan en la escritura pública exhibida por mis contrarios como ANEXO DOS, razón por la cual no existe error alguno en cuanto a los metros cuadrados que le corresponden a cada uno de los copropietarios del bien materia del fideicomiso.

Por lo anterior, su Señoría deberá declarar procedente y fundada la presente excepción que se hace valer, y en consecuencia, en el momento procesal oportuno, absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

6.- LA DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 149, 150 y 164 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO.- Consistente en que los actores se obligaron y contrataron en términos de la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda, encontrándose obligados a cumplir con lo contratado en dicha escritura, razón por la cual no es dable que ahora pretendan modificar el contenido de la misma, por lo que respecta a los metros cuadrados de superficie del predio fideicomitido, estando obligados los contrarios a cumplir con lo pactado dentro del contrato de referencia.

Asimismo, los actores conocían el contenido del contrato que obra dentro de la escritura en cita, aclarando que como se desprende de la misma, las cláusulas y en si todo el contenido es muy claro, razón por la cual se debe de interpretar literalmente el contenido del ya referido contrato, aunado de que para el caso de que existiera un error en el mismo, no es procedente se aclare o convalide en el presente juicio por no ser la vía correspondiente, así como por no tener los codemandados legitimación pasiva en el presente juicio.

De igual forma, el contrato ya mencionado no puede quedar al arbitrio de uno de los contratantes como pretenden hacerlo los actores, ya que los fideicomisarios cedentes, no fueron demandados por los supuestos errores que alegan los accionantes en el contrato aludido, debiendo por tal razón, demandar los actores a dichos cedentes y no así al suscrito, ya que el mismo no tiene relación contractual alguna con los mismos.

7.- EXCEPCION DE SINE ACTIONE AGIS.- opongo la presente defensa que en sí no tiene el carácter de excepción, pero tiene el efecto de arrojar a la parte contraria la carga de la prueba para acreditar los hechos constitutivos de sus pretensiones, debiendo de acreditar en primer término, que los actores contrataron sobre la superficie que reclaman, esto es la de 8,615.75 metros cuadrados, y en consecuencia acreditar el derecho que supuestamente tienen para reclamar las prestaciones que demandan, con independencia de que la presente vía sea improcedente.

 La presente excepción deberá de declararse procedente, en virtud de que la parte actora es la que está afirmando que tiene derecho a mas metros de superficie, y por ende los mismos son los que deben de probar tal situación.
8.- EXCEPCION NON MUTATI LIBELI.- opongo la presente excepción a efecto de que mi contraria no modifique o altere el escrito de su demanda en los términos precisados. 

9.- EXCEPCION INOMINADA.- que se hace valer de conformidad con todo lo expuesto a lo largo de la presente contestación de demanda, mismas que deberán ser valoradas en beneficio de los intereses de los suscritos. 


Por todo lo anterior, es procedente que su Señoría se sirva declarar fundadas y procedentes, todas y cada una de las excepciones y defensas vertidas en el cuerpo del presente ocurso.

OBJECION DE DOCUMENTOS

En este acto, vengo a objetar en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle los actores, al oficio número DCM/JP-0000000451/07, de fecha 16 de agosto de 2007, emitido por la Dirección de Catastro de Cozumel, signado por la Arquitecta Patricia Cardeña Martínez, así como la cédula catastral número 0000029697 de fecha 26 de febrero de 2007, signada por la persona antes citada, objeción que se realiza por las siguientes consideraciones:

Cabe manifestar a su Señoría, que los actores con los documentos mencionados en el párrafo anterior, pretenden hacerle creer que tienen derecho de demandar las prestaciones que reclaman en su escrito inicial de demanda, tratando de confundir la buena fe de su Usía, al hacerle creer que por exhibir dichos documentos, se va a poder modificar y pasar por alto el contenido del contrato de cesión de derechos fideicomisarios que celebraron los actores, el cual obra en la escritura pública número nueve mil novecientos cuatro, de fecha veinticinco de junio de dos mil cuatro, pasada ante la Fe del Notario Público número nueve de esta entidad, Licenciado Manuel Irvin García Valdez, la cual fue exhibida en copia certificada por mi contraria como ANEXO DOS de su escrito inicial de demanda.

En efecto, los actores pretenden fundar un derecho inexistente, como lo es el hecho de demandar a efecto de que se declare judicialmente que el porcentaje del 16% que en conjunto adquirieron, debe de ser determinada sobre una superficie mayor a la que se estipuló y pactó en el contrato de cesión ya referido, respecto al predio objeto del fideicomiso.

Lo anterior es así, en virtud de que con independencia de que los documentos que en este acto se objetan sean documentos públicos, los mismos no pueden modificar el contenido de un contrato bilateral que obra en escritura pública, ya que el mismo fue celebrado conforme a derecho y el contenido del mismo es la voluntad de los contratantes, razón por la cual su Señoría no deberá de otorgar valor probatorio alguno a los documentos antes citados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en los términos precisados en el cuerpo del presente libelo.

SEGUNDO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que menciono, para los fines precisados.

TERCERO.- Tener por opuestas las excepciones y defensas que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo declarar procedentes las mismas.

CUARTO.- Tener por objetados en cuanto al alcance y valor probatorio, los documentos precisados en el capítulo respectivo, por los razonamientos vertidos en el presente escrito.

QUINTO.- Con las copias simples de traslado que se exhiben, se sirva correr traslado a los actores, a efecto de que en el término de ley, manifiesten lo que a su derecho corresponda.

SEXTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, en la cual se absuelva al suscrito, de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

RANDALL WAYNE MINTON 
Cozumel, Quintana Roo, a seis de agosto de dos mil ocho.

